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EDITORIAL

Nuestro anhelo se ha realizado, hoy surge este primer número de la Revista que 

hemos denominado DERECHO CRITICO, el cual será uno de los órganos 

principales del desarrollo intelectual y de investigación, convirtiéndose con el 

tiempo en un foco de conocimientos, tanto para estudiantes, docentes y comunidad 

jurídica en general.

DERECHO CRITICO no es una revista más. Sus propósitos son claros y bien definidos, 

tiene por origen el afán sincero de docentes de la Escuela Profesional de Derecho y 

Ciencias Políticas de la Universidad Nacional Jorge Basadre Grohmann, para dar a 

conocer inquietudes, conocimientos y críticas tanto a la norma, como a la jurisprudencia; 

Un espacio donde docentes universitarios, invitados de la comunidad jurídica, egresados 

de nuestra casa de estudios y alumnos entusiastas por dar a conocer sus investigaciones, 

pueden abrirse paso al hermoso universo de la investigación jurídica.

En un mundo convulsionado como es el nuestro, el Derecho cambia constantemente, y 

este debe ocupar un puesto de alerta en la mente de todos los juristas, pues el papel del 

letrado no solamente se enclaustrará en aplicar las normas, si no este se desarrollara en un 

pensamiento de defensa de Derechos fundamentales sobre las normas, y la constante 

critica a las leyes, a la jurisprudencia y las teorías doctrinarias. Pues recordemos que el real 

letrado es el que critica y defiende su posición con fundamentos claros y concretos.

Es por ello que los nuevos tiempos, no nos permiten encontrarnos apacibles con 

situaciones jurídicas que afecten los derechos de los demás, pues es necesario que 

pongamos el Derecho al servicio de la vida, siempre siguiendo los parámetros de nuestra 

realidad, y la única manera de lograr ello, es alentar el constante estudio del Derecho e 

impulsar critica que se genere de ese estudio, para comprenderlas y perfeccionarlas, 

respetar la ley, como forma de garantizar el respeto hacia nuestra propia persona; 

Propender en fin, a desterrar la idea de abogado "codiguero", para reemplazarlo por un 

abogado con una visión doctrinaria y humanista del momento, para desenvolvernos en un 

correcto ejercicio de la profesión; Pues esos son los verdaderos motores que impulsan a 

DERECHO CRITICO.

De esta manera estamos seguros que esta Revista DERECHO CRITICO, que se inicia 

modestamente con el presente número, será bien acogida dentro del ambiente 

universitario y jurídico y queremos agradecer sinceramente desde estas líneas a todos los 

que, en alguna forma, han contribuido a transformar en realidad nuestros propósitos.
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EL MARCO DOCTRINARIO, HISTÓRICO Y 
NORMATIVO DE LOS PROCESOS DE 
CONTROL NORMATIVO ESTUDIO PRELIMINAR

DERECHO CR TICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Políticas - UNJBG

THE DOCTRINARY, HISTORICAL AND

NORMATIVE OF THE PROCESSES OF

NORMATIVE CONTROL PRELIMINARY STUDY

SUMARIO

I. Antecedentes del proceso de inconstitucionalidad.

II. Antecedentes del proceso de acción popular.

III. Contenido normativo procesal – análisis y comentario a las 
disposiciones generales de los procesos de acción popular e 
inconstitucionalidad y propuestas de reforma al código 
procesal constitucional (resoluciones ministeriales n° 321 y 
329-2016-jus).

IV.  Bibliografia

*
 Dr. Jorge Luis Cáceres Arce 

I.  ANTECEDENTES DEL PROCESO DE INCONSTITUCIONALIDAD

declarado en suspenso la carta para facilitar las 
labores militares de Simón Bolivar…”  El Senado 
conservador es el antecedente institucional del hoy 
Tribunal Constitucional (Incorporado a nuestro 
sistema jurídico con la Carta de 1979, con la 
denominación de Tribunal de Garantías 
Constitucionales). 

Es necesario aclarar la diferencia entre 
derechos y garantías, en las primeras diez 
constituciones (1823 a 1933) se reservó en sus 
distintos títulos “de las garantías”. Unos hacen 
referencia a “garantías constitucionales” (1823 y 
1834), otras “garantías individuales” (1839, 1856, 
1860, 1867, 1920 y 1933). La Carta de 1826 solo se 
refirió a “Garantías” y la carta de 1828, más 
conocida como la Constitución Histórica, no 
reservó título alguno a las garantías sean 
individuales o constitucionales, empero su 
contenido en relación a las mismas estuvo en el 
Título IX” Disposiciones Generales” entre los 
artículos 149 a 172. (Libertad Civil, seguridad 
individual, la buena reputación, instrucción 

 García Belaunde, Domingo. Las Constituciones del Perú. Fondo Editorial J.N.E. Lima. 2016. 
 Chanamé Orbe, Raúl. Comentarios de la Constitución Política. Jurista Editores. Lima. 2015. 
García Domingo, Ob. Cit. Pág. 210. 

1

Al remontarnos a los antecedentes normativos de 
los hoy llamados Procesos Constitucionales de 
Control Normativo. No podemos dejar de revisar 
la evolución histórica de los mismos, nos 
referimos al proceso de acción popular y al de 
Inconstitucionalidad. 

Nuestra historia constitucional republicana, 
nos conduce a revisar el primer texto del Estado 
soberano peruano, la Carta de 1823, promulgada 
por don José Bernardo de Tagle, ésta norma magna 
le reserva la tarea de “velar sobre la observancia de 
la Constitución y de las Leyes…” al Senado 
Conservador (Capítulo séptimo, artículos del 87 al 
94), ente Constitucional embestido de una gran 
función, ser el garante y el custodio de la ley 
suprema. Este órgano no se instaló, producto de las 
circunstancias políticas de inicios de la vida 
republicana, recordemos que nuestra primera 
Constitución fue promulgada el 12 de noviembre 
de 1823, en un clima de expectativa y entusiasmo, 
como bien lo apunta el profesor Raúl Chanamé 
“Previamente sin embargo los congresistas habían 

1

2

2

3

Abogado. Maestro y Doctor en 
D e r e c h o .  C o n  S e g u n d a  
Especialidad en Derecho Público y 
Gobernabilidad. Profesor Principal 
UCSM. Vicepresidente Asociación 
P e r u a n a  d e  D e r e c h o  
Constitucional. Miembro de la 
Comisión de Reformas del C.P.C. 
Vicerrector U.C.S.M.  
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primaria entre otros). Carta de 1828. 
A partir de la Constitución Política de 1979, 

se enmienda, esta postura doctrinaria y que se 
reitera en la ley magna vigente del 93. 

Las cartas anteriores generaron una 
confusión entre los alcances y contenidos entre 
derechos y garantías. Quien nos alcanza una 
aclaración es el Dr. Francisco Chirinos Soto. 

Las garantías “son mecanismos jurídicos 
procesales que tienen como finalidad asegurar la 
vigencia y efectividad de los derechos”. y los 
derechos constitucionales “son disposiciones que 
regulan y limitan la acción de los gobernantes 
frente a los gobernados”. 

La carta del 93, en su Título V hace 
referencia “De las Garantías Constitucionales” a 
los llamados procesos constitucionales, tanto los 
vinculados a garantizar libertades y derechos 
(Hábeas Corpus, Amparo, Hábeas Data y de 
cumplimiento) a los procesos de control 
normativo (Inconstitucionalidad y de Acción 
Popular) y finalmente los procesos que resuelven 
los conflictos de competencias y de atribuciones 
constitucionales.  

El llamado proceso de inconstitucionalidad 
o declaración o acción de inconstitucionalidad, 
encuentra su fuente en el constitucionalismo 
norteamericano, empero con raíces inglesas. La 
Suprema Corte de Justicia norteamericana, fue el 
órgano judicial que asumió con firmeza la decisión 
histórica a negarse a aplicar leyes contrarias a la 
Constitución. 

El magistrado inglés Sir Eduardo Coke es el 
que formuló la denominada doctrina de la 
supremacía de la Constitución, los hechos se 
generaron en 1610 “al sentenciar el caso del doctor 

  Boham”   el tema generó que en varios casos el 
common law, limitó leyes del parlamento y en 
algunos casos impuso la invalidez de la norma 
violatoria, es cuando una ley del parlamento 
contraviene al derecho común y a la razón, en 
resumen el common law, limitó e impuso la 
invalidez de la ley inconstitucional. 

Inglaterra, la madre del constitucionalismo 
contemporáneo, carece de una carta escrita. En el 
sistema inglés funciona rigurosas leyes de rasgo 
constitucional y que son parte del common law. De 
existir conflicto entre una ley positiva y normas del 
common law, prevalecen estas últimas. 

Otro caso lo relata el ex constituyente del 79 
Francisco Chirinos Soto “siempre dentro del 
ámbito del constitucionalismo inglés, Linares 
Quintana cita al jurista francés Charles Borgeaud, 
quien afirma que el Agreemen of the people del 

año 1647 y el Instrument of government de 1653 
son portadores de la idea de establecer una ley 
suprema, colocada fuera del alcance del 
parlamento, limitando sus poderes y declarando, 
por vía de las restricciones expresas, cuales son los 
derechos que la Nación se reserva y a los que 
ninguna autoridad podría allanar sin delito”.  

Los norteamericanos siguieron los pasos de 
sus mentores ingleses, con el famoso caso dictado 
por la Corte Suprema, de 1803, cuyo mentor fue el 
Chief Justice John Marshall “Madison vs 
Marbury”. Este fallo es la fuente de la doctrina de 
la supremacía constitucional y de la potestad 
judicial para negarse a aplicar una ley 
inconstitucional. 

En este histórico fallo que data de 1803, se 
estableció que la carta magna es una ley de rasgo 
superior y que ningún acto legislativo común, 
puede violentar a la Constitución y si se produce, 
ese acto legislativo, no es ley. 

Al producirse conflicto entre el acto 
legislativo y la norma constitucional, el Tribunal 
no debe aplicar la norma legislativa. El voto 
elaborado por el magnífico Juez Marshall, 
contiene principios y argumentos en favor de la 
supremacía de la Constitución, que fortalecen el 
Estado Constitucional y de Derecho. Con esta 
decisión trascendental ,  los  Tribunales 
norteamericanos quedaron habilitados, para 
declarar la inconstitucionalidad de las leyes, es 
decir para vigilar la constitucionalidad del sistema 
jurídico. 

En Latinoamérica, hemos tenido jueces 
ordinarios sumisos, incapaces de revisar la 
constitucionalidad de las leyes (Épocas de 
dictadura en Argentina, Chile y el Perú). En 
cambio los jueces norteamericanos no toleraron 
aquellas leyes ajenas y contrarias al principio de 
supremacía y de constitucionalidad. 

En España, Francia, Alemania, Austria, 
Portugal, Italia, Rusia, en América Latina en 
Chile, Ecuador, Bolivia, Colombia y en el Perú, 
contamos con un órgano autónomo recogido del 
sistema austriaco (Tribunal Constitucional) 
encargado del control concentrado de 
constitucionalidad. 

En el caso peruano, las cartas del primer 
centenario (1823 a 1920), la tarea del control 
concentrado de constitucionalidad no estuvo en 
manos de un órgano autónomo (T.C.), en términos 
generales, primero fue el Senado Conservador 
(1823) como lo norma el capítulo séptimo entre los 
artículos 87 al 94 de la carta de inicios de la 
república.

 Chirinos Soto, Enrique. Chirinos Soto, Francisco. Constitución de 1993. Ed. Piedul. Lima. 1994. 
 Chirinos, Enrique. Ob. Cit. Pág. 428
 Chirinos, Enrique. Ob. Cit. Pág. 442
 Chirinos Enrique. Ob. Cit. 443  
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 Cáceres Arce. Jorge Luis. El Control Constitucional en el Perú. Ed. LPG. Arequipa. 2005. 
 García, Domingo. Ob. Cit. Pág. 165.
  García, Domingo. Ob. Cit. Pág. 316. 
  Cáceres, Jorge. Ob. Cit. Pág. 66.   
  Cáceres, Jorge. Ob. Cit. Pág. 66.
  Cáceres, Jorge. Ob. Cit. Pág. 66-67
  García, Domingo. Ob. Cit. Pág. 450.
 García, Domingo. Ob. Cit. Pág. 461. 
  Cáceres, Jorge. Ob. Cit. Pág. 67-68. 
 Pérez Tremps, Pablo. Derecho Constitucional. Volumen II. Ed. Tirand lo Blanch. Valencia. 2014. 
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En las cartas de 1828, 1834 y de 1839 “se 
estableció que el Congreso velaba por la 
observancia de la Constitución y hacia efectiva la 

 responsabilidad de los infractores” .  Es decir que 
el control de constitucionalidad, de cierta manera 
estaba en manos del poder político.

En la carta de 1826 (Constitución vitalicia) 
en su artículo 51 estableció las “atribuciones de la 
Cámara de Censores… velar si el gobierno cumple 
y hace cumplir la Constitución, las leyes y… los 
tratados públicos”. Esta norma que tuvo una 
efímera vigencia, estuvo inspirada en la carta 
consular del año VII de Napoleón. 

La carta de 1856, en su numeral 10, señaló 
“que es nulo y sin efecto cualquiera ley en cuanto 
se oponga a la Constitución”.  Esta norma 
constitucional no tuvo el desarrollo legislativo, ni 
aplicación jurisprudencial, ya que la indicada carta 
duro solo cuatro años. 

“Las cartas de 1860 y de 1867, esta última 
de escaza vigencia (Agosto de 1867 a enero 1868), 
no legislaron sobre el control constitucional”. 

La Constitución de 1920, le reservó al 
Congreso la atribución de “examinar las 
infracciones a la Constitución y disponer lo 
conveniente para hacer efectiva la responsabilidad 
de los infractores” (Artículo 83, Inc. 4)

“En el anteproyecto de la Constitución de 
1931, elaborado por la Comisión Villarán, es que 
se plantea la posibilidad de incorporar el control 
judicial de las leyes al estilo norteamericano”.

La carta de 1933, introdujo una suerte de 
control político, el artículo 26 dispuso que 
“pueden interponerse reclamaciones ante el 
Congreso por infracciones de la Constitución”. 

A su vez el numeral 123 de la carta del 33 
señala que el Congreso estaba facultado para 
“examinar las infracciones a la Constitución y 
disponer lo conveniente para hacer efectiva la 
responsabilidad de los infractores”

La carta del 33 guardo silencio, no incluyó 
disposición alguna destinada a cautelar 
judicialmente la supralegalidad constitucional. 

El Código Civil de 1936, en su título 
preliminar, cubrió el vacío constitucional, e 
incluyo una norma que establecía la obligación de 
los jueces de preferir la norma constitucional a la 
ley ordinaria (Control de Constitucionalidad) en 

pleno respeto a los principios de supremacía de la 
Constitución y al de la Jerarquía de Leyes. 

“Los jueces ordinarios, fueron reacios a la 
aplicación de la disposición constitucional y del 
Código Civil, recién en 1963 con la ley orgánica 
del Poder Judicial, es que se reglamenta en el 
artículo 7, la facultad del control difuso en la vía 
jud ic ia l  o rd ina r i a ,  co r respond iéndo le  
pronunciarse en última instancia a la Corte 
Suprema de la República, sobre la inaplicación de 
una ley por inconstitucional, lo que se produjo solo 
en muy contadas oportunidades”.  

El debate constituyente de 1978, se basó 
sobre si se dejaba el control a los Tribunales 
ordinarios, o si debía crearse un órgano autónomo 
y especializado en materia constitucional. 

El entonces constituyente Javier Valle-
Riestra recogió la propuesta de la reciente carta 
constitucional española de 1978 (este órgano de 
control ya estuvo en la Constitución Española de 
1931), de contar con un organismo jurisdiccional 
especializado en problemas constitucionales, 
denominado Tribunal Constitucional (Regulado 
en su Título IX). 

El Tribunal Español nació como una de las 
piezas claves del sistema de organización y 
distribución del poder, siendo su tarea elemental 
actuar como interprete supremo de la 
Constitución. Recordemos que el derecho 
constitucional europeo, tuvo entre guerras un gran 
desarrollo, por lo que se refiere a los instrumentos 
para asegurar la primacía de la Constitución. El 
origen histórico de los Tribunales lo encontramos 
en lo que fue la República Checa (Constitución de 
1919) instalado  el Tribunal en febrero de 1920 y 
en la República austriaca (en octubre de 1920), 
siguiendo la propuesta doctrinaria del ilustre 
jurista Hans Kelsen (Primer Presidente del 
Tribunal Austriaco). 

Los españoles encontraron la recepción de 
este modelo de justicia constitucional, en la carta 
de 1931, bajo la denominación de “Tribunal de 

 
Garantías constitucionales” . Es necesario 
comentar que el perfeccionamiento del sistema de 
justicia constitucional lo encontramos en la 
Constitución Italiana de 1947 y con la Ley 
fundamental de Bonn  (1949) como bien lo relata 
el catedrático español y ex presidente del Tribunal 
Pablo Pérez Tremps. 
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El otro antecedente de los órganos 
autónomos de control constitucional lo tenemos en 
Alemania, en la histórica Constitución de Weimar 
(1919), “que instituye un Tribunal al que se le 
facul tad  para  reso lver  los  conf l ic tos  
constitucionales entre los poderes y en especial 
entre los distintos entes territoriales propios de la 
organización federal. 

El sistema mencionado apareció en Europa, 
ya que no existía un sistema difuso de control 
jurisdiccional de la constitucionalidad de las leyes 
y era imprescindible contar con un órgano 
encargado de asegurar la primacía de la 
Constitución. Tarea innata para los tribunales 
constitucionales y no de la Corte Suprema, como 
en el sistema norteamericano que cuenta con una 
jurisdicción difusa a diferencia del modelo 
europeo o kelseniano de jurisdicción concentrada. 

El genio Kelsen, mentor de los tribunales 
constitucionales, consagró a reservarle a este ente 
autónomo las tareas de controlar la compatibilidad 
entre dos normas igualmente abstractas, la 
Constitución y la ley ordinaria. Ante esta situación 
le queda al Tribunal declarar a la norma 
incompatible con la Constitución, fuera del 
ordenamiento jurídico, es decir el Tribunal se 
convierte en un legislador negativo, que expulsa o 
elimina leyes ordinarias que estropean y violentan 
a la ley suprema. 

El Tribunal austriaco instalado en octubre 
de 1920 (El Primer Tribunal fue instalado en 
febrero de 1920 en Checoslovaquia) asumió varias 
funciones de orden constitucional, a parte del 
control de la compatibilidad de normas o de 
interprete; es competente en materia electoral, en 
mater ia  orgánica ,  resuelve  conf l ic tos  
constitucionales entre los poderes estaduales (Esta 
atribución los constituyentes del 93 la 
incorporaron como función del Tribunal 
Constitucional peruano que permite crear 
jurisprudencia y precedentes sobre la distribución 
de competencias y atribuciones asignadas por la 
carta fundamental). El Tribual austriaco también 
se encarga del juzgamiento de funcionarios con 
rango constitucional, así como ente supremo de 
protección de los derechos fundamentales y 
libertades. 

Considero pertinente diferenciar dos 
figuras constitucionales, el modelo europeo del 
modelo  o  s is tema concentrado de  la  
constitucionalidad de las leyes. El primer modelo 
es que genero la dación de los Tribunales o Cortes 
Constitucionales (Alemania – Colombia), cuyas 

f u n c i o n e s  a p a r e c e n  d e b i d a m e n t e  
constitucionalizadas en el capítulo XXIII de las 
garantías constitucionales de la carta de 1993 entre 
los numerales 200 a 204. El otro modelo establece 
que la labor de control constitucional no solo le 
ejerce el Tribunal, estas funciones las comparte 
con el Poder Judicial (Control difuso). 

El maestro Domingo García Belaunde, 
efectúa una adecuada diferenciación entre los 
modelos derivados de la justicia constitucional y 
formula una tercera postura llamada “Modelo dual 
o paralelo” y no mixto. Es la sumatoria de los 
caracteres y elementos del sistema europeo y 
americano, que se complementan, que conviven 
dentro de un ordenamiento jurídico, que es el caso 
peruano, donde el Tribunal Constitucional es 
titular del control concentrado y el Poder Judicial, 
ejerce el control difuso originario (El T.C. ejerce a 
su vez el Control difuso derivado). Es decir la 
justicia constitucional es un asunto asumido por 
dos órganos autónomos, empero con funciones 
constitucionales independientes. 

Al referirnos al control concentrado, no 
podemos dejar de comentar al proceso de 
inconstitucionalidad, son características de esta 
llamada garantía constitucional (Acción de 
inconstitucionalidad) a diferencia de los demás 
procesos constitucionales, el proceso de 
inconstitucionalidad, es un proceso de rasgos 
especiales, no solo por el fondo que resuelve, sino 
también por las características propias de su 
desarrollo procesal, las mismas que son: 

· “El proceso de inconstitucionalidad cuenta 
con legitimidad de acción reservada 
constitucionalmente. 

· Es de instancia única y cuenta con un 
procedimiento especial. 

· Resguarda la constitucionalidad de las 
normas. 

·  Es un proceso abstracto de efecto erga 
omnes (de alcance general, es decir de 
efecto vinculante  para todo el sistema de 
justicia)”  
Recordemos  que cuando la norma legal: 

(Ley Orgánica, Ley Ordinaria, Ley de Desarrollo 
Constitucional, Tratado Internacional, Resolución 
Legislativa, Decreto  Legislativo, Decreto de 
Urgencia y Ordenanza Regional o Municipal) es 
sometida a control de constitucionalidad y 
producto de este control, el Tribunal declara 
fundada la demanda “El efecto inmediato es la 
expulsión del espectro normativo estatal”. 

18
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 Chirinos Soto, Enrique. Chirinos Soto, Francisco. Constitución de 1993. Ed. Piedul. Lima. 1994. 
 Chirinos, Enrique. Ob. Cit. Pág. 428
García Merino, Fabiola y Gómez Sánchez, Francisco. Proceso de Inconstitucionalidad. Ed. Griley. Lima. 2009. 
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En este escenario entra a tallar el principio 
de presunción de constitucionalidad, “dicho 
principio opera durante el proceso de 
inconstitucionalidad, el hecho que durante el 
periodo de cuestionamiento la norma cuestionada 
no pierde vigencia”. 

El otro control, es el difuso, recogido del 
sistema norteamericano y sus características se 
guían por su condición difusa, que facultad a todo 
Juez (ordinario, constitucional y electoral, caso: 
pe ruano)  para  p ronunc ia r se  sobre  l a  
constitucionalidad de las leyes. Es incidental, ya 
que se aplica a casos concretos y expresa una 
eficacia declarativa, la norma sujeta a este control 
es declarada inaplicable, cuando no se respeta el 
principio de la jerarquía de leyes (artículo 138 de la 
Constitución Política de 1993). “En todo proceso, 
de existir incompatibilidad entre una norma 
constitucional y una norma legal, los jueces 
prefieren la norma legal sobre toda norma de rango 
inferior”. 

“El modelo peruano es concentrado a cargo 
del Tribunal Constitucional, a su vez es 
concentrado y abstracto, es cuando el Control de la 
legitimidad de la ley, se propone como cuestión 
principal y única y por último es concentrada y 
general, la declaración de inconstitucionalidad 
conduce a la invalidación de la ley erga omnes, 
generando la ineficacia de la ley general”.  
Empero como lo señalamos nuestro modelo es 
dual o paralelo, es decir difuso y concreto. Es 
difuso, interprete y declarativo, desde la dación de 
la carta de 1979 y ratificado en la vigente de 1993 
(Control difuso de la Constitucionalidad de las 
Leyes). 

Recogemos lo bien anotado por el 
calificado jurista Marcial Rubio Correa, en 
relación a la correcta aplicación del control difuso 
“Tener en cuenta que incompatibilidad no es lo 
mismo que diversidad… En la diversidad se 
colocan matices o precisiones.  En la 
incompatibilidad la norma de un rango y del otro 
son excluyentes entre sí solo por incompatibilidad 
puede funcionar el control difuso”. 

“…El control difuso debe ser aplicado con 
criterio restrictivo”.  Es decir el juzgador debe 
estar convencido que no existe postura razonable 
de encontrar compatibilidad entre las dos normas 
en conflicto. 

“El Control difuso solo puede ser aplicado 
cuando existe un conflicto real y concreto de 

intereses, en el cual se debe discernir la 
constitucionalidad o inconstitucionalidad de la 
norma inferior”. 

II. ANTECEDENTES DEL PROCESO DE 
ACCIÓN POPULAR 

La Acción Popular, institución cuya fuente 
histórica la encontramos en el sistema romano, se 
incorporó en nuestro sistema constitucional y legal 
en la Constitución Política de 1933, como un 
control abstracto de normas inferiores a la ley, 
como bien lo sustenta el maestro del 
constitucionalismo peruano Domingo García. 

Surge como instrumento de defensa, frente 
a los actos normativos administrativos del Poder 
Ejecutivo y en otros casos de las instancias de los 
gobiernos subnacionales (Gobierno: Regional y 
Local) fundamentalmente se incorporó en el texto 
de 1933 a pocos años del gobierno dictatorial de 
Augusto B. Leguía (1919-1930), que cometió 
excesos y abusos de orden legal y político al 
ordenamiento constitucional. 

La Comisión que presidió el magnífico 
jurista Manuel Vicente Villarán (1931), en su 
estudio y análisis dejó constancia de los excesos 
del poder reglamentario del Poder Ejecutivo que 
invadió el escenario de las leyes. Los célebres 
constituyentes del 31 (M.V. Villarán, Víctor A. 
Belaúnde, José León Barandiarán, Toribio Alayza, 
Emilio Romero, Ricardo Palma entre otros) 
plantearon determinar los límites de la potestad 
normativa del poder reglamentario, como así lo 
señalaba el numeral 76, inc. 5 “los reglamentos se 
limitarán a determinar el modo de cumplir las 
leyes para cuya ejecución se dictan y a precisar y 
complementar sus disposiciones, sin imponer 
obligaciones nuevas o más onerosas a los 
ciudadanos ni alterarles derechos y obligaciones 
que la ley señala a los funcionarios”: 

Este control jurídico abstracto a las normas 
administrativas emitidas por los niveles de 
gobierno, fue atendido por el legislador ordinario y 
la incorporó en el Título preliminar del Código 
Civil de 1936, como control difuso a leyes 
administrativas. La carta de 1933, en su numeral 
133 expreso “Hay Acción Popular ante el Poder 
judicial contra los reglamentos y contra las 
resoluciones y decretos gobernativos de carácter 
general que infrinjan la Constitución o las leyes, 
sin perjuicio de la responsabilidad política de los 
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ministros. La Ley establecerá el procedimiento 
judicial correspondiente”. 

Es menester precisar que le numeral 231 de 
la carta del 33 estableció la figura del recurso de 
acción popular “para denunciar los delitos contra 
los deberes de función y cualquiera otros que 
cometan los miembros del Poder Judicial en el 
ejercicio de sus funciones. También lo hay para 
denunciar los delitos contra la ejecución de las 
resoluciones judiciales, que cometan los 
funcionarios del Poder Ejecutivo”. Ante esta 
figura jurídica Francisco Chirinos Soto dijo “La 
acción popular pertenece al campo del Derecho 
Procesal Penal y no es otra cosa que una variante o 
una modalidad de la acción penal pública. En 
determinados delitos, cuya comisión afecta 
fundamentalmente intereses colectivos y difusos, 
se concede a cualquier  miembro de la comunidad 
el derecho a formular la correspondiente denuncia 
ante los órganos encargados de llevar adelante la 
investigación y el juzgamiento”.  

Retomando a la Acción Popular en el 
ámbito constitucional, el ex Rector de la 
Universidad Católica de Santa María Don 
Francisco Chirinos, señala “Una de las fallas más 
graves de técnica jurídica es la que le da el nombre 
de acción popular a un procedimiento judicial que 
bien podría denominarse acción de legalidad, 
porque persigue precisamente la invalidez de los 
reglamentos y normas administrativas”

Lo dispuesto por el numeral 133 de la carta 
de 1933 no fue aplicado por los jueces ordinarios, 
bajo el pretexto, que el mencionado mandato 
constitucional requería del desarrollo normativo 
(Ley de procedimientos judiciales), a la que se 
refiere el segundo párrafo del número 133. Al 
respecto Juan Carlos Morón nos comenta lo citado 
por el constitucionalista Domingo García que 
durante los años 1947 y 1948, “se presentaron a la 
Corte Suprema, tres solicitudes para que se 
declarara inconstitucionales otros tantos decretos 
supremos dictados por el Poder Ejecutivo de 
entonces… En esos casos la corte declaró en 
acuerdos de la sala plena que no estaba expedito el 
ejercicio de la facultad concedida al Poder Judicial 
por el artículo 133 de la Constitución, por no 
haberse dictado la ley de procedimientos 
judiciales…” 

Este vacío legislativo o ausencia de 
regulación procesal, fue cubierto con la dación de 
la ley orgánica del Poder Judicial de 1963 (Decreto 
Ley N° 14605), esta norma orgánica asumió por 

primera vez, el tratamiento procesal positivo. 
El fuero común, era el competente para 

conocer este proceso de puro derecho, (sin etapa 
probatoria) y con la representación estatal 
radicada en el procurador general. El Poder 
Judicial ya no podía denegar la atención de los 
recursos de acción popular, bajo el argumento de 
falencia normativa.

Estando a lo comentado, el jurista Domingo 
García, citado por el profesor de Derecho 
Administrativo Juan Carlos Morón, describió dos 
caracteres singulares de la doctrina jurisprudencial 
de la época “a) solo pueden ejercerla quienes 
tienen interés legítimo o moral de la acción…b) 
Sus efectos no son de carácter anulatorio, ni dejan 
sin vigencia a norma alguna, sino advertida la 
colisión de la norma inferior con la ley o la 
Constitución, se declare que aquello es no 
aplicable al caso sublitis, ergo, será  válida para 
todos los demás casos”.  

El desarrollo institucional del proceso de 
acción popular se concreta en la carta de 1979, que 
mantiene la competencia exclusiva a cargo del 
Poder Judicial, se amplió el ámbito de alcance 
sobre las normas de los gobiernos regionales y 
locales y de los organismos públicos 
descentralizados y los autónomos. Se dicta la ley 
24968. Ley procesal de la Acción Popular y dejó 
sin efecto el numeral 7 de la ley orgánica del Poder 
judicial (1963). Al respecto el calificado 
catedrático Juan Carlos Morón precisó algunas 
características como “Competencia exclusiva del 
Poder Judicial…, participación del Fiscal como 
dictaminador en el proceso… prevé la inhibición y 
la conclusión del proceso por sustracción de la 
materia… la sentencia que ampare la Acción 
Popular determina la implicación total o parcial de 
la norma… declaración de inconstitucionalidad o 
ilegalidad puede fundarse en la infracción de 
cualquier norma constitucional o legal… la 
sentencia denegatoria del acción popular impide la 
interposición de una nueva acción fundada en la 
misma infracción, las sentencias recaídas en los 
procesos de Acción Popular constituyen normas 
prohibitivas para que cualquier órganos del Estado 
bajo responsabilidad emita nueva norma con 
contenido parcial o total idéntico a la derogada por 
mandato judicial…y si la acción popular es 
amparada, el importe de los costos será asumido 
por el Estado, en caso contrario, las asumirá el 
accionante”.   

En la carta vigente de 1993, aparece en el 
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artículo 200 Inc. 5. Es una acción que no se dirige a 
impugnar actos, sino reglas generales (Decretos, 
resoluciones y reglamentos de carácter general, 
decretos de alcaldía, normas generales de carácter 
ejecutivo que puedan dictar los gobernadores 
regionales y las normas administrativas dictadas 
por los órganos autónomos). 

Con la dación del Código Procesal 
Constitucional (Diciembre del 2004) contamos 
con un proceso encargado de controlar 
judicialmente el ejercicio del poder reglamentario 
(Control Judicial a normas administrativas) se 
encuentra desarrollo el proceso en el título VI 
(artículos 75 a 97). Es un proceso de control 
normativo de competencia exclusiva del Poder 
Judicial (Es el único proceso constitucional que no 
es de competencia directa, ni indirecta del Tribunal 
Constitucional) que puede ser interpuesto por 
cualquier ciudadano (Interés difusos), es un 
proceso dirigido para defender la Constitución y la 
ley  f ren te  a  in f racc iones  normat ivas  
administrativas, proceden medidas cautelares para 
la suspensión de efectos de la norma 
administrativa, ya no participa el Ministerio 
Público y las sentencias  que declaren fundada la 
demanda, pueden tener efectos retroactivos 
(artículo 81, párrafo final) en relación a la nulidad 
de la norma administrativa. 

El proceso de Acción Popular desde la 
concepción sustantiva, está vinculado con el 
proceso de inconstitucionalidad, ambos tienen 
como objetivo asegurar el orden constitucional y 
legal y que los principios de supremacía de la 
C o n s t i t u c i ó n ,  j e r a r q u í a  n o r m a t i v a  
(Constitucionalidad y legalidad) se respetan a 
cabalidad. La adecuada aplicación del principio de 
constitucionalidad nos conduce a invalidar la 
norma administrativa incompatible con las normas 
superiores (Constitución – ley). Las causales 
pueden ser por el fondo, la forma, directa e 
indirecta, total o parcial.  

En relación a su inusual aplicación, el 
profesor Juan Carlos Morón, ha efectuado un 
estudio serio y de relevancia académica que ha 
demostrado que el proceso de Acción Popular, 
como lo señalo el académico Carlos Hakanson es 
“Impopular”. Es un proceso de escasa difusión y 
las sentencias emitidas por las instancias judiciales 
no son relevantes y según los resultados de la 
investigación  a cargo del profesor Morón entre 
setiembre del 2001 y enero del 2012, no superaron 
de 229 resoluciones judiciales con calidad de cosa 
juzgada en comparación con los otros procesos 
constitucionales principalmente de amparo, 
hábeas corpus y los de inconstitucionalidad. 

La Comisión de constitución del 
parlamento “(2002) presidida por el extinto 
sociólogo Henry Pease García, propuso varias 
reformas constitucionales, al proceso de Acción 
Popular que fundamentalmente se refirieron a que 
el Tribunal Constitucional fuera competente para 
conocer de este proceso de control “(Las reformas 
se encontraron en el proyecto de reforma de la 
Constitución, artículos 61 y 209)”

Finalmente mediante las Resoluciones 
Ministeriales N° 321 y 329-2016-JUS, el Poder 
Ejecutivo conformó el grupo de trabajo encargado 
de revisar y proponer mejoras a las disposiciones 
contenidas en el Código Procesal Constitucional, 
la comisión la presidio con acierto el jurista 
Domingo García Belaúnde y ha culminado las 
tareas encargadas a fines de enero del 2018. En lo 
que corresponde a los procesos de control 
normativo. Se ha propuesto reformas a los 
numerales 76 (Procedencia de la demanda de 
Acción Popular, artículo 78 (Inconstitucionalidad 
de normas conexas), numeral 79 (Principios de 
Interpretación), numeral 82 (Cosa juzgada), 
artículo 85 (Competencia), numeral 86 
(Demanda), artículo 87 (Plazo), numeral 88 
(Admisibilidad e improcedencia), numeral 89 
(Emplazamiento y publicación de la demanda), 
artículo 92 (Vista de la causa), artículo 94 (Medida 
cautelar), artículo 97 (Costos), numeral 99 
(Representación procesal), artículo 102 (Anexos 
de la demanda de inconstitucionalidad) y el 
numeral 107 (Tramitación). 

Estas propuestas de reforma al primer 
Código Procesal Constitucional de Latinoamérica, 
son el reflejo de los requerimientos de la 
comunidad jurídica usuaria que exige contar con 
una norma eficaz y eficiente, que alcance los fines 
de los procesos constitucionales estipulados en el 
Título Preliminar (Artículo II). 

I I I .  C O N T E N I D O  N O R M A T I V O  
PROCESAL – ANÁLISIS Y COMENTARIO A 
LAS DISPOSICIONES GENERALES DE 
LOS PROCESOS DE ACCIÓN POPULAR E 
I N C O N S T I T U C I O N A L I D A D  Y  
PROPUESTAS DE REFORMA AL CÓDIGO 
P R O C E S A L  C O N S T I T U C I O N A L  
(Resoluciones Ministeriales N° 321 y 329-2016-
JUS). 

ARTÍCULO 75:  FINALIDAD 

Los procesos de Acción Popular y de 
inconstitucionalidad tienen por finalidad la 
defensa de la Constitución frente a infracciones 
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contra su jerarquía normativa. Esta infracción 
puede ser, directa o indirecta, de carácter total o 
parcial, y tanto por la forma como por el fondo. 

Por contravenir el Artículo 106 de la 
Cons t i t uc ión ,  s e  puede  demandar  l a  
inconstitucionalidad, total o parcial, de un decreto 
legislativo, decreto de urgencia o ley que no haya 
sido aprobada como orgánica, si dichas 
disposiciones hubieren regulado materias 
reservadas a ley orgánica o impliquen 
modificación o derogación de una ley aprobada 
como tal. 

Concordancias: Art. 106, 200, inc. 4,5.

COMENTARIO

El siguiente comentario deviene de los procesos 
sujetos a control normativo o procesos 
constitucionales orgánicos. 

Como es conocido la finalidad de los 
procesos constitucionales esta expresamente 
normada desde una óptica jurídica y desde una 
concepción axiológica, en el artículo II del Título 
Preliminar de la ley de desarrollo constitucional Nº 
28237.

La esencia de  estos procesos nos conducen 
a que los órganos constitucionales tanto Poder 
Judicial como Tribunal Constitucional, garanticen 
la  vigencia efect iva de los Derechos 
Constitucionales vía los procesos de Hábeas 
Corpus, de Amparo, Hábeas Data y el mal 
denominado proceso consti tucional de 
Cumplimiento, que a decir del destacado jurista 
Francisco Eguiguren, no justifica la categoría de 
constitucional, porque no protege derechos 
fundamentales y constitucionales, como así lo 
expresa el Art. 70, Inc. 3, del propio Código 
Procesal Constitucional. Considerando que este 
proceso cautela derechos difusos y/o colectivos 
(Art. 67 del C.P.C.).

La razón de ser de estos procesos, es el de 
garantizar la primacía de la carta política, ello en 
base al principio de “supremacía de la 
Constitución”, y para ello contamos con el proceso 
de inconstitucionalidad vía el control concentrado, 
tarea exclusiva y excluyente reservada a siete 
“magistrados a doc”, que conforman el magno 
tribunal, el proceso de Acción Popular, cuya 
finalidad es asegurar que ninguna norma 
administrativa vulnere a la ley pura, impura o a la 
misma carta política. Este proceso constitucional 
es el único que no es revisable ni por la regla ni por 
la excepción por el Tribunal Constitucional. Cuya 
competencia se encuentre reservada al Poder 
Judicial (Art. 85 del C.P.C.) la razón fundamental 

radica en el control difuso judicial de leyes 
administrativas. 

En este segundo bloque podemos encontrar 
de igual forma a los procesos de solución de 
conflictos constitucionales de: competencias y 
atribuciones, cuya instancia única la constituye el 
Tribunal  Supremo. Los conflictos de competencia 
se producen entre los niveles de gobierno 
(nacional, regionales y locales) que pueden ser de 
naturaleza horizontal, vertical, positivo, negativo, 
activos y pasivos), y los conflictos de atribuciones 
entre los poderes del Estado y organismos 
constitucionales, donde incluimos la naturaleza 
del conflicto de atribuciones por menoscabo, que 
en el caso concreto fueron resueltos por el Tribunal 
Constitucional, en febrero del 2007, producto de la 
demanda de conflictos de atribuciones que 
interpuso el Poder Ejecutivo, Ministerio de 
Comercio Exterior y Turismo en contra del Poder 
Judicial, en relación a los procesos judiciales y 
constitucionales “amparo”, referidos con la 
explotación de casinos de juego y máquinas 
tragamonedas. 

La finalidad de los procesos de control 
normativo, la podemos desarrollar desde una 
concepción de la jerárquica de leyes y de normas 
del ordenamiento jurídico, las mismas que están 
sujetas al control respectivo. 

El control concentrado que ejerce el 
Tribunal Constitucional, en aplicación de los 
principios de autonomía e independencia, están 
referidos a que ninguna ley integrante del sistema 
jurídico, vulnere al texto constitucional. Estas 
leyes, son las denominadas puras e impuras. Las 
puras encuentran su fuente en el orden legislativo 
en el parlamento nacional y los parlamentos 
subnacionales como son: (Consejo Regional y/o 
Municipal)  

Estas normas son: Las leyes orgánicas y  las 
de desarrollo constitucional, las leyes ordinarias, 
los tratados internacionales en materia de derechos 
humanos, las resoluciones legislativas, las 
ordenanzas regionales y municipales. 

Es necesario precisar que la distinción entre 
las leyes orgánicas y desarrollo constitucional con 
las ordinarias se dan por su contenido normativo y 
por su tratamiento legislativo, en este sentido 
considero que la ley orgánica y la de desarrollo 
constitucional deben estar en un escalón superior 
de la ley ordinaria por estas dos razones, ya que las 
orgánicas y de desarrollo se encargan de 
implementar mandatos constitucionales. Las 
orgánicas de organizar y estructurar órganos y 
poderes públicos de rango constitucional y las de 
desarrollo que se convierten en reglamentos de las 
normas constitucionales, desarrollan los institutos 
y principios consti tucionales como la 
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descentralización, los partidos políticos, los 
procesos constitucionales entre otros.

Es por ello, que el legislador le otorga un 
tratamiento especial a la ley orgánica,  y a la 
desarrollo constitucional, tanto en su aprobación, 
modificación o derogación, ya que para poder 
prosperar  alguna de estas figuras de formación de 
leyes, se requiere del consenso político de los 
integrantes del Congreso  (mayoría calificada Art. 
106º Const.), mientras que para aprobar, derogar o 
modificar una ley ordinaria lo exigido por la 
Constitución es la votación de los parlamentarios, 
sin requerir mayor consenso (mayoría simple).

El otro bloque de normas sujetas al control 
de constitucionalidad de las leyes, son las 
denominadas leyes impuras con rango tal, cuyo 
origen no lo encontramos en el parlamento 
nacional sino en el Poder Ejecutivo. 

Producto de la delegación de facultades el 
Poder Ejecutivo (Art: 104° de la Const.), asume las 
funciones legislativas y emite decretos legislativos 
previo acuerdo del Consejo de Ministros, en las 
materias que le han sido delegadas y por un plazo 
expresamente señalado, en la ley autoritativa. A 
ésta figura constitucional Enrique Chirinos Soto, 
la denominaba “la dictadura legal”.

El Poder Ejecutivo a su vez emite normas 
con rango de ley, vía decretos de urgencia (art. 
118° Inc. 19 Const.) en materia económica y 
financiera con cargo a dar cuenta al Congreso.

Las otras normas puras sujetas a control 
concentrado, son las denominadas ordenanzas 
regionales y municipales emitidas por el Consejo 
Regional o por el Consejo Municipal, que se 
constituyen en parlamento regional y parlamento 
local, órganos de los gobiernos sub nacionales. 

El control constitucional de las leyes lo 
ejerce el Tribunal Constitucional, vía el control 
concentrado, pudiendo ser este control por la 
forma, por el fondo, en todo y en parte de materia 
orgánica. Los facultados para interponer la 
demanda son aquellos ciudadanos envestidos de 
mandato constitucional expreso (Art. 203° 
Const.). Los accionantes son funcionarios que 
ejercen atribuciones constitucionales y que 
requieren acuerdos de los órganos autónomos, 
para interponer la demanda a excepción de 
Defensor del Pueblo. En el caso de los ciudadanos 
(cinco mil) se requiere la verificación de las firmas 
de parte de la ONPE y deberán designar a su 
representante y/o promotor. Una reciente reforma 
constitucional (Ley 30651 del 20 de agosto del 
2017) ha incorporado con acierto al Presidente del 
Poder Judicial como agente activo, facultándolo 

p a r a  i n t e r p o n e r  l a  d e m a n d a  d e  
inconstitucionalidad, previo acuerdo de la Sala 
Plena de la Corte Suprema. 

En el caso que el demandante es un Colegio 
Profesional, (órgano autónomo con personalidad 
de Derecho Público, que cuentan con jerarquía 
constitucional estando al numeral 20 de la 
Constitución Política), deberán acompañar el 
acuerdo de la Junta Directiva y debe ser en la 
materia del gremio profesional. 

Es conocido que la infracción al texto 
supremo se  p roduce  de  t r e s  modos ,  
inconstitucionalidad directa o indirecta, total o 
parcial, por la forma o por el fondo y estas en 
materia orgánica (Contra Leyes Orgánicas y las 
llamadas leyes de desarrollo constitucional). 

- Al respecto se hace necesario comentar si la 
infracción es al dispositivo o a la norma 
constitucional: nos encontramos en el escenario de 
la interpretación constitucional y frente a ello 
considero que no podemos dejar de analizar el 
estudio que distingue al dispositivo de la norma, 
conceptos aplicados como sinónimos.

- El ,Maestro Italiano Alessandro Pizzoruso, 
nos alcanza los elementos que distinguen al 
dispositivo de la norma, los dispositivos son “las 
proposiciones […] contenidos en los textos que 
resultan  de una fuente - acto ”   y las normas son 
“reglas elaboradas por los jueces o por otros 
operadores del derecho para su aplicación aun 
presupuesto de hecho concreto a través de la 
interpretación de las disposiciones contenidas en 
los actos normativos o bien de la comprobación de 
los hechos normativos correspondientes a una de 
las fuentes hecho”.

- Podemos deducir que el dispositivo es el 
enunciado que se encuentra desarrollado en un 
artículo de determinado cuerpo normativo.

- En ejercicio de la seguridad jurídica, no 
dudemos que el sentido de la norma que debe ser 
acorde con la Constitución, es tarea reservada a los 
jueces ordinarios y constitucionales, que son los 
centinelas del Estado Constitucional.

- Retomamos el análisis del numeral 75 de la 
ley de desarrollo constitucional, en relación a las 
formas de inconstitucionalidad.

a) La inconstitucionalidad directa o 
indirecta: 

- Contamos con normas con rango de Ley, 
que están sujetas a control de constitucionalidad y 
que requieren incorporar algunas reglas materiales 
o de producción jurídica, que sean indispensables 
para establecer su validez o invalidez de la norma 

36

 Pizzorusso Alessandro. Las Fuentes del Derecho en el Ordenamiento Jurídico Italiano. 
 Entrevista del Centro de Estudios Constitucionales Nº 3. Madrid. 1989. 

36

37

 Pizzorusso, Alessandro. Ob. Cit. Pág. 282. 37
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sujeta a control concertado, estamos en el espacio 
de inconstitucionalidad directa, porque violan de 
manera inmediata a la Constitución y no a la Ley

- Cuando se nombra la inconstitucionalidad 
indirecta, se trata de actos medianamente 
subordinados a la Ley fundamental, como 
arquetipo cuando un reglamento contiene rasgos 
de inconstitucionalidad que estropean a la Ley, que 
la Constitución ordena respetar.

b) La Inconstitucionalidad Total o Parcial

- Cuando el texto de la norma en todo su 
contenido es inconstitucional y por ende el 
Tribunal la declara en su integridad contraria a la 
ley magna. 

- La inconstitucionalidad parcial, se 
presenta cuando un inciso, un artículo, un capítulo 
de la norma no se ajusta a los principios 
constitucionales (preceptos).

c) Inconstitucionalidad Formal y de Fondo.

- Las leyes deben ser elaboradas respetando 
el procedimiento debidamente establecido en la 
Constitución Política (forma) una ordenanza 
municipal que no haya sido aprobada por el 
Consejo Municipal Provincial y/o Distrital.

- Se produce la inconstitucionalidad de 
fondo cuando el texto legal irrumpe, contraviene 
los valores, los principios, a los derechos 
fundamentales y constitucionales que la informan.

- La inconstitucionalidad orgánica, se 
presenta cuando la ley orgánica y/o de desarrollo 
constitucional, no han sido aprobados por lo 
menos con 61 votos que se exige para su vigencia, 
o en su defecto el proyecto de Ley no cuenta con 
dictamen de la comisión congresal; trasgrediendo 
el numeral 105 de la carta política o el proyecto 
normativo no se remita a palacio de gobierno para 
su promulgación y luego publicación, conforme al 
Artículo 108 de la ley suprema.

- La inconstitucionalidad material se 
presenta cuando las leyes orgánicas en su 
contenido confrontan con la norma élite del 
sistema jurídico.

-  F i n a l m e n t e  d e v i e n e n  e n  
inconstitucionales los decretos legislativos y/o los 
de urgencia cuando regulan materias reservadas al 
parlamento que no hayan sido delegadas del Poder 
Legislativo al Ejecutivo (Delegación de facultades 
legislativas, a través de la ley autoritativa).

JURISPRUDENCIA 

“ (...) El procedimiento coactivo es la facultad que 
tienen algunas entidades de la administración 

pública para hacer cumplir actos administrativos 
emitidos por la misma administración pública para 
hacer cumplir actos administrativos emitidos por 
la administración, es decir, que las obligaciones 
exigibles deben provenir de materias propias de 
las funciones que cada entidad tiene, basadas en el 
reconocimiento que cada ley especial ha 
considerado para cada administración, o sea, 
siempre dentro de un mismo marco normativo 
(....)”. Como bien lo señala la demandante, la 
administración publica tiene capacidad par 
proteger directamente sus intereses, pudiendo 
incluso exigir por si misma el cumplimiento. EXP 
15 2005 PI/TC

ARTICULO 76: PROCEDENCIA DE LA 
DEMANDA DE ACCIÓN POPULAR 

La demanda de Acción Popular procede contra los 
reglamentos, normas administrativas y 
resoluciones de carácter general, cualquiera que 
sea la autoridad de la que emanen, siempre que 
infrinjan la Constitución o la ley, o cuando no 
hayan sido expedidas o publicadas en la forma 
prescrita por la Constitución o la ley, según el caso.

CONCORDANCIAS:
ANTECEDENTES

· Ley 24968. Art. 1

N O R M A T I V I D A D  N A C I O N A L  
CONCORDANTE

· Const. Art. 451,118.9,200.5.

· C.P.Co. Art. 88.
Propuesta de Reforma al Artículo 76
Artículo 76: Procedencia de la demanda de 
Acción Popular 

“La demanda de Acción Popular procede 
c o n t r a  l o s  r e g l a m e n t o s ,  n o r m a s  
administrativas y resoluciones que aprueben 
normas de carácter general, cualquiera que sea 
la autoridad de la que emanen, siempre que 
infrinjan la Constitución o la ley y cuando no 
hayan sido expedidas o publicadas en la forma 
prescrita por la Constitución o la ley. Las 
demandas contra resoluciones o actos no 
normativos sobre objeto del proceso 
contencioso administrativo. No implica 
sustracción de materia de derogación de la 
norma objeto del proceso ni la convalidación 
posterior por norma con rango de ley.”  

38 Comisión – Grupo de Trabajo encargado de revisar y proponer mejoras a las disposiciones contenidas en el Código Procesal Constitucional. 
R.M. N° 0321-0329-2016-JUS- Proyecto de Reforma. Lima. 2018. 

38
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COMENTARIO 
      
La demanda de Acción Popular y su proceso es de 
conocimiento exclusivo del Poder Judicial, la 
primera instancia es la Sala Civil o Mixta del 
Distrito Judicial correspondiente, por razón de 
materia al que pertenece el órgano emisor, cuando 
la norma administrativa es de carácter regional o 
local, mientras que, cuando la norma es de carácter 
nacional le corresponde conocer a la Sala Civil 
respectiva del Distrito Judicial de Lima, y en 
ambos casos el recurso de apelación es resuelto por 
una de las Salas de Derecho Constitucional y 
Social de la Corte Suprema de Justicia.
En el caso del proceso de Acción Popular funciona 
el control judicial de leyes administrativas 
(decretos supremos, resoluciones supremas, 
resoluciones ministeriales, resoluciones de 
gobernación regional, resoluciones y decretos de 
alcaldía, entre otras normas administrativas), que 
vulneren o violen a una ley pura o impura o al texto 
constitucional. Esta demanda puede ser 
interpuesta por cualquier ciudadano (intereses 
difusos) o por el Defensor del Pueblo, es resuelta 
garantizando la pluralidad de instancias por los 
jueces ordinarios y no por los jueces 
constitucionales a pesar que es un proceso con 
rango constitucional. La demanda puede ser por la 
forma, por el fondo, directa e indirecta, total o 
parcial según el contexto de la ley administrativa 
que haya vulnerado o transgredido a la norma 
constitucional o legal.
Es necesario comentar que la demanda, en razón 
de la aplicación de los derechos difusos, puede ser 
interpuesta por la procuraduría pública en materia 
constitucional adscrita al Ministerio de Justicia, 
estando el D.S. 058-2010-PCM, que se encarga de 
asumir la defensa del Estado en los procesos  
constitucionales de inconstitucionalidad, acción 
popular  y confl icto const i tucional  de 
competencias y atribuciones.
En este proceso se aplica el principio de jerarquía 
de leyes y el irrestricto respeto a los principios de 
supremacía de la Constitución, razonabilidad 
jurídica, entre otros. 
La Acción Popular como bien lo explica Francisco 
Chirinos Soto “una de las fallas más graves de 
técnica jurídica es la que le da el nombre de acción 
popular a un procedimiento judicial que bien 
podría denominarse acción de legalidad, porque 
persigue precisamente la invalidez de los 
reglamentos, normas administrativas, así como 
resoluciones y decretos de carácter general, que 
infrinjan la constitución  o las leyes” 

Es necesario precisar que en la Constitución del 
79, en apropiada elaboración, decía en el último 
párrafo del Artículo 295 “Hay Acción Popular ante 
el Poder Judicial por infracción de la Constitución 
o la ley”
Con el proceso de Acción Popular se ejerce el 
control difuso de legalidad, a cargo del Poder 
Judicial, de las leyes de rango administrativo que 
violentan a la Constitución o a la ley ordinaria.

- Lo indicado refleja, que la jurisdicción 
ordinaria está llamada a pronunciarse sobre la 
validez de las normas de carácter general 
emitidas por la esencia de la burocracia de los 
tres niveles de gobierno (Nacional, Regional y 
Local). 

- Nos encontramos en el control abstracto y 
orgánico, se dirige de modo directo a golpear a 
la norma ilegal – ilegitima que trasgrede la ley 
o la norma magna.

- Deberán recordar que por tratarse, de 
defender intereses difusos, sus objetos serán 
siempre “erga omnes” , no cautela derechos 
subjetivos y específicos. Empero este proceso 
constitucional, nos lleva a un juicio de validez, 
en abstracto y objetivo, referido a una norma 
infralegal.

JURISPRUDENCIA 

“El hecho de que el Decreto Supremo N" 158-99-
EF no requiera de acto posterior alguno para su 
obligatoriedad, lo hace un dispositivo legal de 
eficacia inmediata, imperativo frente a los sujetos 
pasivos del impuesto, por lo que no puede negarse 
su naturaleza autoaplicativa o de “acto 
aplicatorio”, es decir, con mayor certeza de 
ocurrencia que la amenaza de violación del 
derecho, a que se refería el artículo 3ro de la Ley 
N° 23506 para la procedencia de amparo y por 
ende, procedía esta acción os amparo, aún cuando 
en la práctica no se hubiera realizado todavía el 
acto de aplicación y cobranza del impuesto” EXP. 
N° 01311-2000-AA/TC. F.J. 1.

ARTÍCULO 77: PROCEDENCIA DE LA 
DEMANDA DE INCONSTITUCIONALIDAD
 
La demanda de inconstitucionalidad procede 
contra las normas que tienen rango de ley: leyes, 
decretos legislativos, decretos de urgencia, 
tratados que hayan requerido o no la aprobación 
del Congreso conforme a los artículos 56 y 57 de la 
Constitución, Reglamento del Congreso, normas 39

40

39
40

Chirinos Soto, Enrique – Chirinos Soto, Francisco. La Constitución – Lectura y comentarios. Ed. RODHAS. 1era Edición. Lima 2008.
García Belaúnde, Domingo. Las Constituciones del Perú. Tomo II. Fondo Editorial USP. Lima 2006. 
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regionales de carácter general y ordenanzas 
municipales.

CONCORDANCIAS:
ANTECEDENTES

· Ley Orgánica del T.C. Art. 20

N O R M A T I V I D A D  N A C I O N A L  
CONCORDANTE

·Const .  Ar t .  56 ,57 ,74 ,83 ,101.4 ,102 a  
108,118.8.200.4,203.

· C.P.Co. Art. I, II, II, IV, 84 a 97,104.

COMENTARIO 

El recurso de inconstitucionalidad puede ser 
interpuesto por aquellos funcionarios con facultad 
expresa para dicho fin, en representación de los 
organismos constitucionales, están facultados 
para ello:

- El Presidente de la República con el 
acuerdo del Concejo de Ministros, en 
representación del Poder Ejecutivo. (En este 
extremo se encarga a la Procuraduría Pública 
en materia constitucional regulada por D.S. 
058-2010-PCM). 

- El Fiscal de la Nación, con la anuencia de 
la Junta de Fiscales Supremos y en la materia 
de su competencia.

- El 25% de Congresistas, en cualquier 
materia y con la certificación del Oficial 
Mayor del Congreso de la firma de los 
parlamentarios que suscriben la acción, a lo 
cual podemos deducir que la exigencia de 
certificación mencionada, crea un mecanismo 
de control de transparencia, por la falta de 
credibilidad y seriedad de algunos integrantes 
del parlamento nacional.

- Los Gobernadores Regionales con el 
acuerdo de su colegiado (Consejo Regional), 
en temas exclusivos de su competencia, al 
igual que los Alcaldes Provinciales y 
exceptuando a los Alcaldes Distritales con el 
acuerdo del parlamento local.
Podemos identificar que se produce una 
discriminación de rango administrativo, ya 
que si hablamos de democracia representativa, 
en nuestro país contamos con Alcaldes 
distritales que representan a mayor población 
que Alcaldes provinciales, por lo que, 
considero que el principio de representativita e 
igualdad han sido quebrados con esta 

exclusión de los Alcaldes distritales de poder 
interponer demandas de inconstitucionalidad 
con previo acuerdo de su consejo municipal, a 
pesar que las normas sujetas a control de 
constitucionalidad no solo violan, discriminan 
o irrumpen contra el sistema jurídico, 
afectando a jurisdicciones provinciales, sino 
también a las jurisdicciones distritales que 
cuentan con mayor presencia social, al ser de 
alcance general las normas cuestionadas.

- Los Colegios Profesionales, con el 
acuerdo de su junta directiva, en temas 
relacionares a su formación profesional, 
considerando que son gremios dotados de 
autonomía y representación pública. 

- Debemos traer a mención que el Colegio 
de Abogados de Arequipa bajo el Decanato del 
Dr. Luis Velando Puertas, (2005) interpuso 
demanda de inconstitucionalidad contra el art 
22° inc. “c” (Exp. 0025-2005-PI/TCyExp. 
0026-2005-PI/TC) de la Ley Orgánica de 
Consejo Nacional de la Magistratura, en 
relación a los cursos del PROFA organizado 
por la Academia de la Magistratura, 
consideramos que dicha norma era 
discriminatoria, arbitraria e inconstitucional 
ya que exigía al abogado de a pie haber 
cursado obligatoriamente el curso del Profa 
para acceder a la carrera jurisdiccional, 
generando ello un trato discriminatoria ya que 
con ello se creo requisitos excluyentes para 
ingresar al Poder Judicial y al Ministerio 
Público, debido a que el postulante debía 
haber aprobado el curso mencionado.
Es necesario precisar que la exclusividad de 
estos cursos es para el ascenso y no para el 
acceso a la carrera judicial, como se desprende 
de la interpretación literal y exegética del 
artículo 151° de la Constitución de Estado.

- A su vez puede ser interpuesta la demanda 
por el Defensor del Pueblo, quien no requiere 
de acuerdo colegiado para que prospere dicha 
iniciativa de control constitucional. 

- Por  5000  vec inos  deb idamente  
identificados, cuyas firmas deben ser 
verificadas por ONPE, quienes deben señalar 
a su promotor o representante, dicha iniciativa 
puede considerarse como un pleno ejemplo de 
acceso a la democracia constitucional y social, 
ello es reflejo del ejercicio de participación 
efectiva y representativa, (caso concreto es la 
demanda que interpuso el Dr. Alberto Borea 
Odría, quien con el respaldo de más de 5000 

41

41 Aclaro que la postura del académico comentarista no es opuesta a la realización del curso del Profa, en el cual es docente en sede de Arequipa, 
estando convencido del nivel académico en pro de una adecuada formación académica de los operadores del derecho, empero, no compartimos 
que la asignatura sea exclusiva y excluyente para postular, debiendo respetarse la naturaleza de su origen y que atentó el principio de Igualdad 
ante la Ley. 
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ciudadanos, buscó la declaración de 
inconstitucionalidad del «documento del 93» 
(Exp. 00014-2003-AI/TC sentencia del 10 de 
diciembre del 2003, cuya demanda fue 
declarada infundada con el voto singular y 
sesudo del destacado ex magistrado Dr. 
Manuel Aguirre Roca).

- El Presidente del Poder Judicial. Previo 
acuerdo de la Sala Plena de la Corte Suprema 
de Justicia (Ley N° 30651, 20-08-17)
Una demanda interpuesta por el letrado 
Alberto Borea (EXp. 013-2010-AI del 21-06-
2010) en contra del numeral 1 de la ley 
orgánica del Tribunal Constitucional Nº 
28301 que establece, que le sede  del órgano 
interprete de la carta es la Ciudad de Arequipa, 
por  razones  de índole histórico, jurídico, 
constitucional e institucional. El Doctor Borea 
y  c inco mil  c iudadanos ( l imeños)  
pretendieron que el pleno del Tribunal declare 
inconstitucional al numeral primero de la ley 
acotada, sin mayor fundamentación jurídica y 
constitucional. Los demandantes no 
consideraron que el Poder Judicial (Cuarta 
sala civil de la Corte Superior  de Arequipa) 
resolvió en diciembre del 2009, confirmar la 
sentencia emitida por el Juez Rubén Herrera 
(11vo Juzgado Civil) en el sentido que  le sede 
oficial y constitucional del T.C. es la ciudad de 
Arequipa, cuyo plazo vencía en Diciembre del 
2010, para que el T.C. se traslada 
institucionalmente a la ciudad de caudillo y 
capital de la juridicidad (Exp. 7193-2008-PC)
Frente a este escenario jurídico el pleno del 
T.C. debió acatar el fallo judicial que ha 
adquirido autoridad de cosa juzgada y que 
dispuso el estricto  cumplimiento de lo 
normado en el  artículo 1 de la Ley 28301. el 
T.C. como guardián incólume de la 
Constitución, está obligado a respetar las 
decisiones de los órganos constitucionales 
dentro del ejercicio del equilibrio de la función 
estadual. Es necesario precisar que el pleno 
del Tribunal programa audiencias mensuales 
en la sede de Arequipa. Estas audiencias se han 
efectuado durante las gestiones de los ex 
presidentes Oscar Urviola y Manuel Miranda 
Canales y del actual Presidente Ernesto Blume 
Fortini. 
La leyes sometidas al control concentrado son 
las ya mencionadas (leyes puras e impuras) 
que vulneren a la Constitución Política del 
Estado, por no haberse aprobado, promulgado 
y publicado conforme a ley (forma), por 
atentar al núcleo constitucional y a los 

principios reguladores del sistema jurídico 
(fondo), cuando la ley ...en su contenido 
íntegro violenta a la Constitución en su 
naturaleza y esencia de protección a los 
derechos fundamentales y estructura del 
E s t a d o  ( t o t a l ) ,  y  p r o c e d e  l a  
inconstitucionalidad parcial, cuando un 
artículo, inciso o acápite contraviene al texto 
supremo y la inconstitucionalidad orgánica se 
presenta por la forma o por el fondo, en todo o 
en parte, cuando hablamos que la ley sometida 
al control de constitucionalidad es una 
orgánica o de desarrollo constitucional. 
Debemos aclarar que las normas sujetas a 
control de Constitucionalidad, vía control 
concentrado a  t ravés del  Tribunal  
Constitucional, no sólo son debidamente 
enumeradas en este precepto, sino también 
aquellas leyes emitidas por los gobiernos de 
facto (Decretos Leyes) y las leyes que son 
producto de las reformas constitucionales y 
las que aprueban las consultas ciudadanas 
(referéndum del FONAVI del 03 de octubre 
del 2010). 

- A su vez las leyes derogadas   en materia 
tributaria y penal, están sujetas a control 
así lo ha establecido el Tribunal 
Constitucional (Expediente Nº 0004 – AI 
– TC, caso Impuesto a las Transacciones 
Financieras) y ello en concordancia con el 
Artículo 81 del Código Procesal 
Constitucional.

JURISPRUDENCIA 

I. “3. Dadas las consecuencias que su ejercicio 
puede tener sobre la ley, que es expresión de la 
voluntad general representada en el parlamento, el 
Tribunal ha recordado que la declaración de 
inconstitucionalidad debe considerarse como la 
última ratio a la que un Juez debe apelar (STC 
0141-2002-AA/TC, Fund. Jur. Nº 4 “o; STC 0020-
2003-Al/TC, Fud. Jur. N°. 5), habida cuenta que:
Los jueces y Tribunales sólo inaplican las 
disposiciones que estimen incompatibles con la 
Constitución cuando por vía interpretativa no sea 
posible la adecuación de tales normas al 
ordenamiento constitucional.
Conforme lo norma la segunda Disposición 
General de la Ley Nº 28301, Norma Orgánica del 
Tribunal Constitucional.
4. Así, la necesidad de Interpretar la ley conforme 
con la Constitución no sólo se presenta como una 
exigencia lógica y consustancial al carácter 
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normativo de la Ley Fundamental, que de esta 
manera exige que el derecho infraordenado se 
aplique siempre en armonía con ella, sino también, 
en lo que ahora importa, como un límite al 
ejercicio mismo del control judicial de 
constitucionalidad de las leyes, que demanda de 
todos los jueces (y de este mismo Tribunal, tanto 
cuando actúa como Juez de casos, como cuando 
ejerce el control abstracto de constitucionalidad) 
buscar, hasta donde sea razonablemente 
permisible, una interpretación de la ley que 
armonice con la norma suprema del Estado.
Un límite, por cierto, al que se suman otros, de no 
menor importancia:
5. A) Por un lado, que el control de 
constitucionalidad se realice en el seno de un caso 
judicial, esto es, tras el planteamiento de un 
problema jurídicamente relevante que se haya 
sometido al juez para su dirimencia. El ejercicio de 
esta delicada competencia efectivamente no puede 
realizarse fuera del ejercicio de lo que es propio de 
la función jurisdiccional, pues los tribunales de 
justicia no son órganos que absuelvan opiniones 
consultivas en torno a la validez de las leyes. 
Tampoco órganos que resuelvan casos simulados o 
hipotéticos, ni entes académicos que se 
pronuncien sobre el modo constitucionalmente 
adecuado de entender el sentido y los alcances de 
las leyes.
6. B) En segundo lugar, el control de 
constitucionalidad sólo podrá practicarse siempre 
que la ley sobre la que se duda de su validez sea 
relevante para resolver la controversia sometida al 
juez. En ese sentido, el juez sólo estará en actitud 
de declarar su invalidez cuando la ley se encuentre 
directamente relacionada con la solución del caso, 
término este último que no puede entenderse como 
circunscrito sólo a la pretensión principal, sino que 
comprende incluso a las pretensiones accesorias y 
también a las que se promuevan en vía incidental.
El juicio de relevancia que subyace al ejercicio 
válido del control de constitucionalidad no sólo 
tiene el propósito de recordar el carácter jurídico 
del control de constitucionalidad de las leyes, sino 
también se establece como un límite a su ejercicio, 
puesto que como antes se ha recordado, está 
vedado cuestionar hipotética o abstractamente la 
validez constitucional de las leyes.
7. C) En tercer lugar y directamente relacionado 
con el requisito anterior, es preciso que quien 
plantee al juez la realización del control judicial de 
constitucionalidad de la ley acredite que su 
aplicación le haya causado o pueda causarle un 
agravio directo, pues, de otro modo, "el juez 
estaría resolviendo un caso abstracto, hipotético o 
ficticio. A su vez, para que un planteamiento de 
esta naturaleza pueda realizarse en el seno del 

proceso constitucional de amparo contra 
resoluciones judiciales, es preciso que su 
aplicación (real o futura) repercuta en el ámbito 
constitucionalmente protegido de algún derecho 
sometido a este proceso y que el afectado lo haya 
cuestionado oportunamente en el proceso 
ordinario, ya que de otro modo no sería posible 
atribuir al juez la lesión de alguno de los 
contenidos del derecho a la tutela procesal, en los 
términos del artículo 4- del Código Procesal 
Constitucional.
8. D) Finalmente, el ejercicio del control judicial 
de constitucionalidad de las leyes tampoco puede 
realizarse respecto de leyes o normas con rango de 
ley cuya validez haya sido confirmada por este 
Tribunal en el seno de un control abstracto de 
constitucionalidad. Tal límite tiene el propósito de 
poner en evidencia que si bien este Tribunal no 
t i e n e  e l  m o n o p o l i o  d e l  c o n t r o l  d e  
constitucionalidad, pues su ̂ cuidado» es una tarea 
que compete a la sociedad abierta de los intérpretes 
jurisdiccionales de la Constitución, sin embargo, 
es en este Tribunal en el que la Constitución ha 
confiado su custodia «especializada".
De ahí que el segundo párrafo del artículo VI del 
Título Preliminar del Código Procesal 
Constitucional prevenga que los jueces no pueden 
d e j a r  d e  a p l i c a r  u n a  n o r m a  c u y a  
constitucionalidad haya sido confirmada en un 
proceso de inconstitucionalidad o en un proceso de 
acción popular, y también que la primera 
disposición final del mismo Código Procesal 
Constitucional establezca que los jueces y 
Tribunales interpretan y aplican las leyes y toda 
norma con rango de ley y los reglamentos 
respectivos según los preceptos y principios 
constitucionales, conforme a la interpretación de 
los mismos que resulte de las resoluciones 
dictadas por el Tribunal Constitucional en todo 
tipo de procesos".

EXP. N°1679-2005-PA/TC. F.J.3a8.

II. “...en los procesos de inconstitucionalidad no 
se evalúa la constitucionalidad de las leyes a la luz 
de un caso concreto en el que estas hayan tenido o 
tengan oportunidad de aplicarse, sino en atención a 
la compatibilidad o incompatibilidad que, en 
abstracto, exista entre dos fuentes formales del 
derecho, a saber, las leyes o normas con rango de 
ley y la Constitución. Ello, sin perjuicio de 
reconocer que en el control abstracto de 
constitucionalidad de las leyes corresponde 
ingresar también en una evaluación relacional 
entre las normas y la realidad en las que sean 
susceptibles de aplicarse, pero no con el propósito 
de inaplicadas a un supuesto concreto, sino, 
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únicamente, con la intención de reconocerlos 
sentidos interpretativos de aquellas que pudieran 
resultar contrarías a la Norma Fundamental". EXP. 
W° 005-2004-Al/TC, F.J. 2.

III. “.... En el proceso de inconstitucionalidad de 
las leyes, el Tribunal juzga sí una norma con rango 
de ley es o no incompatible con la Constitución, y 
no si el legislador, al regular una materia dada, lo 
hizo de la manera más conveniente. Al legislador 
le corresponde optar por cualquiera de las medidas 
que, dentro del marco constitucional, se puedan 
dictar: en tanto que al Tribunal Constitucional, 
velar porque esa opción no rebase el ordenamiento 
constitucional. De ahí que si el artículo 11.2 de la 
Ley 27153 optó por establecer que el “examen 
técnico previo” se realice por una entidad nacional 
autorizada por autoridad competente, no se puede 
concluir de ello que ¡al precepto sea 
inconstitucional”, EXP. N° 009-2001-AI/TC. 
F.J.5.

IV. “Por ello, en línea de principio, el Tribunal 
considera que cuando el obligado –o sea un 
particular o el Estado- no cumple lo ordenado por 
la sentencia o la resolución judicial firme, el 
derecho a la efectividad de las resoluciones 
judiciales autoriza al afectado con el 
incumplimiento a pedir del órgano jurisdiccional 
competente la adopción de las medidas y 
providencias necesarias para que se ejecute lo 
dispuesto”. 

EXP. N° 0015-2001-PI/TC. FJ. 14.

“Así pues, este Colegiado considera pertinente 
declarar la inconstitucionalidad de la expresión 
«única y exclusivamente» del artículo 42° de la 
Ley N. ° 27584, modificado por el artículo 1° de la 
Ley N° 27684, de manera tal que, en lo sucesivo, 
se interprete, tal como lo ha sugerido la Defensoría 
del Pueblo, que los fondos para cubrirlas deudas 
estatales surgidas de resoluciones judiciales, no 
solamente pueden provenir del Pliego 
Presupuestal en donde se generó la deuda, sino 
también de partidas presupuéstales comunes a 
todos los pliegos.
Ello, desde luego, tampoco desvirtúa la 
posibilidad de que, previa aprobación del 
Ministerio de Economía y Finanzas, y en estricta 
observancia del principio de legalidad 
presupuestal, existan transferencias amerarías de 
un pliego a otro con el propósito de honrar las 
deudas respectivas.

EXP. N° 0015-2001-Pl/TC. F.J. 41.

ARTÍCULO 78: 
INCONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS 
CONEXAS 

La sentencia que declare la ilegalidad o 
inconstitucionalidad de la norma impugnada, 
declarará igualmente la de aquella otra a la que 
debe extenderse por conexión o consecuencia.

CONCORDANCIAS:
ANTECEDENTES

· Ley 24968. Art. 23

N O R M A T I V I D A D  N A C I O N A L  
CONCORDANTE

· Const. Art. 51,138,204,205.

· C.P.Co. Art. VI, 3,17,22,34,72,79.

Propuesta de Reforma al Artículo 78 
Artículo 78: Inconstitucionalidad de normas 
conexas 

“La sentencia que declare la ilegalidad o 
inconstitucionalidad de la norma impugnada, 
declarará igualmente la que aquella o aquellas a la 
que debe extenderse sus efectos por conexión o 
consecuencia, de oficio o a pedido de las partes.”

COMENTARIO 

El artículo comentado es novedad del Código 
Procesal  Consti tucional,  referida a la 
inconstitucionalidad de normas conexas en el 
sentido, que cuando se produce la ilegalidad de 
una norma administrativa por parte del Poder 
Judicial (proceso de Acción Popular) o la 
inconstitucionalidad de una norma pura o impura 
por parte del Tribunal Constitucional (proceso de 
Inconstitucionalidad), podemos señalar que se 
aplica el principio procesal de consecuencia de 
actos, referido “a que lo accesorio deviene de la 
suerte de lo principal» y a su vez el principio de 
razonabilidad jurídica de las normas que en su 
naturaleza determina que una ley cualquiera fuera 
su rango no puede atentar a los principios de 
igualdad, equidad y de justicia, ya que de lo 
contrario esta se convertiría en una norma con 
contenido inconstitucional e ilegal, y por ende 
irrumpiría con los principios de legitimidad y 
legalidad, que son el sustento del principio de 
supremacía de Constitución y del sistema y 
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ordenamiento jurídico del Estado y la Nación, 
porque en ello descansa la soberanía de un Estado 
y la identidad de una Nación.
Este numeral procesal, desarrolla que el Tribunal 
Constitucional en los procesos abstractos con 
sentencia estimatoria, sobrepasa al petitorio y se 
pronuncia  declarando la  i legal idad o  
inconstitucionalidad de las leyes que no hayan 
sido invocadas en la demanda.

- Nos encontramos en el escenario de la 
autonomía procesal del Tribunal y por 
supuesto del Poder Judicial, que les 
permite actuar más allá  de lo 
debidamente normado.

JURISPRUDENCIA 

I. «Mediante STC N.° 0053-2005-PI/TC 
publicada el 17 de setiembre de 2005, con motivo 
de la evaluación de la constitucionalidad de 
diversas ordenanzas sobre arbitrios del distrito de 
Miraflores, el Tribunal Constitucional estableció 
que las reglas generales en ella desarrolladas 
constituían precedente vinculante para el resto de 
municipalidades del país, en virtud de lo dispuesto 
por el artículo 78° del Código Procesal 
Constitucional, que dispone que «La sentencia que 
declare la ilegalidad o inconstitucionalidad de la 
norma impugnada, declarará igualmente la de 
aquella otra a la que debe extenderse por conexión 
o consecuencia».

EXP. N° 0012-2005-PI/TC. F.J. 5.

II. «107. El proceso de inconstitucionalidad tiene 
un doble carácter: objetivo y subjetivo. En tal 
sentido, el Tribunal no puede omitir que la 
controversia constitucional involucra los derechos 
de concretos y determinados colectivos y que, por 
tanto, el Tribunal no puede pasar por alto las 
consecuencias que sus decisiones podrían 
ocasionar en el ámbito de los derechos e intereses 
de tales personas. En el presente proceso de 
inconstitucionalidad, tras la controversia de si la 
norma impugnada es o no constitucional 
(dimensión objetiva) se halla el problema del 
derecho de acceso a la magistratura de un concreto 
colectivo de profesionales (dimensión subjetiva) 
de nuestro país. Por ello, la consideración de las 
implicancias o consecuencias de la sentencia no 
puede ser omitida.
108. El principio de previsibilidad de las 
consecuencias de una sentencia constitucional 
impone al Tribunal disponer que se adopten 
determinadas medidas para el tratamiento de una 
consecuencia ocasionada por la sentencia 

constitucional, así como los principios o 
parámetros constitucionales que han de regirlas. 
Ello tiene lugar sólo en el caso de que la 
consecuencia pueda ser eventualmente lesiva de 
derechos o principios constitucionales, de modo 
que las medidas ordenadas estarán orientadas a 
evitar tales consecuencias. » EXP. N° 0025-2005-
PI/TC y 0026-2005-PI/TC. F.J. 107 y 108

III. “Mediante STC N.° 0053-2005-PI/TC 
publicada el 17 de setiembre de 2005, con motivo 
de la evaluación de la constitucionalidad de 
diversas ordenanzas sobre arbitrios del distrito de 
Miraflores, el Tribunal Constitucional estableció 
que las reglas generales en ella desarrolladas 
constituían precedente vinculante para el resto de 
municipalidades del país, en virtud de lo dispuesto 
por el artículo 78° del Código Procesal 
Constitucional, que dispone que “La sentencia que 
declare la ¡legalidad o inconstitucionalidad de la 
norma impugnada, declarará igualmente la de 
aquella otra a la que debe extenderse por conexión 
o consecuencia”.

EXP. N° 0012-2005-PirrC. F.J. 5.

IV. “Por tales motivos, este Colegiado considera 
conveniente declarar la inconstitucionalidad de la 
palabra «sólo» del artículo 2° de la Ley N.° 26756, 
de forma tal que, en lo sucesivo, dicha disposición 
se interprete y aplique en este sentido: Los bienes 
del Estado que se incluyan en la futura ley y que, 
por el hecho de estar allí expresados, sean los 
únicos bienes que puedan ser embargables, lo 
serán porque tienen, o deberán tener, la condición 
de bienes de dominio privado.”

EXP. N° 015-2001-AI/TC. F.J. 24.

V. "En efecto, mediante la STC 0053-2004-PI/TC 
publicada con fecha 17 de setiembre del 2005, -a 
propósito del proceso de inconstitucionalidad 
interpuesto contra la Municipalidad de Miraflores- 
este Tribunal, pudo alertar una serie de vicios de 
inconstitucionalidad que trascendían al caso de 
Miraflores, motivo por el cual, consideró 
razonable que la ratio decidendi (motivación) y el 
fallo (mandato) de esta sentencia, constituyan 
precedente vinculante para el resto de Municipios. 
(Punto XIV, STC 0053-2004-AI/TC), en mérito a 
lo dispuesto en el artículo 78 del Código Procesal 
Constitucional:
Art. 78: “la sentencia que declara la ilegalidad o 
inconstitucionalidad ríe la norma impugnada, 
declarará igualmente la de aquella otra a la que 
debe extenderse por conexión o consecuencia» La 
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declaración de inconstitucionalidad de normas 
conexas resulta perfectamente admisible en 
nuestro ordenamiento jurídico. Así, a diferencia de 
lo establecido en el art. 38 de la anterior Ley 
Orgánica del Tribunal Constitucional, Ley 26435, 
a c t u a l m e n t e  l a  d e c l a r a t o r i a  d e  
inconstitucionalidad no se restringe únicamente a 
los preceptos derivados de la misma norma 
cuestionada, que haya sido materia del 
contradictorio; sino que, se extiende a aquellas 
otras normas que se encuentren ligadas por 
conexión o consecuencia, evidentemente, aun 
cuando no hayan sido materia del petitorio.” EXP. 
N° 0592-2005-PA/TC. F.J. 3.

VI. «6. (...) este Tribunal consideró en tal 
oportunidad, que la regulación de arbitrios 
municipales es un supuesto plenamente 
susceptible de ser tratado bajo los alcances del 
artículo 78" del Código Procesal Constitucional. 
En efecto, el interés público, al constituir un tema 
de envergadura nacional, justificó la extensión de 
los efectos del fallo, puesto que los supuestos de 
inconstitucionalidad detectados trascendían el 
propio caso de la Municipalidad de Miraflores, 
siendo factible identificarlos en ordenanzas sobre 
arbitrios de otros municipios.

VII. De este modo, una vez identificados los 
supuestos de inconstitucionalidad en la 
producción normativa municipal sobre arbitrios 
(referidos al plazo de la ratificación y los criterios 
para la distribución del costo), el rango de 
observancia (periodo 1997-2004) y la posibilidad 
de continuar la cobranza en base a «nuevas 
ordenanzas» para los periodos no prescritos 
(2001-2004), el Tribunal extendió la declaratoria 
de inconstitucionalidad a todos aquellos supuestos 
(ordenanzas con vicios de inconstitucionalidad), 
más allá del caso de las ordenanzas de Miraflores. 
En tal sentido, el resto de Municipalidades 
quedaron vinculadas por el carácter de cosa 
juzgada y fuerza de ley de dicha sentencia, estando 
obligadas a verificar si en los periodos indicados 
las ordenanzas dadas en sus Municipios también 
incurrían en los vicios detectados por el Tribunal 
para, de ser así, proceder conforme a lo dispuesto 
en los puntos XIII y XIV de la sentencia predicha”.
 
EXP. Nº 7909-2006-PA/TC F,J, 6 y 7
A R T Í C U L O  7 9 :  P R I N C I P I O S  D E  
INTERPRETACIÓN
Para apreciar la validez constitucional de las 
normas el Tribunal Constitucional considerará, 

además de las normas constitucionales, las leyes 
que, dentro del marco constitucional, se hayan 
dictado para determinar la competencia o las 
atribuciones de los órganos del Estado o el 
ejercicio de los derechos fundamentales de la 
persona.

CONCORDANCIAS:
ANTECEDENTES

· Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. Art. 
22

N O R M A T I V I D A D  N A C I O N A L  
CONCORDANTE

· Const.Art.51,55,138.4DF.

· C.P.Co. Art, V, VI. 75.

TRATADOS INTERNACIONALES

· C.A.DD.HH.Art.29.

· P.I.D.E.S. y C. Art.5

Propuesta de Reforma al artículo 79
Artículo 79: Principios de interpretación 
“Para apreciar la validez constitucional de las 
normas el Tribunal Constitucional y el Poder 
Judicial, respectivamente, consideran, además 
de las normas constitucionales, las leyes que, 
dentro del marco constitucional se hayan dictado 
para determinar la competencia o las atribuciones 
de los órganos del Estado o el ejercicio de los 
derechos fundamentales de la persona.” 

COMENTARIO 

Además de los principios procesales señalados en 
el artículo III del Título Preliminar, como son 
dirección judicial del proceso, gratuidad en la 
ac tuación del  demandante ,  economía,  
inmediación y socialización procesal, los procesos 
constitucionales requieren de la aplicación de 
principios de interpretación constitucional como 
el de presunción de constitucionalidad, de 
concordancia práctica, unidad de la Constitución, 
fuerza normativa, la preferencia por los derechos 
humanos, de previsión de consecuencias, como 
bien lo señala el profesor y ex magistrado del 
Tribunal Constitucional Dr. Carlos Mesía 
Ramírez.
Aun cuando el Código no dice nada, debemos 
destacar que la labor interpretativa del Tribunal 
Constitucional, tiene lugar bajo ciertos principios 
de interpretación que responden a la naturaleza 
especial de la Constitución, dado su carácter de 
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norma fundamental y fundadora del sistema. Tanto 
jurídico, político como social. Estos principios 
son, como precisa el letrado Mesía Ramírez:

Principio de presunción de Constitucionalidad:
La inconstitucionalidad de la ley es la última ratio. 
La ley se presume constitucional y sólo debe 
optarse por declarar su inconstitucionalidad 
cuando no sea posible su interpretación conforme 
o compatible con la Constitución.

Principio de concordancia práctica y de unidad 
de la Constitución:
En los años 50 el profesor Linares Quintana y 
otros, lanzaron la tesis sobre la posible existencia 
de normas constitucionales inconstitucionales. Tal 
afirmación que a simple vista parece ser sugestiva 
en el estado actual de la teoría de la interpretación 
constitucional, ha quedado totalmente en desuso y 
descartada. Hoy en día se parte de entender a la 
Constitución como una unidad lógica imposible de 
albergar en su seno contradicciones insalvables.
Como ha hecho notar el jurista Domingo García 
Belaúnde, «... en caso de que surjan dudas al 
interior del texto constitucional, debe buscarse una 
concordancia de la Constitución consigo misma. 
En los últimos tiempos se ha hecho referencia al 
serio problema de la ponderación de valores en el 
mundo jurídico en el sentido de que en un mismo 
texto puedan entrar en cuestión valores 
contrapuestos, donde aparentemente una norma va 
en desmedro de otra, al punto que se ha alegado al 
existencia de normas constitucionales que en 
realidad son inconstitucionales. Esto puede ser 
cierto en el orden de los valores, pero no debe serlo 
en el orden formal, que es el baremo final a la cual 
se remite como cierre toda interpretación. Por 
cierto, que dentro de la Constitución no todas las 
normas son iguales; así hay normas generales, 
otras más precisas, otras que necesitan 
reglamentación, otras, en fin, que son transitorias o 
reflejan tan sólo declaraciones de largo alcance 
(como los preámbulos). Pero si tomados dos 
normas en pie de igualdad y apreciamos que los 
valores que ellas encierran se encuentran en 
aparente contradicción no hay más alternativa que, 
con independencia a la ponderación de valores, 
salvemos el principio formal de la unidad de la 
Constitución y de la coherencia consigo mismo 
(en tanto y en cuanto no sea modificada).
No puede ser de otro modo, por cuanto el objetivo 
de toda interpretación es la búsqueda de un 
resultado constitucionalmente correcto por medio 
de un procedimiento racional y controlable, 
debidamente fundamentado, que produzca certeza 
y seguridad jurídica (Konrad Hesse).

Principio de Forma Normativa:
Consiste en la obligación de dar preferencia en la 
solución a los puntos de vista que ayuden a las 
normas de la Constitución a obtener la máxima 
eficacia. Todo el ordenamiento jurídico tiene que 
interpretarse de conformidad con la Constitución 
liando preferencia a los criterios que permitan 
extraer de ellas consecuencias de aplicación 
inmediata.

Principio de preferencia por los Derechos 
Humanos:
Por mandato de apertura constitucional, la defensa 
de la persona humana y su dignidad son el fin 
supremo de la sociedad y del Estado. De ahí que en 
toda la interpretación de la Constitución se debe 
tener en cuenta el también llamado principio pro 
nomine o favor libertatis, es decir que en caso de 
colisión, entre normas que regulan los derechos 
humanos y los poderes públicos se debe preferir a 
las primeras. También se opta por la interpretación 
que optimiza con más fuerza el derecho 
constitucional en caso de duda interpretativa.

Principio de previsión de consecuencias:
Si bien es verdad que el resultado final de la labor 
interpretativa no viene determinada por las 
consecuencias del fallo, en la interpretación 
constitucional no pueden dejar de considerarse los 
efectos sociales, económicos y políticos que 
supone darle a la Constitución un específico 
significado.
A su vez para una adecuada interpretación 
fundamentalmente valorativa no podemos dejar de 
aprecia los siguientes principios:
Supremacía de la Constitución, que nos conlleva a 
considerar al texto como norma de élite del sistema 
jurídico, por su contenido axiológico y 
eminentemente jerárquico, el principio de 
razonabilidad jurídica de las leyes, que nos 
conduce a que una norma legal o administrativa no 
puede contener inequidad ni menos rasgos de 
desproporcionalidad que nos guíe a la aplicación 
de actos arbitrarios.
Como el principio de Estabilidad Estadual, que 
determina a nuestro entender que las decisiones de 
los tribunales constitucionales, ordinarios, 
electorales y administrativos; deben prevalecer los 
intereses del Estado y la Nación, en su esencia, en 
su naturaleza jurídica e histórica sin apartarse del 
respeto al derecho consuetudinario, debidamente 
reconocido por el sistema jurídico y garantizando 
el pluralismo étnico y cultural de los pueblos.
Es necesario considerar el principio de Jerarquía 
de la Leyes, que establece un tema de respeto de 
gradualidad de cada una de ellas, el principio de 

DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Políticas - UNJBG



D
E

R
E

C
H

O
 

C
O
N
S
T
IT
U
C
IO

N
A
L

25

Legalidad que descansa en el derecho, y que el 
mismo no puede contravenir a los derechos 
fundamentales ni al principio de supremacía, sin 
dejar de lado al principio de Legitimidad. Este 
último encuentra su soporte en razones de orden 
axiológico y no de orden exegético, los principios 
de Eficacia y Eficiencia, buscan la aplicación de 
las leyes en un tiempo determinado y en un espacio 
social, cultural y político.
Los principios de Independencia y Autonomía en 
el ejercicio de atribuciones y competencias de los 
órganos constitucionales y administrativos, donde 
debe respetarse las decisiones adoptadas por entes 
públicos, empero garantizando que las mismas no 
contravengan al ordenamiento constitucional, ya 
que ante ello se podrán interponer la demanda de 
control orgánico de las normas.
No podemos olvidarnos de los principios de 
Igualdad ante la Ley, de Naturaleza de las cosas, 
que establece que podrán dictarse leyes por las 
diferencias de las mismas, pero no por la distinción 
de los individuos.
El principio de Solidaridad Generacional, que 
debe aplicarse fundamentalmente cuando 
hablamos de interés difusos en los aspectos medio 
ambientales. El principio de Proporcionalidad que 
nos lleva a la aplicación de los mecanismos de la 
ponderación a través de la adecuada gradualidad 
de los actos en donde el Tribunal Constitucional 
debe ponderar sus decisiones, considerando 
aspectos de orden institucional y normativo.
No podemos dejar de mencionar que la aplicación 
de los principios mencionados debe guardar una 
estrecha coherencia con lo ya resuelto por el 
Tribunal Constitucional y que tiene la calidad de 
precedente vinculante.
Evaluados los principios constitucionales no 
podemos dejar de mencionar a uno de los casos 
más peculiares, que guarda relación con la validez 
constitucional de las normas. El caso de Pedro 
Lizana Puelles (expediente Nº 5854 – 2005 – 
PA/Tc), vinculado a la declaratoria de vacancia 
que fue confirmada por el pleno del Jurado 
Nacional de Elecciones y que permitió la facultad 
de enjuiciamiento de las decisiones electorales 
bajo la competencia del órgano interprete.

JURISPRUDENCIA 

I. «Consecuentemente, ningún municipio puede 
eximirse de efectuar la constatación referida, dado 
que, por la declaración de inconstitucionalidad de 
normas conexas, este Colegiado declaró inválida 
toda ordenanza que presente los vicios de 
i ncons t i t uc iona l idad  a l e r t ados  en  su  
jurisprudencia. Así las cosas, siendo claros e 
identificables tales supuestos, la labor de los 

municipios quedó sujeta únicamente a 
constatarlos en las ordenanzas de su 
circunscripción, lo cual, evidentemente, no puede 
equipararse a un supuesto de arrogación de 
facultades jurisdiccionales, sino simplemente a 
ejecutar lo dispuesto por una sentencia de este 
órgano».

EXP. N° 0012-2005-PI/TC. F.J. 9.

II. «...este Tribunal dejó sentado, en la STC 0017-
2 0 0 3 - A I / T C ,  q u e  l a  d e c l a r a c i ó n  d e  
inconstitucionalidad de una ley o norma con rango 
de ley podía deberse a la infracción de los límites 
competenciales previstos por la Constitución, y 
que dicho vicio podía asumir la siguiente 
tipología:

a. Objetivo: cuando la Constitución establece que 
una determinada fuente es apta o no para regular 
ciertas materias; esto es, cuando señala una reserva 
de competencia a favor de una fuente, de modo tal 
que una ley o norma con rango de ley sería inválida 
si es que esta regulase una materia que la 
Constitución reservara a otra fuente.
b. Subjetivo: cuando la Constitución establece 
que un órgano es competente para expedir una 
fuente o ejercer una competencia.».

EXP. N° 0022-2003-AI/TC. F.J. 3.

III. «...el concepto de validez se debe entender en 
relación con el vínculo de la obligatoriedad que 
una norma pueda tener. Así, una norma es válida si 
ésta -ley o Constitución- tiene fuerza vinculante y, 
por ello, será una a la que se debe obediencia.
Para quienes sostienen este concepto, la 
obligatoriedad de una norma depende de su 
existencia, es decir, de su pertenencia al 
ordenamiento jurídico. Y una norma «existe» por 
el hecho de que haya sido promulgada por una 
autoridad normativa o, sencillamente, porque se 
encuentre en vigor.
De este modo, el tema de la validez termina 
resolviéndose en un problema de valoración. Una 
Constitución es válida si es que ésta es obligatoria. 
Y esto último se produce por el sólo hecho de que 
se encuentre en vigor y/o haya sido promulgada 
por una autoridad normativa.
Y si de lo que se trata es de explicar por qué la 
Constitución es obligatoria, es decir, válida, la 
respuesta no debe encontrarse en el ordenamiento, 
sino en un supuesto lógico. Para Hans Kelsen, en 
efecto, la respuesta a tal interrogante no se 
encuentra en el sistema normativo, sino en lo que 
él denominaba «Norma hipotética fundamental», 
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es decir, no en una «norma puesta», sino en una 
«norma presupuesta». Desde ese punto de vista, la 
búsqueda de un fundamento para el carácter 
obligatorio de la Constitución se traduce, pues, en 
el intento de encontrar una respuesta al por qué 
existe una obligación política. Como expresa 
María José Fariñas Dulce [El problema de la 
validez jurídica, Civitas, Madrid 1991, pág. 84], 
«si partimos, como hace Kelsen, de una noción 
normativa del concepto de validez, de tal forma 
que validez sea sinónimo de obligatoriedad, 
entonces preguntarnos por el fundamento de dicha 
validez equivale a preguntar por el fundamento de 
la obligatoriedad del Derecho, esto: ¿por qué el 
Derecho debe obedecerse? Indudablemente, esta 
cuestión no hace ya referencia a un problema de 
legalidad, sino a la cuestión de la 'legitimidad'».
Parece evidente que esta construcción sobre la 
validez de la Constitución, ha desembocado, pese 
a que el mismo Kelsen lo evitó durante toda su 
existencia, en un tema ajeno a la ciencia del 
derecho. Como expone Guastini, dado que no se 
trata de un problema que atañe a la legalidad, sino a 
la legitimidad, «semejante problema pertenece al 
horizonte ideológico del positivismo jurídico», 
puesto que detrás de la afirmación de que «la 
Constitución debe ser observada porque es 
efectiva...», se esconde una «argumentación 
falaz...: no se puede fundar lógicamente una 
obligación sobre la constatación de
un hecho» [Ricardo Guastini, «Sulla validitá delta 
Costituzíone dal punto di vista del positivismo 
jurídico», en Rivista internazionale di filosofía del 
diritto, N." 3, 1989, págs. 435-436].
15. En tercer lugar, otros postulan que el concepto 
de validez alude a la relación de compatibilidad 
entre dos normas de distinto rango. Así, una norma 
es válida siempre que haya sido creada conforme  
al iterprocedimental que  regula el proceso de su 
producción jurídica, es decir, observando las 
pautas previstas de competencia y procedimiento 
que dicho ordenamiento establece (validez 
formal), y siempre que no sea incompatible con las 
materias, principios y valores expresados en 
normas jerárquicamente superiores (validez 
material).
Desde esta perspectiva, la validez de una norma 
jurídica puede ser formal y material. Es válida 
formalmente cuando el proceso de su producción 
se ajusta al derecho vigente que determina el iter 
de formación de esa norma jurídica, esto es, que 
haya sido emitida por el órgano competente y a 
través del procedimiento establecido. En tanto que 
es válida materialmente cuando su contenido es 
compatible y coherente con otras normas de rango 
superior dentro del ordenamiento jurídico.
Sin embargo la validez de una norma no debe 

confundirse con la cuestión relativa a su 
«pertenencia» al sistema normativo. Esta última 
incluye a las normas válidas e, incluso, a las 
inválidas, pues, tratándose de estas últimas, existe 
una presunción de validez que subsiste en tanto no 
se expida un acto jurisdiccional que la declare 
como inválida. Y es que si bien, por definición, 
toda norma válida se considera vigente, no 
necesariamente toda norma vigente es una norma 
válida.
Para que una norma jurídica se encuentre vigente, 
sólo es necesario que haya sido producida 
siguiendo los procedimientos mínimos y 
necesarios previstos en el ordenamiento jurídico, y 
que haya sido aprobada por el órgano competente. 
En tanto que su validez depende de su coherencia y 
conformidad con las normas que regulan el 
proceso [formal y material] de su producción 
jurídica [STC N.° 0010-2002-AI/TC]. Por ello es 
que la pertenencia de una norma al sistema jurídico 
atañe, incluso, a las normas derogadas, siempre 
que éstas tengan una vocación de aplicación 
ultractiva. De modo que, pese a no estar vigentes, 
puede conf i rmarse  que per tenecen a l  
ordenamiento jurídico.
16. Sin embargo, este criterio de validez, 
formulado básicamente para explicar el caso de las 
normas infraconstitucionales, no puede ser 
trasladado acríticamente al caso de la 
Constitución, dado que ésta es la norma suprema 
del ordenamiento jurídico. Esa posición jerárquica 
no es el único elemento que la diferencia del resto 
de las normas jurídicas. También lo son las formas 
y procedimientos para su elaboración, que, como 
se sabe, implican un proceso constituyente 
democrático, sujeto a reglas extrañas al orden 
normativo preexistente.
17. La Constitución no está sujeta a una evaluación 
de validez formal, dado que no existe un precepto 
[superior] que haga las veces de una norma sobre 
su producción jurídica, en virtud de ser ella misma 
el fundamento y cúspide de todo el ordenamiento 
jurídico de un Estado. Y es que la Constitución, 
«define el sistema de fuentes formales del 
derecho... es la primera de las normas de 
producción, la norma normarum, la fuente de las 
fuentes... es la expresión de una intención 
funcional, configuradora de un sistema entero que 
en ella se basa...» (Eduardo García de Enterría, La 
Constitución como norma y el Tribunal 
Constitucional, 3ra. Edición, Civitas, Madrid 
1985, pág. 50). De manera que no adquiere esa 
validez a partir de que haya sido emitida por un 
órgano investido con dicha potestad y de acuerdo a 
un procedimiento previsto por el Derecho vigente, 
pues es el resultado del ejercicio del Poder 
Constituyente, cuyo titular es el Pueblo. En efecto, 
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al Poder Constituyente no se le pueden imponer 
límites formales, pues se encuentra más allá del 
Derecho positivo; y, siendo un poder extra 
ordinem, se fundamenta en sí mismo y en las 
valoraciones sociales dominantes.
Por las mismas razones, tampoco puede ser objeto 
de una evaluación de validez material, pues no 
existe una norma superior sobre ella, que 
determine sus contenidos mínimos. Lo anterior, 
desde luego, no significa que cualquier documento 
pueda ser considerado como una Constitución. 
Ésta debe ser obra del Poder Constituyente y, en su 
texto, como expresa el artículo 16° de la 
Declaración Francesa de los Derechos del Hombre 
y del Ciudadano, debe mínimamente reconocerse 
y garantizarse los derechos esenciales del hombre, 
así como la separación de poderes, que son los 
valores primarios del Estado Constitucional. EXP. 
N° 0014-2003-AI/TC. F.J. 14 a 17.

IV. «Tal constatación evidencia que a la dimensión 
objetiva de los procesos de inconstitucionalidad 
acompaña una subjetiva. Y es que no puede 
olvidarse que aunque el control concentrado de las 
normas tiene una finalidad inmediata, que es 
defender la supremacía normativa de la 
Constitución, depurando el ordenamiento de 
aquellas disposiciones que la contravengan, tiene, 
como fin mediato, impedir su aplicación, es decir, 
impedir que éstas puedan generar afectaciones 
concretas  (subjet ivas)  a  los  derechos 
fundamentales de los individuos. Pudiendo, 
incluso, en determinados casos, declarar la nulidad 
de aplicaciones pasadas.
Si, como sostiene Zagrebelsky, «toda concepción 
de la Constitución trae consigo una concepción del 
procedimiento, como toda concepción del 
procedimiento trae consigo una concepción de 
Constitución, [pues] no existe un prius ni un 
posterius, sino una implicación recíproca», para 
luego sostener que las dos vocaciones del proceso 
constitucional (subjetiva y objetiva), son «mezclas 
que se hacen necesarias todas las veces en que la 
tutela primaria de uno de los dos intereses 
(subjetivo y objetivo) comporte el abandono o la 
violación del otro», es deber del juez 
constitucional tener presente que el proceso 
orientado por antonomasia a defender la 
supremacía de la Constitución (proceso de 
inconstitucionalidad), siempre tendrá también, en 
última instancia, la vocación subjetiva de 
preservar los derechos fundamentales de las 
personas,». EXP. N° 0020-2005-PI/TC. F.J.18.

V. «Como se verá en detalle luego, de conformidad 
con lo previsto por el artículo 43B de la Norma 
Fundamental, el Estado peruano es unitario, pero 

descentralizado. Es una república distribuida 
territorialmente en regiones, departamentos, 
provincias y distritos, y, gubernativamente, en los 
niveles nacional, regional y local (artículo 189e de 
la Constitución), circunstancia que da lugar a la 
existencia, junto al ordenamiento jurídico 
nacional, de ordenamientos jurídicos regionales y 
locales y, consecuentemente, a la potencial 
incompatibilidad entre fuentes normativas (v.g. la 
ley y la ordenanza regional) que, por ostentar 
idéntico rango (artículo 200B 4, de la 
Constitución), no puede ser resuelta apelando al 
principio de jerarquía normativa, sino al de 
competencia.»

EXP. N° 0020-2005-PI/TC. F.J.14.

VI. «Apreciados los asuntos de forma, 
corresponde ingresar al fondo de la controversia 
planteada en la demanda, la cual exigiría el empleo 
del control difuso respecto del artículo 3° de la 
Ordenanza Municipal N. ° 040-MPH/ CM, 
requiriéndose para ello la verificación, en el 
presente caso, de los siguientes presupuestos:
a. Que la acción de garantía tenga por objeto ¡a 
impugnación de un acto que constituya la 
a p l i c a c i ó n  d e  l a  n o r m a  c o n s i d e r a d a  
inconstitucional (artículo 3- de la Ley N.°.23506);
b. Que la norma a inaplicarse tenga una relación 
directa, principal e indisoluble con la resolución 
del caso, es decir, que ella sea relevante en la 
resolución de la causa;
Q u e  l a  n o r m a  a  i n a p l i c a r s e  p o r  s u  
inconstitucionalidad revista evidente e 
inexorablemente tal condición, aun luego de 
haberse acudido a interpretarla de conformidad 
con la Constitución, en virtud del principio 
interpretativo de interpretación conforme a la 
Constitución, y de la inconstitucionalidad como 
última ratio, pues, a tenor de la Segunda 
Disposición General de la Ley Orgánica del 
Tribunal Constitucional: «Los Jueces y Tribunales 
sólo inaplican las disposiciones que estimen 
incompatibles con la Constitución cuando por vía 
interpretativa no sea posible la adecuación de tales 
normas al ordenamiento constitucional.» EXP. N° 
0141-2002-AA/TC. F.J. 4.

VI. «...En anteriores oportunidades el Tribunal 
Constitucional ya se pronunció sobre el contenido 
del parámetro de constitucionalidad, señalando 
que el mismo «(...) puede comprender a otras 
fuentes distintas de la Constitución y, en concreto, 
a determinadas fuentes con rango de ley, siempre 
que esa condición sea reclamada directamente por 
una disposición constitucional (v.g. la ley 
autoritativa en relación con el decreto legislativo). 
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En tales casos, estas fuentes asumen la condición 
de «normas sobre la producción jurídica», en un 
doble sentido; por un lado, como «normas sobre la 
forma de la producción jurídica», esto es, cuando 
se les encarga la capacidad de condicionar el 
procedimiento de elaboración de otras fuentes que 
tienen su mismo rango; y, por otro, como «normas 
sobre el contenido de la regulación», es decir, 
cuando por encargo de la Constitución pueden 
limitar su contenido». (STC N° 007-2002-AI/TC y 
STC N.° 0041-2004-AI/TC). Ahora bien, en 
nuestro ordenamiento jurídico, la referencia al 
parámetro de constitucionalidad o Bloque de la 
Constitucionalidad, tiene como antecedente 
inmediato el artículo 22° de la Ley Orgánica del 
Tribunal Constitucional, que hoy se incorpora en 
el artículo 79° del Código Procesal Constitucional 
como principio de interpretación, cuyo tenor 
es:«(...) para apreciar la validez constitucional de 
las normas el Tribunal Constitucional considerará, 
además de las normas constitucionales, las leyes 
que, dentro del marco constitucional, se hayan 
dictado para determinar la competencia o las 
atribuciones de los órganos del Estado o el 
ejercicio de los derechos fundamentales de la 
persona» (Subrayado nuestro)....». 

EXP. N° 00053-2004-PI/TC. F.J. 2.
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procesal que catalice dichos conflictos mediante el 
amparo directo ambiental que se interpondrá ante 
el Tribunal Constitucional previo agotamiento de 
la vía previa ante la mesa de diálogo regional 
cuyos acuerdos tendrían el carácter de vinculantes 
o relativizarse a la luz del caso concreto.    

1.1 El Caso Southern
El 19 de diciembre de 1969 se celebró el contrato 
de concesión entre el gobierno peruano y al 
empresa norteamericana Southern Perú Cooper 
Corporation (SPCC), para la explotación del 
yacimiento minero cuprífero ubicado en Cuajone, 
Toquepala y Quellaveco entre las regiones de 
Moquegua y Tacna formalizándose por Decreto 
Supremo N°19 en cuyo instrumento SPCC se 
obliga invertir trescientos cincuenta millones de 
dólares, por lo que en la cláusula 5.7  de dicho 

Actualmente, según Reporte de Conflictos 
Sociales N°172 (junio 2018, p.8) emitido por la 
Defensoría del Pueblo existen 198 conflictos 
sociales en el país del que 126 (63.6%) 
corresponden a conflictos socio ambientales que 
han generado la paralización e inviabilidad de 
significativas inversiones económicas en el rubro 
minero ascendiente a U $ 67 mil millones de 
dólares según proclama el Instituto Peruano de 
Economía (2014, p. 1-7).  
En ese sentido, dicho reporte expresa que en la 
actualidad la región Tacna no evidencia la 
implosión de dichos conflictos; sin embargo,  se 
encuentra latente el caso Southern (antes SPCC 
hoy SCC-Grupo México) que por su trascendencia 
se constituye en un valioso insumo jurídico  para 
viabilizar una profunda reforma constitucional y 

Conflicto socio ambiental. Amparo ambiental. Tutela jurisdiccional efectiva. Derecho al medio ambiente. 

Contenido constitucionalmente protegido. Mesa de diálogo. Enfoques de las fuentes del Derecho. 

Reforma constitucional y procesal.

PALABRAS CLAVES

2

EXPEDIENTE JUDICIAL N°40-87. Contrato Estado peruano y SPCC. “Art. 5.7. Construir y operar, en la vecindad de las minas de Cuajone y 
Quellaveco una planta metalúrgica de concentración que trate inicialmente no menos de treinta mil toneladas cortas de mineral de mina al día. Los 
relaves provenientes de esta concentradora serán conducidos por medio de un sistema de tuberías y canales por el interior de los túneles 
ferrocarrileros mencionados en el párrafo cinco punto tres al actual punto de salida de la concentradora de Toquepala, mediante la descarga de este 
material a la Quebrada Cimarrona, cerca de Toquepala, de allí al mar, para cuyo transporte y descarga la compañía queda autorizada”. 

I.   EL PROBLEMA

1
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contrato, el Estado peruano autoriza a dicha 
empresa que el vertimiento de sus relaves mineros 
sean conducidos al mar, provocando con el tiempo 
contaminación en la flora y fauna marina 
repercutiendo en la salud de pobladores en las 
zonas de influencia como Punta Picata, Playa 
Inglesa, Bahía de Ite y Boca del rio, al que se sumó 
el otorgamiento de licencias de agua que 
indudablemente propiciaron conflictos sociales en 
Ilo, Moquegua y Tacna

a) El proceso judicial de amparo N°40-87 
(1639-89)              

El Alcalde de la Municipalidad Provincial de 
Tacna interpone demanda de amparo en contra de 
la empresa SPCC con el objeto que cese el 
vertimiento de relaves al mar que provocan graves 
daños a la flora y fauna marina y la salud de las 
personas en basamento a lo previsto en el artículo 
123° de la Constitución de 1979. Absuelve la 
demanda SPCC sosteniendo que precisa honrar el 
contrato de concesión; que el amparo no es la vía 
idónea para dejar sin efecto el precitado contrato; 
que la descarga de los relaves se realizan en el 
fondo marino y por tanto no generan impactos 
negativos y, la contaminación con boro y arsénico 
provienen de fuentes naturales geotermales que no 
comprometen a la empresa.

b) Decisión judicial de primer y segundo 
grado

El juez civil de primer grado declaró infundada la 
demanda determinando que el amparo no es la vía 
idónea para dejar sin efecto un contrato de 
concesión ni las resoluciones ministeriales 
copulativas que la respaldan, lo cual fue 
confirmado en segundo grado con el añadido que 
por Resolución Suprema N°20-89-PCM el 
gobierno aprueba el informe final de la comisión 
técnica multisectorial que implementaría acciones 
correctivas para la solución a dicho problema en 
los valles de Ilo, Tambo, Locumba y Bahía de Ite 
respectivamente.

c) Decisión de la Corte Suprema de Justicia
La Sala de Derecho Constitucional y Social de la 
Corte Suprema en fallo histórico que marca 
precedente, revocó las sentencias recurridas y 
modificándola declara fundada la demanda de 
amparo ambiental disponiendo que la demandada 
SPCC en el plazo de 12 meses adopte “las acciones 
pertinentes para evitar el vertimiento de sus 
relaves mineros al mar” con el argumento medular 
que el derecho al medio ambiente constituye un 

derecho fundamental con enclave constitucional 
que en esencia es un derecho subjetivo individual y 
también de incidencia colectiva y difusa que es 
necesario preservar y tutelar y, a tono con la 
corriente doctrinaria en el sentido que los derechos 
de corte subjetivo individual se vinculan, conexan, 
extienden y adscriben vía interpretación, dicho 
tribunal expresó que:

“ E l  d e r e c h o ,  i n s t r u m e n t o  d e  
ordenamiento de la sociedad, debe asumir 
tareas y dimensiones  hasta ahora 
desconocidas. Actividad y relaciones se 
refieren cada vez más a categorías enteras 
de individuos, y no solamente a cualquier 
individuo en particular. Los derechos y 
deberes no se presentan más como en los 
Códigos tradicionales de inspiración 
individualístico-liberal, como derechos y 
deberes esencialmente individuales, sino 
meta-individuales y colectivos. Este 
fenómeno, tímida y esporádicamente 
aparecido en ciertas legislaciones 
especiales se ha ido generalizando, a tal 
punto que no hay hoy constitución 
democrática moderna, ni declaración 
internacional de derechos del hombre, que 
no se inserte en el catálogo de las 
libertades fundamentales, derechos y 
deberes sociales y colectivos, otrora 
ignorados o dejados de lado. (…) 
C o n t i n u a r ,  s e g ú n  l a  t r a d i c i ó n  
individualista de molde decimonónico, a 
referir tales derechos exclusivamente a 
individuos particulares, significaría rendir 
imposible una protección jurídica de tales 
derechos, justo en el momento que ellos 
emergen como elementos siempre más 
esenciales para la vida civil” (Balvín, 
1995).

d) Ejecución de sentencia
En esta fase, el Estado mediante la Dirección 
General de Minería, expide la Resolución 
Directoral N°178-94-EM/DGM que aprueba la 
disposición y almacenamiento de los relaves 
procedentes de las concentradoras de Toquepala y 
Cuajone en la zona de “Quebrada honda” que 
abarca un área de 12,167 hectáreas.

e) Agenda pendiente
Pese que la sentencia de amparo ambiental 
estimatoria solucionó el problema de la 

3

4

BALBÍN DÍAZ, Doris 1995“La empresa SPCC  en la región ha generado una multiplicidad de problemas ambientales en dos órdenes de cosas: la 
captación y el uso indiscriminado  del agua disponible, y la disposición inadecuada de los desechos de su actividad productiva al mar; haciendo 
evidente el impacto ambiental negativo en las dimensiones ecológica, económica, social y política”. Agua, minería y contaminación. El Caso 
Souther Perú. Ediciones labor.

CONSTITUCIÓN 1979. Art. 123°. Todos tienen el derecho de habitar en ambiente saludable, ecológicamente equilibrado y adecuado para el 
desarrollo de la vida y la preservación del paisaje y la naturaleza. Todos tienen el deber de conservar dicho ambiente. Es obligación del Estado 
prevenir y controlar la contaminación ambiental.

3
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contaminación del mar y consecuente salubridad 
de la población aledaña en la zona de influencia; 
sin embargo, persiste una agenda pendiente aún 
por abordar con SCC Grupo México consistente 
en el pago indemnizatorio de los pasivos 
ambientales de daños ambientales y ecológicos 
producidos en más de cincuenta años de 
explotación cuprífera, más aún si en la actualidad 
cuenta con la autorización para la ampliación de su 
planta concentradora que indudablemente 
aumentará el uso del recurso hídrico que posee 
mediante licencias que precisan replantearse con 
el propósito de priorizarla para el consumo 
humano de una población de 329,332 habitantes 
(INEI, Censos Nacionales 2017,p.19) y que a raíz 
de la reforma constitucional mediante Ley 
N°30588 incorpora el artículo 7-A   estatuyéndose 
como derecho fundamental el derecho al agua.
Adicionalmente, precisa efectivizar el control y 
seguimiento ambiental efectivo en “quebrada 
honda” donde se depositan actualmente los relaves 
y su impacto en Pampa Sitana y Bahía de Ite que a 
la postre generarían la reactivación de conflictos 
socio ambientales que es necesario prevenir 
mediante una agenda realista para concretar una 
solución integral porque no asumimos posición 
pro ni anti minera, sino, un enfoque intermedio que 
propicie la convivencia amigable y optimizada de 
la minería con el medio ambiente en esta región del 
país.

II. Ubicación, contenido conceptual y alcance 
normativo del derecho al medio ambiente 

Diversas fuentes del derecho pretenden esbozar y 
delinear un concepto jurídico y acabado referente 
al derecho al medio ambiente equilibrado y 
adecuado que categorialmente se ubica en los 
denominados derechos de tercera generación o de 
solidaridad y, que un sector de la doctrina etiqueta 
como derechos sociales, prestacionales, 
programáticos e inclusive niegan existencia o 
exigibilidad por tratarse de “derechos 
devaluados” como aduce Átria (2004,p.44); sin 
embargo, el pregonado derecho con anclaje en el 
artículo 2.22 de la Constitución no contiene un 
concepto cerrado, sino abierto, ambiguo, 
indeterminado y “difícilmente delimitable” 
(Huerta 2012,p.41) por su carácter complejo, 

dinámico y variable de los elementos que lo 
componen y que mutan, entretejen y expanden con 
otros derechos fundamentales y de incidencia 
colectiva, cultural, social y económico. En ese 
contexto, Yacolca (2012, p.120-140) expresa que 
el concepto del derecho inferido evolucionó y se 
optimiza a la luz de la jurisprudencia y del caso 
concreto que el Tribunal Constitucional aborda 
con enfoque en diversas teorías, partiendo de una 
muy estricta que sostiene que el derecho al medio 
ambiente comprende la tutela de los elementos 
naturales traducidos en el agua y aire; otra, cifrada 
como teoría estricta que añade el suelo, subsuelo, 
flora, fauna y paisaje que precisan garantizar; la 
siguiente, denominada teoría amplia que sumados 
a los descritos, incluye la preservación ecología, 
biósfera, patrimonio histórico, urbanístico y 
ordenamiento territorial; para, finalmente, recalar 
en una teoría muy amplia que abarca todo lo antes 
dicho, asimilando el plano social, cultural y 
multicultural.
En ese sentido, el derecho al medio ambiente 
asimila el impacto de normas convencionales de 
alcance soft y hard law que han completado, 
reciclado y convencionalizado la Constitución 
(Sagues, 2014, p.64) siendo exigible su tutela y 
aplicación en el ámbito doméstico. En ese sentido, 
pregona Gonzáles (2016, p.29) que las normas soft 
son aquellas de alcance relativo, no vinculantes, 
pero, que proyectan criterios y principios factible 
de aplicarse o adscribirse vía interpretación por los 
jueces a la luz del caso concreto pues tienen 
basamento en declaraciones, resoluciones, 
conferencias académicas como por ejemplo la 
Declaración de Estocolmo (1972), el Informe 
Bruntland que diseña un andamiaje medio 
ambiental en cuatro pilares: ecológico, 
económico, social y cultural proyectándose en la 
concreción de los principios de equidad, 
desarrollo sostenible, viabilidad y soportabilidad, 
la Declaración de Rio (1992), Agenda 21 y el 
Protocolo Facultativo de la Declaración de los 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(DESC) pese que este último aún no ha sido 
ratificado por el Perú; así, dichas normas blandas 
han sido asimiladas vía interpretación por el Alto 
Tribunal en el caso Regalías Mineras STC Exp. 
0048-2004-PI/TC (f.j.20 y 21) y caso Cordillera 
Escalera STC Exp. N°03343-2007-PA/TC (f.j.14) 
respectivamente.  

5

 Ley N° 30588. Incorpora el artículo 7-A en la Constitución, cuyo texto proclama que: “Artículo 7-A. El Estado reconoce el derecho de toda persona a 
acceder de forma progresiva y universal al agua potable. El Estado garantiza el consumo humano sobre otros usos. El Estado promueve el manejo 
sostenible del agua, el cual se reconoce como un recurso natural esencial y como tal, constituye un bien público y patrimonio de la Nación. Su 
dominio es inalienable e imprescriptible”. 
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En cuanto a las normas de alcance hard law, 
constituyen fuente directa de derecho vinculante, 
factible de habilitar merced a lo previsto en el 
artículo 3° y la 4ta Disposiciones Finales y 
Transitorias de la Constitución, porque dichas 
normas internacionales medio ambientales al 
i n g r e s a r  v á l i d a m e n t e  a l  b l o q u e  d e  
constitucionalidad son exigibles, susceptibles de 
eficacia jurídica, tutela y control, en tanto y en 
cuanto t ienen basamento en tratados,  
convenciones, protocolos o convenios celebrados 
por el Estado peruano en materia ambiental,  razón 
por el que la jurisdicción ordinaria o constitucional 
recurriendo al principio del efecto directo de los 
tratados deben aplicar amalgamando o 
extrapolando al derecho doméstico al caso 
concreto; máxime la existencia de equiparación o 
de conexidad que prevé la Constitución respecto 
de los derechos subjetivos con aquellos sociales 

fundamentales. En ese orden de ideas, la doctrina y 
en especial la jurisprudencia consolidó el aludido 
principio en los casos Van Gend y Loos  y Reyners 
por un lado, y por el otro, hasta la posibilidad de 
aplicar el control difuso de la norma convencional 
con la doméstica como pasó en el Caso 
Simmenthal; o indistintamente concretar la 
aplicación del principio de subsidiaridad que en 
síntesis consiste en realizar un examen de 
ponderación y proporcionalidad judicial 
identificando el derecho fundamental en cuestión 
a la luz del derecho interno con el Tratado respecto 
del caso concreto; y, si se determinare que dicho 
derecho fundamental es protegido por el primero 
con igual o mayor intensidad que el segundo, se 
aplica aquel e inaplicará el Tratado, ergo, si éste 
–el Tratado- vigoriza dicha protección rige el 
principio del efecto directo en lugar del derecho 
doméstico.

6

7 8

 INSTRUMENTOS INTERNACIONALES EN MATERIA MEDIO AMBIENTAL CELEBRADOS POR EL PERÚ.
Carta Mundial de la Naturaleza (1982),Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966), Convenio Marco de las Naciones 
Unidas sobre la Diversidad Biológica (1992), Convención Interamericana para la protección de la Flora (1940), Convenio Internacional de 
protección fitosanitaria (1951), Convenio sobre la plataforma continental (1958), Convención sobre la conservación de los recursos vivos marinos 
antárticos (1989), Convenio para la protección del medio ambiente y la zona costera del pacífico sudeste (1981), Protocolo para la conservación y 
administración de las áreas marinas y costeras protegidas del pacífico Sudeste (1989), Convenio internacional de la maderas tropicales (1994), 
Convención relativa a los humedales de importancia internacional especialmente como hábitat de aves acuáticas Ramsar (1991), Convención para el 
comercio internacional de las especies amenazadas de la fauna y flora silvestres, CITES(1973), Convención para la conservación de las especies 
migratorias de animales silvestres, Convención de Bonn (1997), Decisión 345.CAN “Régimen común de protección a los derechos de los obtentores 
de variedades vegetales (1993), Decisión 414. CAN. Adopción del modelo referencial de solicitud de acceso a recursos genéticos” (1996), 
Convención para la protección del patrimonio mundial, cultural y natural (1972), Convención Interamericana para la protección y conservación de 
las tortugas marinas (1999), Convenio para la conservación y manejo de la vicuña (1979), Convenio y establecimiento de la red internacional del 
bambú y el rattán, INBAR (1997), Convenio internacional para la reglamentación de la caza de la ballena (1978), Tratado de cooperación 
Amazónica, TCA(1979), Tratados sobre el Clima: Convenio de Viena para la protección de la capa de ozono (1988), Protocolo de Montreal relativo a 
las sustancias que agotan la capa de ozono y su enmienda en Londres (1993), Convenio Marco de las Naciones Unidas sobre el cambio climático 
(1994), Protocolo de Kyoto de la convención marco de las Naciones Unidas sobre el cambio climático (1998), Convención de las Naciones Unidas 
de lucha contra la desertificación (1995), Protocolo para el programa del Estudio Regional sobre el Fenómeno El Niño en el Pacífico Sudeste, 
ERFEN (1997), Convención de la organización meteorológica mundial (1949), Convención relativa a la organización hidrográfica internacional 
(1978); tratados sobre sustancias peligrosas: Convenio internacional para prevenir la contaminación por los buques, MARPOL 1973 (1979), 
Convenio internacional sobre responsabilidad civil por daños causados por la contaminación de las aguas del mar por hidrocarburos (1987), 
Protocolo para la protección contra la contaminación proveniente de fuentes terrestres (1989), Protocolo para la protección contra la contaminación 
radioactiva (1995), Convenio de Basilea sobre el control de movimientos transfronterizos de desechos tóxicos peligrosos y su eliminación (1993), 
Convención sobre la prohibición del desarrollo, al producción y el empleo de armas químicas y sobre su destrucción (1995) y otros.

 TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA COMUNIDAD EUROPEA (TJCE)
1963  Asunto 26/62”. Los gobiernos de Alemania, Bélgica y Holanda negaban la competencia del TJCE. Hechos: La empresa holandesa Van 
Gend & Loos lleva a cabo la importación de insumos químicos (úrea-formaldehído) preveniente de Alemania para Holanda. La administración 
holandesa  mediante una ley le incrementa  el arancel aduanero  contraviniendo el artículo 12 del Tratado que prohibía cualquier incremento de 
aranceles entre países de la comunidad. El TJCE emitió sentencia estimatoria, señalando que el Tratado produce efecto directo frente al derecho 
interno, porque la Unión Europea tiene un ordenamiento de derecho internacional a favor del cual los estados miembros han limitado su soberanía, y  
han creado obligaciones y derechos que los órganos jurisdiccionales deben proteger.       

 TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA COMUNIDAD EUROPEA (TJCE) 
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En ese contexto, los principios Ruggie funcionan 
para prevenir las denominadas “lagunas de 
gobernanza” creadas por la globalización entorno 
a las crisis financieras, económicas, ambientales y 
sociales (punto 13, A/HRC/20/29 de abril 2012), 
para tal efecto, se han creado un bloque de normas 
internacionales consistentes en el ISO 26000 
complementado con el Informe A/HRC/20/29 
quien proclama que:
  “94. Los Principios Rectores son un 

poderoso factor para que los Estados y las 
empresas adopten por igual mejores 
decisiones. El enfoque de los principios 
rectores, sobre el respeto de los derechos, 
la determinación de los riesgos y su 
impacto en los titulares de derechos, y la 
provisión de vías eficaces de recurso y de 
reparación para las víctimas ofrece una 
hoja de ruta para mejorar las actividades 

de las empresas reduciendo el riesgo, 
creando oportunidades, evitando los 
conflictos, mejorando las relaciones 
e x t e r n a s ,  s a l v a g u a r d a n d o  l a  
productividad y agregando valor”.    

Así, es la tendencia, arribar a un Tratado 
Internacional sobre responsabilidad social de las 
empresas, que prevea obligaciones diferenciadas, 
separadas o conjuntas entre Estado, empresa y 
sociedad civil a fin de adoptar acuerdos 
sostenibles.  

III. DELIMITACIÓN DEL CONTENIDO 
CONSTITUCIONALMENTE PROTEGIDO 
DEL DERECHO AL MEDIO AMBIENTE 
EQUILIBRADO Y ADECUADO   
       
El artículo 2.22 de la Constitución no esgrime el 
contenido constitucionalmente protegido del 

Fuente: s/f HUACO P. Marco, diapositiva N°10.

Tabla N° 01
Principios rectores sobre las empresas y los derechos humanos: puesta en práctica del Marco de las 
Naciones Unidas para “proteger, respetar y remediar” (A/HRC/17/31. Principios Ruggie).

10

11

Adicionalmente, el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en 
adelante PIDESC)  o aquellos reglados en él 
artículo 26° de la Convención Americana de 
Derechos Humanos son normas con basamento 
hard que tiene conexión con el PIDESC que han 
implementado derechos medio ambientales que se 

traducen en los principios Ruggie relativo a las 
empresas y la protección de derechos humanos 
que copulativamente consiste en “proteger, 
respetar y remediar” que el Estado y empresas 
inversionistas en gran minería deben implementar 
conforme se expresa en la Tabla N°01 siguiente:
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derecho al medio ambiente equilibrado y 
adecuado ;  s in  embargo,  e l  Tr ibunal  
Constitucional vía interpretación y a la luz del caso 
concreto ha delimitado su contenido. En efecto, el 
aludido derecho en el Perú tiene la innata 
peculiaridad de constituirse en un derecho 
subjetivo individual y también de interés difuso ; 
es decir, su estructura y naturaleza estatuye 
derechos fundamentales de dimensión individual 
y al mismo tiempo de incidencia colectiva, que 
según Bordalí (2003, pp.296-313) existen tres 
teorías de enfoque de tales; una primera, 
denominada teoría unitaria aduce que dichos 
derechos -en el que se inmersa el derecho al medio 
ambiente-, son derechos esencialmente 
individuales, típicos derechos subjetivos 
prestacionales que se estatuyen o adscriben con 
otros derechos fundamentales; otra, llamada 
teoría colectiva al que se suscribe la doctrina 
brasilera (Gidi, Watanabe, Pellegrini) aducen que 
son derechos cuya titularidad es intangible, 
indivisible y colectiva de pertenencia al grupo o 
comunidad donde “nadie es titular, y a la vez lo son 
todos”, son indeterminables y se etiquetan como 
derechos difusos, colectivos propiamente dichos e 
individuales homogéneos siendo éstos últimos 
factibles de disponer y determinarlos; y, una 
tercera tesis intermedia que combina ambas, y fue 
precisamente la que adoptó el Alto Tribunal con 
relación al derecho al medio ambiente, 
catalogándolo como un derecho subjetivo y difuso 
a la vez; razón por el que, existe suficiente razón 
justificadora para pretender que dicho derecho se 
tutele mediante el amparo directo ambiental en un 
proceso idóneo y diferenciado, previo 
agotamiento subsidiario en las mesas de diálogo 
regionales que se constituyan como pregona 
Valdivia (2013, p.601-607) y cuya propuesta de 
reforma constitucional y procesal se expone en 
este trabajo.
En ese sentido, retomando el hilo conductor, 
proclama Castillo (2005, p.228) que el contenido 

constitucionalmente protegido de un derecho 
fundamental debe cumplir y satisfacer tres 
criterios: a) un basamento constitucional 
debidamente estatuido en la Carta Fundamental; 
b) una garantía constitucional que posibilite su 
concreción y c) su eficacia y efectividad en la 
realidad. Estos parámetros que predica la doctrina, 
no son de cierre, sino de apertura y flexibilidad, 
pudiéndose incorporar a la tesis del contenido 
constitucionalmente protegido otras variables 
optimizadoras, como el costo de la aplicación de la 
medida impugnada, así como el costo de su no 
aplicación en relación con el adecuado 
cumplimiento de los fines que ésta persigue 
(Bordalí, 2009, p.177) lo que tiene basamento en la 
teoría económica del derecho; en cuyo contexto, 
infiere Hakansson que:

“(…) cometeríamos un error si seguimos 
cons iderando  que  e l  con ten ido  
constitucional de un derecho fundamental 
tiene carácter cerrado y que puede 
determinarse a priori, de manera abstracta, 
p resc indiendo de  las  concre tas  
circunstancias que rodean a cada caso 
judicial. Todo lo contrario. El contenido 
constitucional de los derechos posee un 
carácter más bien abierto; es decir, que 
atendiendo a las circunstancias el juez 
deberá, o no, enriquecer el contenido y 
alcances del derecho que está sujeto a 
interpretación. En otras palabras, un 
Estado no podría ofrecer una adecuada 
protección a los derechos fundamentales a 
sus ciudadanos de manera abstracta si el 
contenido de cada derecho se encontrara 
ya definido en la jurisprudencia de sus 
tribunales, con carácter inmutable, pétreo, 
para la solución de todos los casos por 
igual con idénticos resultados (Huerta, 
2014,p.5).     

Asimismo, el Alto Tribunal delinea el contenido 
constitucionalmente protegido del derecho al 

12

13

 STC Exp. N°0964-2002-AA/TC. f.j. 8. “La Constitución no señala el contenido protegido del derecho en referencia. A diferencia de muchos 
derechos constitucionales cuyo contenido protegido puede extraerse de su formulación constitucional o de los tratados internacionales en materia de 
derechos humanos, en el caso del derecho a un ambiente equilibrado y adecuado, la determinación de ese contenido es más problemática, pues la 
expresión “medio ambiente” a la que implícitamente se hace referencia, como lo reconoce la doctrina y jurisprudencia comparada, tiene un 
contenido difícilmente delimitable, debido a que este concepto está compuesto de muchos elementos, distintos los unos de los otros. No obstante 
esto, la Constitución vigente proporciona algunas características a partir de las cuales es posible determinar su contenido. En efecto, no solo se limita 
a señalar que es un atributo subjetivo del ser humano el vivir en un medio ambiente (lo que desde luego o significaría gran cosa, pues todos vivimos en 
uno), sino que también subraya que ese “ambiente” debe ser “equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida”. Lo que significa que, desde una 
perspectiva constitucional, se tenga que considerar al medio ambiente, equilibrado y adecuado, como un componente esencial para el pleno disfrute 
de otros derechos igualmente fundamentales reconocidos por la Norma Suprema y los tratados internacionales en materia de derechos humanos”.   
 STC Exp. N°0964-2002-AA/TC, f.j.8 y STC Exp. N°0018-2001-AA/TC, f.j.6.

“El inciso 22 del artículo 2° de la Constitución Política del Perú reconoce, en calidad de derecho fundamental, el atributo subjetivo de gozar de un 
ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida de la persona. Se trata en principio, y como se desprende de la ubicación de su 
reconocimiento, de un derecho subjetivo de carácter constitucional, cuyo titular es el ser humano considerado en sí mismo, con independencia de su 
nacionalidad o, acaso, de ciudadanía. sin embargo, no sólo es un derecho subjetivo, sino que se trata también de un derecho o interés de carácter 
difuso, puesto que es un derecho que lo titularizan todas y cada una de las personas”. (Lo resaltado es nuestro).  

12

13
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medio ambiente equilibrado y adecuado en base: 
a) el derecho a gozar del medio ambiente y, b) el 
derecho a que ese medio ambiente se preserve; 
siendo así, en su primera faz, comporta la facultad 
de las personas de poder disfrutar de un medio 
ambiente en el que sus elementos se desarrollan e 
interrelacionan de manera natural y armónica y, en 
el caso que el hombre intervenga, no debe suponer 
una alteración sustantiva de la interrelación que 
existe entre sus elementos, por lo que el disfrute no 
atañe a cualquier entorno, sino únicamente del 
adecuado para el desarrollo de la persona y de su 
dignidad, de lo contrario su goce se vería frustrado 
y el derecho quedaría así carente de contenido; 
consecuentemente, precisa preservar los bienes 
ambientales a fin de mantenerlos en condiciones 
adecuadas para el disfrute, generándose 
obligaciones estaduales y de particulares cuyas 
actividades económicas incidan, directa o 
indirectamente en el medio ambiente.   
Adicionalmente, comprende la existencia de 
derechos reaccionales y derechos prestacionales; 
así, en su faz reaccional, el Estado y los 
particulares asumen la obligación de abstenerse de 
realizar cualquier tipo de actos que afecten al 
ambiente equilibrado y adecuado para el 
desarrollo de la vida humana y en cuanto a su fase 
prestacional,  impone a los particulares y al Estado 
tareas u obligaciones destinadas a conservar y 
preservar el ambiente equilibrado traduciéndose 
en un haz de posibilidades para concretar tareas de 
conservación y de prevención, precaución, 
reparación o compensación de los daños 
producidos  lo que se contempla en legislación 
legal o infralegal para armonizar y equilibrar la 
explotación y aprovechamiento de los recursos 
renovables o no renovables en el país y que sin 
duda vienen generando conflictos socio 
ambientales proveniente de gran minería debido a 
la tensión o interferencia con otros derechos que 
atañen a la inversión privada, libertad de empresa, 
comercio e industria (artículo 59° Constitución), 
de iniciativa privada (artículo 58°) y libre 

competencia (artículo 61°) y como expone 
Álvarez (2012, p.87) el Tribunal Constitucional 
sentó jurisprudencia en el sentido que dichos 
principios deben modularse a la luz del principio 
de Estado social y democrático , caso contrario 
será viable habilitar el amparo directo ambiental 
porque, si “el Estado no puede garantizar a los 
seres humanos que su existencia se desarrolle en 
un ambiente sano, estos sí pueden exigir al Estado 
que adopte todas las medidas de prevención que lo 
hagan posible”. 
A mayor abundamiento, infiere Huerta (2014, p. 
14) que la interpretación del contenido 
constitucionalmente protegido del derecho al 
medio ambiente y equilibrado para el desarrollo de 
la vida, debe ser interpretado por los jueces, no 
solo a la luz del artículo 2° numeral 22) de la 
Constitución, sino también extensiva y en unidad 
con lo previsto en los artículos 66°, 67°, 68° y 69 
de dicha Carta en concordancia a la Ley General 
del Ambiente N°28611 que afianza principios y 
disposiciones alusivas a la relación entre el medio 
ambiente y otros derechos fundamentales, como el 
acceso a la información (artículo II), la 
participación (artículo III) y el acceso a la justicia 
(artículo IV); sostenibilidad (artículo V), 
prevención (artículo VI), precautorio (artículo 
VII), internalización de costos (artículo VIII), 
responsabilidad ambiental (artículo IX), equidad 
(artículo X), y gobernanza ambiental (artículo XI); 
añadiendo normas y jurisprudencia convencional 
respectivamente.

IV. LA MESA DE DIÁLOGO REGIONAL 
COMO FUENTE DE DERECHO.

No cabe duda, que sucesivos gobiernos han optado 
por imponer el “principio de autoridad” mediante 
la intervención de la policía nacional para el 
restablecimiento del orden público, seguridad y 
tutela de instituciones estaduales y la propiedad 
privada. Es más, se han expedido normas 

14

15

16

17

STC Exp. N°0048-2004-AI/TC, F.J. 17; STC Exp. N°004223-2006-PA/TC;  STC Exp. N°03343-2007-PA/TC, f.j. 4; STC Exp. N°05387-2008-
PA/TC; STC Exp. N°00470-2013-PA/TC, f.j. 12, 13 y 14.

STC Exp. N° 03343-2007-PA/TC, f.j. 5.

 ÁLVAREZ  MIRANDA, Ernesto y otra
2012 “Minería y conflicto social en el Perú: Los principios de la Constitución económica peruana en materia de inversión”.   Alude que : “La 
economía social de Mercado condiciona la participación de los grupos económicos en armonía con el bien común y el respeto del interés general, 
estableciendo límites para que la democracia constitucional no sea un espacio donde se impongan las posiciones de los más poderosos 
económicamente en detrimento de los bienes jurídicos protegidos constitucionalmente. En el estado Social y Democrático de derecho el crecimiento 
económico no puede ni debe ceñirse  con el derecho a la plenitud de la vida humana; no puede superponerse al resguardo de la dignidad de la persona, 
que constituye la prioridad no sólo del Estado, sino de la sociedad en su conjunto. Lo “social” se define aquí desde tres dimensiones: como 
mecanismo para establecer legítimamente algunas restricciones a la actividad de los privados; como una cláusula que permite optimizar al máximo 
el principio de solidaridad, corriendo las posibles deformaciones que pueda producir el mercado casi “natural”, permitiendo, de este modo, un 
conjunto de mecanismos que permitan al Estado cumplir con las políticas sociales que procuren el bienestar de todos los ciudadanos; y, finalmente, 
como una fórmula de promoción del uso sostenible de los recursos naturales para garantizar un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la 
vida”. Lima; Revista peruana de derecho constitucional N°5, Editorial Nueva Época, p. 87.

 STC Exp. N°0964-2002-AA/TC, f.j. 10 y STC Exp. N°0018-2001-AA/TC, f.j. 9.
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tendientes a criminalizar la protesta social que en 
lugar de diezmar los conflictos sociales han 
conllevado agudizarlos con la consecuente 
deslegitimación de autoridades estaduales y la 
polarización en quienes se etiquetan como pro o 
anti mineros que ha decir de Caballero (2012, 
p.64) en realidad, no existe movimiento social anti 
minero, sino, demandas regionales o locales cuyas 
causas requieren de oportunas soluciones 
integrales, conllevando a la instalación de mesas 
de diálogo entre sus actores con resultados muchas 
veces positivos o negativos, porque “la resolución 
del conflicto está cincuenta por ciento avanzada 
cuando las partes se sientan en una mesa con una 
agenda de diálogo”. 
Por ello, es necesario un giro de timón radical para 
afrontar los conflictos sociales con énfasis sobre 
aquellos socio ambientales provenientes de gran 
inversión minera, adoptando un nuevo enfoque 
transversal desde el plano del derecho 
constitucional, y, ello pasa, por constitucionalizar 
26 mesas de diálogo regional cuyos acuerdos se 
constituyan en fuente de derecho vinculante o 
relativamente vinculantes mediante consensos 
que arriben los principales actores traducidos en 
gobierno regional, local, empresa inversionista 
minera y sociedad civil como se expondrá más 
adelante; en ese sentido, desde el plano 
constitucional existe suficiente justificación 
doctrinaria para aducir que el orden jurídico y el 
o r i g e n  d e  l a s  n o r m a s  s e  c o n e c t a n  
irremediablemente con las fuentes del Derecho 
que como expresa Aguiló (2012, p.32) se traduce 
en tres enfoques a saber: a) el explicativo o social, 
b) el justificativo o valorativo y, c) el sistemático o 
formalista.

a) El enfoque explicativo o social
Para esta teoría, el orden jurídico es de origen 
social; es decir, la realidad social crea y determina 
las fuentes del Derecho, sin acudir incluso, a 
ningún tipo de consideración moral. En cuanto al 
origen de las normas jurídicas de producción, 
recalca su origen y fin social, en basamento a dos 
vías: la primera, mediante la teoría del 
funcionalismo (Durkheim, Spencer, Weber) que 
expresa que la sociedad es un sistema formado y 
articulado por partes interdependientes y cada 
cambio afecta a las demás; y la segunda, mediante 
la teoría del conflictualismo consistente en que  
los conflictos sociales existentes en la sociedad 
requieren abordarse mediante procesos de diálogo 
y consensos previos a fin de generar normas 
jurídicas previsibles, sostenibles y legitimadas en 
el tiempo (Haberle, 2001:pp.10-15). 
En ese contexto, adentrados en nuestra concreta 
realidad, este enfoque del orden jurídico como 
fuente de Derecho sería posible viabilizar en el 

Perú, mediante la mesa de diálogo regional y el 
amparo directo ambiental como remedio idóneo, 
urgente, sumarial y diferenciado a fin de catalizar 
los conflictos sociales medio ambientales 
proveniente de gran inversión minera.

b) El enfoque justificativo o moral    
Considera que el origen del orden jurídico, es de 
origen moral y justificado en valores, de allí que 
existe conexión entre la moral y el derecho 
mediante el razonamiento jurídico, el discurso y 
razonamiento práctico general. Últimamente, la 
tesis de la argumentación jurídica propugnada por 
Alexy es criticada por el enfoque y prevalencia de 
los principios mediante el juicio de ponderación 
(idoneidad, necesidad, proporcionalidad) respecto 
de las reglas que se traducen finalmente en el juicio 
de subsunción. En este punto, Alexy (2008) infiere 
la existencia de tres argumentos sustanciales que 
conexan la moral con el derecho (y obviamente 
con sus fuentes), que son: el principio de 
corrección que atañe al fundamento y justificación 
de las normas y decisiones judiciales a un nivel de 
aceptación y legitimidad social, pues “toda 
sentencia judicial eleva una pretensión de suponer 
que el derecho es aplicado correctamente”. 
Asimismo, el principio de injusticia que es un 
elemento vital, pues “cuando las normas traspasan 
el umbral de la injusticia, pierden su carácter 
jurídico”; y por último, el principio de  
proporcionalidad  que implique la justificación 
del sacrificio ponderado del derecho o principio en 
tensión; lo cual puede adecuarse a la luz de la 
norma constitucional y del caso concreto sin que 
implique la preponderancia total de uno sobre otro 
en una suerte de propender a la existencia de 
principios dictatoriales que vacíen de contenido, 
intercepten o sacrifiquen el otro (s) sin plena 
justificación razonable. 

c) El enfoque sistemático o formalista
Para esta teoría, infiere Aguiló que el orden 
jurídico es visto como un orden autónomo que se 
auto regula y, en lo que respecta al origen de la 
norma jurídica se estipula como fuente de 
producción del Derecho traducidas en la ley, 
jurisprudencia, doctrina y costumbre jurídica 
relevantes; así, el positivismo  que teoriza el 
silogismo jurídico es el basamento primordial de 
éste cuyo enfoque en el Perú tiene arraigo en 
cuanto a su aplicación e interpretación lo cual es 
factible superar debido a la conexión, adscripción 
o extensión del derecho que ahora no se modula 
bajo criterios de mera abstracción y generalidad, 
sino también el impacto de los fenómenos sociales 
y la realidad sustancian el tránsito al Estado 
constitucional o neo constitucional en el que el 
poder irradiador de la Constitución no se traduce 
en la existencia de normas o preceptos de buenas 
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intenciones, sino eficaz concreción y tutela efectiva en la realidad. En ese orden de ideas, la Tabla 
N°02 grafica lo advertido de la forma siguiente:

previo agotamiento subsidiario ante la mesa de 
diálogo regional, para cuyo propósito, deberá 
reformarse los artículos 200°, 201° y 202° de la 
Carta Fundamental, introduciéndose dicha 
garantía y creando 26 mesas de dialogo regional a 
nivel nacional, quienes mediante la mesa de 
diálogo regional determinarán y consensuarán una 
agenda realista, cuyos acuerdos son fuente de 
derecho vinculante o relativamente vinculantes. 
Asimismo, precisa conformar una Sala 
Especializada del Ambiente compuesta por tres 
(03) miembros que conocerán y resolverán en 
primer grado el amparo directo ambiental, 
pudiéndose interponer recurso de apelación ante el 
Pleno del Tribunal Constitucional que resolverá en 
definitiva instancia, razón por el que, propicia 
recomponer a diez (10) miembros los integrantes 
del Alto Tribunal; cuya sentencia, dependiendo de 
su naturaleza agota la vía interna posibilitándose 
su habilitación ante la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos; para lo que proponemos la 
propuesta siguiente: 
“LEY  DE  REFORMA  CONSTITUCIONAL 

QUE INCORPORA  AL ARTÍCULO 200°, 
EL INCISO 2-A, Y MODIFICAN LOS 

ARTÍCULOS 201° Y 202° ADICIONANDO 
EL INCISO 4 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DEL PERÚ”

ARTÍCULO 1°. Incorporación del inciso 2-A 
del artículo 200°
Incorpórese el inciso 2-A del artículo 200° en la 
Constitución Política que tendrá el texto siguiente:

Tabla N° 2
Cuadro Conceptual de las fuentes del Derecho

De lo expresado, para Aguiló estos tres enfoques 
tienen impacto en el origen de las fuentes y se 
interrelacionan en forma transversal dando lugar a 
la unidad y diversidad del Derecho; porque “no 
toda norma socialmente existente, es susceptible 
para ser usada para resolver un problema de 
Derecho, sino sólo algunas, las jurídicas”; y 
tampoco el orden jurídico “es una suma de 
normas” (Aguiló,2012,p.39), sino, consecuencia 
de su aplicación, interpretación y validez 
(principios, reglas, valores, cultura, moral, 
ideología, comunicación). En síntesis, la mesa de 
diálogo regional y básicamente los acuerdos que 
se arriben tienen asidero para constituirse en 
fuente de derecho vinculante o relativamente 
vinculante. 

V . P R O P U E S T A  D E  R E F O R M A  
CONSTITUCIONAL Y PROCESAL PARA 
LA TUTELA EFECTIVA DEL DERECHO AL 
MEDIO AMBIENTE EN EL PERÚ

Siguiendo a Valdivia (2018, p.535), es necesario 
viabilizar una reforma constitucional y procesal a 
f i n  d e  e f e c t i v i z a r  i d ó n e a ,  e f i c a z  y  
diferenciadamente la tutela del derecho al medio 
ambiente equilibrado y adecuado en el Perú que 
desde ya constituye un derecho subjetivo 
individual y difuso de anclaje colectivo, para 
propender la solución de conflictos socio 
ambientales que provienen de gran inversión 
minera mediante el amparo directo ambiental que 
se habilitaría ante el Tribunal Constitucional 

Enfoques Fuente(s) Derecho

Orden Jurídico Normas jurídicas

(A) (B)

Explicativo o social (1) Origen social Orden social Factores sociales que explican la

Génesis y el contenido de las
Normas jurídicas. T.F y T C.

(Fuente material).

Justificativo o valorativo (2) Origen moral Orden justificado Valores o bienes que justifican las
Normas jurídicas

Sistemático o formalista (3) Origen jurídico Orden autónomo Régimen jurídico de la creación

de Normas jurídicas. Fuentes

formal del derecho (ley,

jurisprudencia, doctrina y

costumbre). (Fuente formal)

Fuente: Aguiló 2012:p.36.
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“Artículo 200°, inciso 2-A. El proceso de Amparo 
Directo Ambiental, que procede cuando se 
amenaza o viole, real, concreta e ineludible el 
derecho constitucional subjetivo y difuso previsto 
en el artículo 2° inciso 22 de la Constitución por 
acción u omisión, por parte de cualquier autoridad, 
funcionario, persona natural o jurídica. Se habilita 
para la resolución de conflictos socio ambiental 
proveniente de gran minería. 
Para el efecto, se constituyen 26 mesas de diálogo 
a nivel nacional, una en cada Región del país y que 
determinan y consensuan una agenda realista, 
cuyos acuerdos son fuente de derecho vinculante o 
relativamente vinculante”.
   
ARTÍCULO 2°. Modifíquese el artículo 201° de 
la Constitución Política, el mismo que quedará 
redactado de la siguiente manera:  
“Artículo 201°. El Tribunal Constitucional es el 
órgano de control de la Constitución. Es autónomo 
e independiente. Se compone de diez miembros 
elegidos por ocho (08) años, pudiendo ser 
reelegidos por una sola vez.” (…).

ARTÍCULO 3°. Adiciónese el inciso 4 al 
artículo 202° de la Constitución Política, que 
tendrá el siguiente texto:
“Artículo 202°. (…)
Inciso 4. Conocer en doble instancia, el amparo 
directo ambiental, que se interpondrá ante la Sala 
Especializada del Ambiente integrada por tres (03) 
magistrados especializados en materia medio 
ambiental o derechos colectivos difusos. Procede 
habilitar recurso de apelación que será resuelto por 
el Pleno del Tribunal Constitucional exceptuando 
a los magistrados que intervinieron en sentencia de 
primer grado”.

“PROYECTO DE LEY DEL PROCESO DE 
AMPARO DIRECTO AMBIENTAL”

Propuesta de Iniciativa Legislativa Ciudadana que 
se presenta en el marco de la Ley 26300 y sus 
modificatorias conexas y con el número de firmas 
suficientes, previo examen del Jurado Nacional de 
Elecciones y sus organismos respectivos; 
proponen el siguiente proyecto de ley:

FORMULA LEGAL 
El Congreso de la República;
Ha dado la Ley siguiente:

“LEY  DEL  PROCESO DE AMPARO  
DIRECTO  AMBIENTAL”
TÍTULO PRELIMINAR

Art. I. Alcances. La presente ley, regula el proceso 
constitucional del amparo directo ambiental, 
previsto en los artículos 200° inciso 2-A, 201° y 
202° inciso 4 de la Constitución. 
Art. II. Fines del proceso constitucional. Son 
fines esenciales de este proceso constitucional 
garantizar la primacía de la Constitución y la 
vigencia efectiva del derecho al medio ambiente 
equilibrado y adecuado para el desarrollo de la 
vida, previsto en el artículo 2° inciso 22 y 7-A de la 
Constitución, optimizándose con los artículos 58°, 
59°, 60°, 61°,62°, 63°66°, 67°, 68°, 69° y otros 
conexos a la aludida Carta Fundamental. Se 
precisa que este proceso se habilita para resolver 
conflictos socio ambiental proveniente de gran 
minería.   
Art. III. Principios procesales. Rigen los 
principios procesales de inmediación, dirección, 
gratuidad, economía a favor del demandante, 
impulso de oficio, pro actione, flexibilidad, 
socialización, defensa y veracidad
Además, los principios ambientales de 
prevención, precaución, desarrollo sostenible, 
conservación, justicia ambiental, cooperación, 
s o l i d a r i d a d  i n t e r n a c i o n a l ,  e q u i d a d ,  
responsabilidad social  y demás, contenidos en 
normas  domés t icas  e  ins t rumentos  y  
jurisprudencia convencionales habilitados por el 
artículo 3° y 4ta Disposiciones Finales y 
Transitorias de la Constitución. Asimismo, este 
proceso será interpretado de forma abierta y 
flexible, compatible con la tutela de los intereses 
difusos.  
Art. IV. Órganos competentes. Es competente 
para conocer el amparo directo ambiental, en 
primera instancia la Sala Especializada del 
Ambiente y mediante recurso de apelación por el 
Pleno del Tribunal Constitucional, excepto los 
miembros que expidieron sentencia en primer 
grado.
Art. V. Interpretación. El contenido, alcances y 
delimitaciones se interpretan en unidad 
sistemática a la luz de la Constitución, del caso 
concreto, los principios del efecto directo, 
subsidiaridad y control difuso de los tratados 
ambientales del cual el Perú es parte, así como de 
la jurisprudencial convencional y alcance de 
normas soft y hard law existentes.  En ese sentido, 
los instrumentos blandos ambientales, sirven 
como criterios para optimizar las decisiones de la 
justicia constitucional.  
Art. VI. Precedente. Las sentencias del Tribunal 
Constitucional con calidad de cosa juzgada, 
adquieren la autoridad de precedente vinculante 
cuando así lo exprese en decisión siete (07) votos 
de sus miembros del Pleno del Tribunal 
Constitucional, cuyo cumplimiento es de carácter 
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obligatorio por las autoridades estaduales, 
funcionarios, servidores, empresas, persona 
natural y el grupo o comunidad. Cuando el 
Tribunal Constitucional decide apartarse del 
precedente, lo hará motivando y optimizando el 
derecho sin que implique su sacrificio, 
vaciamiento o reducción de intensidad y alcances 
razonablemente justificado; por lo que el 
precedente será factible revisar luego de 
transcurridos quince años (15) de su aprobación y 
con el voto de siete (07) de sus miembros, salvo 
fuerza mayor o caso fortuito debidamente 
acreditado pudiendo reducirse ese plazo a tres (03) 
años; efectivizarlo antes es nulo de pleno derecho 
y se incurre en infracción a la Constitución.

TÍTULO I
DISPOSICIONES  GENERALES DEL 
PROCESO CONSTITUCIONAL DEL 
AMPARO DIRECTO AMBIENTAL

Art. 1°. Finalidad. El proceso constitucional del 
amparo directo ambiental tiene como finalidad, 
proteger el derecho al medio ambiente equilibrado 
y adecuado, reponiendo las cosas al estado anterior 
de amenaza o violación real, concreta e ineludible 
por acción u omisión de autoridad, funcionario, 
servidor, persona natural o jurídica pública o 
privada. 
Art. 2°. Procedencia frente a actos basados en 
normas. Siempre que se agote la vía previa 
constituida por la mesa de diálogo regional, y en 
tanto existan hechos y causas objetivas de 
amenaza o violación del derecho al medio 
ambiente proveniente de ley, reglamento, 
ordenanza regional o local u acto administrativo, 
es factible habilitar el amparo directo medio 
ambiental. 
Art. 3°. Procedencia frente a resoluciones 
judiciales. Por la naturaleza de este proceso, en 
caso existiesen resoluciones judiciales con 
sentencia de última instancia firme y ejecutoriada 
que provenga de proceso ordinario irregular que 
contravenga el derecho el medio ambiente 
equilibrado y adecuado y conexos establecidos en 
la Constitución, así como vulneración del debido 
proceso y tutela procesal efectiva, es viable 
habilitar el amparo directo ambiental en el plazo de 
treinta (30) días hábiles de notificarse la 
resolución que causa ejecutoriedad. El plazo 
establecido es de caducidad.
Art. 4°. Causales de improcedencia. No procede 
el proceso constitucional del amparo directo 
ambiental cuando:

1) Los hechos y el petitorio de la demanda no 
estén referidos en forma directa al 
contenido constitucionalmente protegido 
del  derecho al  medio ambiente 
equilibrado y adecuado, salvo su 

conexidad con la vulneración de otro 
derecho fundamental.

2) No se haya agotado la vía previa en la 
mesa de diálogo regional, salvo que:

a) Por el agotamiento de la vía 
previa, la agresión pudiera 
convertirse en irreparable; sin 
embargo, la Sala Especializada 
del Ambiente del Tribunal 
C o n s t i t u c i o n a l  r e q u e r i r á  
pronunciamiento e informes 
necesarios a la mesa de dialogo 
regional, pudiendo actuar de 
oficio las pruebas suficientes que 
d e t e r m i n e n  e l  s a c r i f i c i o  
irreparable o previsible del 
d e r e c h o  c o n s t i t u c i o n a l  
peticionado; de no ser así, 
d e c l a r a r á  l i m i n a r m e n t e  
improcedente la demanda no 
pudiéndose reproponer la misma 
como grupo o comunidad, pero sí 
individualmente.

b) A la presentación de la demanda 
ha cesado la amenaza o violación 
del derecho constitucional o se 
haya convertido en irreparable. 
Respecto del primer enunciado se 
requiere de prueba documental 
irrefutable, y con relación al 
segundo, la Sala Especializada 
del Ambiente dispondrá la 
actuación de informes y pruebas 
necesarias para determinarla.

Art. 5°. Excepciones. No proceden ninguna clase 
de excepciones en este proceso.
Art. 6°. Medida Cautelar. Procede solicitar 
medida cautelar,  siempre que la Sala 
Especializada del Ambiente expida sentencia 
estimatoria, y tendría vigencia hasta la sentencia 
que pone fin al proceso. El auto que dispone 
estimada la medida cautelar es irrecurrible.
Art. 7°.  Obligaciones de dar, hacer y no hacer. 
Los acuerdos arribados en la mesa de diálogo 
regional, y que contienen obligaciones de dar, 
hacer y no hacer total o parcialmente debe 
honrarse por las partes en los plazos previstos, se 
constituyen en fuente de derecho con efecto 
vinculatorio o relativamente vinculatorios y que 
sólo pueden ampliarse, modificarse o extinguirse 
mediante sentencia consentida y ejecutoriado 
proveniente del amparo directo ambiental 
expedida por el Tribunal Constitucional.  
Art. 8°. Acción indemnizatoria. La sentencia que 
condene a la reparación de los daños provocados al 
bien indivisiblemente considerado, el Tribunal 
Constitucional dispondrá que la indemnización 
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sea vertida al Fondo Amparo Directo Ambiental 
que será administrado por el Ministerio del 
Ambiente y la Defensoría del Pueblo para 
reconstituir los bienes lesionados y si esto no fuere 
posible, a la realización de actividades tendientes a 
minimizar la lesión o evitar que ella se repita, entre 
otras que beneficien el bien jurídico perjudicado. 
Asimismo, en caso exista daño ocasionado al 
grupo, clase o categoría se liquidará en ejecución 
de sentencia a los perjudicados, a quienes les 
corresponderá entre todos hasta un máximo del 
30% de la indemnización y el saldo del 70% 
corresponde al aludido Fondo, debiendo utilizar 
dicho presupuesto también para el pago de 
peritajes especializados nacional o internacional, 
estudios e infraestructura respectiva.
El Estado tiene la obligación de proveer un 
presupuesto anual para dicho Fondo, que será no 
menos del dos por ciento (2%) del canon minero, 
petrolero u otros o regalías asignadas a los 
gobiernos regionales.

TÍTULO II
TRÁMITE DEL PROCESO 

CONSTITUCIONAL DEL AMPARO 
DIRECTO AMBIENTAL

Art. 9°. Legitimación. La demanda puede ser 
interpuesta:

a) Por cualquier persona natural que se le 
amenace o viole por acción u omisión el 
derecho al medio ambiente equilibrado y 
adecuado, siempre que la actividad lesiva 
provenga de actividad extractiva de gran 
minería o por causas naturales ligadas y 
conexas a aquella.

b) Por el representante titular de un grupo, 
categoría o clase de personas ligadas por 
circunstancias de hecho sin la existencia 
de una relación jurídica base.

c) Por el representante legal de la persona 
jurídica de la empresa minera.

d) Por el Presidente de la mesa de diálogo 
regional, previo acuerdo de dicho 
colegiado.

e) Por el Defensor del Pueblo o los 
Defensores del Pueblo Regionales, sin 
autorización previa del anterior, en caso la 
lesión o amenaza tenga relevancia social 
de tutela colectiva, caracterizada por la 
naturaleza del bien jurídico afectado, por 
las características de la lesión o por el 
e l e v a d o  n ú m e r o  d e  p e r s o n a s  
perjudicadas.  

f) Por las Fiscalías Especializadas en  
Materia Ambiental de las regiones del 
país. 

g) Los Gobiernos Regionales, representados 
por el Gobernador Regional.

h) Los Gobiernos Locales y Distritales 
representados por su Alcalde respectivo.

i) Las entidades y órganos de la  
administración pública, directa o 
indirecta, destinados a la defensa de los 
intereses y derechos difusos ambientales.

j) Las asociaciones legalmente constituidas 
desde por lo menos un año y que incluyan 
entre sus fines institucionales la defensa 
de los intereses y derechos difusos 
ambientales.

k) Las Comunidades Campesinas o Nativas 
en defensa de sus intereses y derechos 
culturales del derecho difuso ambiental.

Art. 10°. Demanda. La demanda será interpuesta 
por escrito, por los legitimados explicitados en la 
cláusula anterior, acreditando su representación, y 
los requisitos siguientes:

1) La designación del Presidente de la Sala 
Especializada Ambiental del Tribunal 
Constitucional.

2) El nombre, identidad y domicilio procesal 
del demandante y en anexo la relación del 
grupo, categoría o clase con firmas y 
huellas dactilares.

3) El nombre y domicilio del demandado. 
4) La relación numerada de los hechos que 

hayan producido o estén en vías de 
producir la agresión del derecho 
constitucional al medio ambiente 
equilibrado y adecuado y sus conexos.

5)  El derecho vulnerado o amenazado.
6) El  peti torio,  que comprende la 

determinación clara y concreta de lo que 
se pide.

7) La firma o firmas del demandante (s) y la 
del abogado patrocinador.

Art. 11°.  Agotamiento de la vía previa. Se 
habilita la interposición de la demanda de amparo 
directo ambiental cuando se haya agotado la vía 
previa, ante la mesa de diálogo regional. Se agota 
la vía previa en la mesa de diálogo regional, 
cuando:

1) Transcurridos tres (3) años las partes en la 
mesa de diálogo regional no arriben a 
ningún acuerdo, debiendo comunicar esta 
decisión por conducto notarial; salvo que 
por su trascendencia, impacto y 
relevancia social sea imposible concretar 
acuerdos, sólo así y excepcionalmente el 
proyecto podrá suspenderse en su 
ejecución o actividad por el transcurso de 
cinco (05) años, pudiendo renovarse 
precluido dicho plazo o antes si existe 
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acuerdo de dicha mesa.
2) Existiendo acuerdo total en la mesa de 

diálogo regional, pero alguna de las 
partes, se niega o incumple parcial, total o 
defectuosamente los acuerdos arribados 
en la mesa de diálogo regional, la parte 
afectada agota la vía previa administrativa 
por conducto notarial, En caso de no 
existir respuesta expresa o tácita en el 
plazo de treinta (30) días hábiles se da por 
agotada la vía previa, habilitándose el 
amparo directo ambiental.

3) El defensor del Pueblo o los regionales, 
agotan la vía previa dando a conocer y 
notificando a la mesa de diálogo regional 
el informe documentado respectivo, y en 
caso de no existir respuesta o tácita en el 
plazo de treinta (30) días hábiles, habilita 
la demanda. Lo mismo, se aplica respecto 
de las Fiscalías Especializadas en materia 
Ambiental.

4) Los demás legitimados comprendidos en 
el artículo 10° del presente, deben agotar 
la vía previa ante la mesa de diálogo 
regional ,  sa lvo que el  derecho 
constitucional se torne en irreparable por 
el transcurso del tiempo debiendo existir 
prueba real concreta e ineludible, para 
cuyo efecto, la mesa de dialogo regional 
en breve plazo emitirá el informe 
respectivo.  

Art. 12°. Mesa de diálogo regional. Es la máxima 
instancia que será integrada por autoridades, 
sociedad civil y empresa conforme la ley y 
reglamento respectivo. La mesa de diálogo 
regional puede tener sub comisiones según su 
realidad y necesidad no pudiendo pasar de cinco. 
Elaboran una agenda realista que comprenda tres 
ejes: recurso hídrico, medio ambiente y 
responsabilidad social de la empresa, y según su 
concreta realidad puede incrementarse hasta 
cinco. Los gobernadores regionales presiden las 
mesas de diálogo en forma exclusiva y excluyente, 
no pudiendo delegar funciones o frustrar su 
instalación o reuniones, ni incurrir en delitos de 
corrupción dando lugar a la vacancia de 
conformidad a la ley respectiva.
Art. 13°. Imprescriptibilidad de la demanda de 
amparo directo ambiental. Dada la naturaleza de 
derecho subjetivo y difuso, complejo y dinámico 
que caracteriza al derecho al medio ambiente 
equilibrado y adecuado para el desarrollo de la 
vida, es imprescriptible para habilitar la demanda 
de amparo directo ambiental.
Art. 14°. Inadmisibilidad. La Sala Especializada 
del Ambiente del Tribunal Constitucional declara 
inadmisible la demanda, concederá al demandante 

cinco (5) días hábiles para que subsane la omisión 
o defecto, bajo apercibimiento de archivar el 
expediente. Esta resolución es apelable.   
Art. 15. Desistimiento. El demandante, por razón 
justificada puede desistirse del proceso del amparo 
directo ambiental antes que la Sala Especializada 
del Ambiente expida sentencia de primer grado; de 
aceptarse se notifica al Defensor del Pueblo y a la 
Fiscalía Especializada en materia Ambiental de la 
región demandante para que asuman legitimación 
institucional compartida sustituyendo al 
demandante e interviniendo en representación del 
grupo; al cual no pueden negarse ni abstenerse, 
bajo responsabilidad funcional, destitución y 
consecuente denuncia penal.
Art. 16°. Concurrencia de las partes y abogados 
a las audiencias. Las partes intervinientes en el 
proceso constitucional de amparo directo 
ambiental, así como sus abogados, tienen la 
obligación de asistir a los actos procesales y 
audiencias que se convoquen, y en caso de 
inasistencia injustificada el proceso seguirá en 
rebeldía, sujetándose a las resultas del proceso y la 
imposición solidaria con su defensa de una multa 
máxima entre 100 y 200 Unidades de Referencia 
Procesal (URP); no operando el abandono.  
Art. 17°. Trámite. Admitida la demanda por la 
Sala Especializada del Ambiente del Tribunal 
Constitucional, corre traslado al demandado por el 
plazo de veinte (20) días hábiles. Cerrada la fase 
postulatoria, la Sala Especializada Ambiental 
convocará a la audiencia de conciliación, a la cual 
comparecerán las partes habilitados para transigir. 
El Colegiado oirá a las partes, sobre los motivos de 
la demanda y contestación e intentará la 
conciliación, sin perjuicio de sugerir otras formas 
adecuadas de solución del conflicto, como la 
mediación, y la evaluación neutral de un tercero 
que será obtenida dentro el plazo fijado por el 
Colegiado, según los criterios siguientes:

1) La mediación y evaluación neutral de un 
tercero, obtenida dentro del plazo fijado 
por la Sala Especializada del ambiente, 
será reservada, inclusive para éstos, y no 
vinculante para las partes, pues su 
finalidad exclusiva es la de orientarlas en 
la tentativa de composición amigable del 
conflicto.

2) Preservada la indisponibilidad del bien 
jurídico colectivo, las partes pondrán 
transigir sobre el modo de cumplimiento 
de la obligación.

3) Ob ten ida  l a  conc i l i ac ión ,  s e rá  
homologada por  sentencia ,  que 
constituirá título ejecutivo judicial.

4) Si no se obtuviere la conciliación, si ésta 
fuere parcial, o si, por cualquier motivo, 
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no fuere adoptado otro medio de solución 
del conflicto, el Colegiado en forma 
fundada:
a) Decidirá si el proceso tiene 

condiciones de proseguir en la forma 
colectiva;

b) Fijará los puntos controvertidos, 
decidirá las cuestiones procesales 
pendientes y determinará las pruebas 
a ser producidas, y convocará a la 
audiencia de pruebas que se fijará 
dentro del décimo día hábil siguiente.

c) Establecerá a las partes en cuanto 
a la distribución de la carga de la 
prueba, de acuerdo con lo dispuesto 
en los incisos 1 y 2 del artículo 18°.

Artículo 18°. Audiencia de pruebas. Dicha etapa 
se lleva a cabo del siguiente modo:

1) El Colegiado enuncia las pruebas 
admitidas respecto de los hechos 
necesitados de actuación probatoria.

2) Inmediatamente después, las partes 
pueden proponer cuestiones probatorias 
sólo respecto de las pruebas admitidas. El 
juez dispone la admisión de las cuestiones 
probatorias únicamente si las pruebas 
pueden ser actuadas en esta etapa.

3) Son admisibles, todos los medios 
probatorios de prueba, incluida la prueba 
estadística o por muestreo así como el 
amicus curiae, siempre que sean 
obtenidos por medios lícitos. 

4) La carga de la prueba incumbe a la parte 
que posea conocimientos científicos, 
técnicos o informaciones específicas 
sobre los hechos, o mayor facilidad para 
su demostración. Sin embargo, si por 
razones de orden económico o técnico, 
dicha carga no pudiere ser cumplida, la 
Sala impartirá las órdenes necesarias  para 
suplir la deficiencia y obtener los 
elementos probatorios indispensables 
para proferir un fallo de mérito, pudiendo 
requerir pericias a entidades públicas o 
internacionales cuyo objeto estuviere 
l igado a la  materia en debate,  
condenándose al demandado perdidoso al 
reembolso  de  los  emolumentos  
devengados. Si a pesar de lo anterior, no es 
posible aportar la prueba respectiva, la 
Sala podrá ordenar su práctica con cargo 
al Fondo del Amparo Directo Ambiental.

5) Durante la fase de la audiencia de pruebas, 
si surgieren modificaciones de hecho o de 
derecho relevantes para el juzgamiento de 
la causa, la Sala podrá prever, en decisión 
fundada, la distribución de la carga de la 

prueba, y conceder a la parte a quien le fue 
atribuida un plazo razonable para la 
producción de la prueba, respetando las 
garantías del contradictorio en relación a 
la parte contraria.

6) La Sala podrá ordenar de oficio la 
producción de pruebas, con el debido 
respeto de las garantías del contradictorio.

7) La actuación probatoria debe concluir en 
el día programado; sin embargo si la 
actuación no se hubiese agotado, la 
audiencia continúa dentro de los cinco (5) 
días hábiles siguientes y en un máximo de 
tres (3) audiencias posteriores.

Artículo 19°. Alegatos y sentencia. Finalizada la 
actuación probatoria, los abogados presentan 
oralmente sus alegatos. Concluidos los alegatos, la 
causa queda al voto, debiendo expedirse sentencia 
de primer grado dentro de los veinte (20) días 
hábiles siguientes, lo cual informa en el acto 
citando a las partes para que comparezcan para la 
notificación de la sentencia.
Art. 20°. Recurso de apelación. La sentencia 
expedida por la Sala Especializada del Ambiente 
que declara estimada, desestimada, improcedente 
o infundada la demanda de amparo directo 
ambiental, es recurrible mediante el recurso de 
apelación, que se interpone dentro del plazo de 
diez (10) días hábiles contados desde el día 
siguiente de notificada la resolución. Concedido el 
recurso, la Sala Especializada del Ambiente remite 
el expediente dentro el plazo máximo de tres (03) 
días hábiles al Presidente del Tribunal 
Constitucional, quien da cuenta de dicho recurso al 
Pleno del Tribunal Constitucional, programando 
audiencia dentro del plazo de quince (15) días 
hábiles siguientes pudiendo ampliarse a una 
audiencias complementaria según la complejidad 
del caso, quedando al voto respectivamente. 
La sentencia que resuelve el Pleno del Tribunal 
Constitucional agota la vía de derecho interno, y 
según su naturaleza las partes pueden recurrir a la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos; sin 
embargo, la sentencia se ejecuta al día siguiente de 
notificada.   
Art. 21°. Actuación de sentencias. La sentencia 
que cause ejecutoria en el proceso constitucional 
del amparo directo ambiental, se actúa conforme a 
sus propios términos y tienen prevalencia sobre 
otras de carácter ordinario. La Sala Especializada 
del Ambiente, puede disponer la actuación 
inmediata de la sentencia estimatoria impugnada, 
quedando subordinada a lo que resuelva en 
definitiva el Pleno del Tribunal Constitucional.
Las sentencias expedidas en esta clase de 
procesos, se ejecutan y el Tribunal Constitucional 
controla su eficacia y realización, y en caso existan 
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impedimentos, dilaciones u omisiones en su 
ejecución, notificará a la autoridad, funcionario, 
servidor, persona individual, colectiva, persona 
jurídica u otras conminando su cumplimiento 
dentro el término de tres (03) días hábiles, y en 
caso de persistir negativa expresa o tácita 
solicitará la destitución de la autoridad, 
funcionario o servidor y complementariamente 
formulará denuncia penal ante el Ministerio 
Público por el delito de resistencia a la autoridad.
Art. 22° Contenido de la sentencia estimatoria. 
La sentencia estimatoria expedida por el Tribunal 
Constitucional contendrá los pronunciamientos 
siguientes:

1) Identificación del derecho constitucional 
vulnerado o amenazado;

2) Declaración de nulidad, acto o resolución 
que hayan impedido el pleno ejercicio del 
derecho al medio ambiente equilibrado y 
adecuado y conexos con otros derechos 
fundamentales si fuere el caso;

3) Restitución o restablecimiento del 
agraviado en el pleno goce de sus 
derechos al medio ambiente equilibrado y 
adecuado para el desarrollo de la vida y 
conexos con otros fundamentales si fuere 
el caso; ordenando que las cosas vuelvan 
al estado anterior en que se encontraban 
antes de la violación,

4) Orden y definición precisa de la conducta 
a cumplir con el fin de hacer efectiva la 
sentencia;

5) A la luz del caso concreto y en basamento 
a su doctrina, y jurisprudencia nacional o 
convencional, el Tribunal Constitucional 
está facultado para expedir sentencias 
e s t i m a t o r i a s ,  d e s e s t i m a t o r i a s ,  
interpretativas, manipulativas, aditivas, 
reductoras ,  de estado de cosas 
i ncons t i t uc iona l e s ,  p r eceden te s  
vinculantes; considerando los acuerdos de 
la mesa de diálogo regional que conforme 
el artículo 200° inciso 2-A son de carácter 
vinculante o relativamente vinculante.

6) Sentencia de condena indemnizatoria. En 
caso de procedencia del pedido, la 
condena podrá ser genérica y fijará la 
responsabilidad del demandado por los 
daños causados, así como el deber de 
indemnizar, en base a los supuestos 
siguientes:
a) Siempre que fuere posible, la Sala 

determinará en la propia sentencia de 
amparo directo ambiental el monto de 
la indemnización individual debida a 
cada miembro del grupo.

b) Cuando el valor de los daños 

individuales sufridos por los 
miembros del grupo fuere uniforme, 
prevalentemente uniforme o pudiere 
ser  reducido a  una fórmula 
matemática, la sentencia indicará el 
valor o la fórmula de cálculo de la 
indemnización individual.

c)   Demás criterios serán abordados por 
la Sala, así mismo los daños 
provocados al medio ambiente, los 
que se liquidarán en ejecución de 
sentencia.   

Art. 23° Cosa juzgada. Opera la cosa juzgada 
según los fundamentos siguientes:

1) Si la sentencia es estimatoria, la cosa 
juzgada beneficia al grupo interviniente y 
no interviniente, siendo en la ejecución de 
liquidación donde se verifique las 
individualidades.

2) Si la sentencia es desestimatoria operará 
la cosa juzgada respecto del representante 
que accionó la demanda y no alcanza al 
grupo, categoría o clase.

3) S i  e s  una  sen tenc ia  dec la rada  
improcedente, el efecto es que no podría 
volverse a reproponer una nueva demanda 
como grupo, pero sí individualmente, 
manteniéndose incólume e intactos los 
derechos materiales individuales.

4) Si la sentencia es infundada por falta de 
pruebas, cualquier otro legitimado puede 
volver a plantear la pretensión 
produciendo la prueba eludida en el 
proceso primigenio.

DISPOSICIONES FINALES
Art. 24°. Aplicación subsidiaria. Aplicase 
subsidiariamente, en lo que no fueren 
incompatibles, las disposiciones del Código 
Procesal Constitucional.  
Art. 25°. Sala y Pleno del Tribunal 
Constitucional. La Sala Especializada del 
Ambiente y el Pleno del Tribunal Constitucional 
realizarán las audiencias en las ciudades de Lima y 
Arequipa u otra por la complejidad o si 
concurrieren hechos de protesta social y no existen 
las condiciones necesarias para laborar.
Art. 26°. Cláusula anticorrupción. Las 
autoridades o funcionarios regionales, locales, 
distritales, integrantes de la mesa de diálogo 
regional, empresarios o sus representantes, 
miembros del Tribunal Constitucional que en el 
ejercicio de sus funciones incurran en delitos 
peculado, concusión, cohecho, tráfico de 
influencias, corrupción y otros derivados previsto 
en el Código Penal serán separados o suspendidos 
de sus funciones y procesados conforme a ley.  
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SUMARIO

Máster en derechos humanos, 
estado de derecho y democracia 
e n  i b e r o a m é r i c a  d e  l a  
Universidad de Alcala; Docente 
de la Universidad Nacional Jorge 
Basadre Grohmann. 

Mgr. Humberto de Jesús 
Manrique López

ACCESS TO PUBLIC INFORMATION THROUGH THE 
TRANSPARENCY PORTALS IN THE MUNICIPALITIES 
OF THE DEPARTMENT OF TACNA

¿Están los gobiernos locales en Tacna practicando un moderno 
gobierno electrónico?, ¿Están los portales de Transparencia 
Web de los Gobiernos locales, debidamente actualizados?, 
¿Comprenden las autoridades locales la trascendencia que 
implica mantener una transparencia activa como un gesto 
democrático donde la publicidad es la regla?

En el presente artículo, el autor hace un análisis de los Portales 
de Transparencia Web de las Municipalidades de Tacna, 
producto del seguimiento y evaluación de estos, con el fin de 
redefinir el sentido de alcance de la transparencia digital en el 
marco de la modernización del Estado. 

Palabras clave: transparencia, acceso digital, cultura del secreto, medios sistematizados, portales de 
transparencia, Gobierno Electrónico, interconexión, ética pública, Transparencia Activa, régimen del 
poder visible

PALABRAS CLAVES

EL ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA A 
TRAVÉS DE LOS PORTALES DE TRANSPARENCIA 
EN LAS MUNICIPALIDADES DEL 
DEPARTAMENTO DE TACNA
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Católica San Pablo - Arequipa, 
especial ista en derecho 
público y egresado de la 
Maestría en Gestión Pública 
por la Universidad Católica de 
Santa María – Arequipa.

I. -     ANTECEDENTES JURÍDICOS. 

II. - CONCEPTO DEL PRINCIPIO DE SUPLENCIA DE LA QUEJA 

DEFICIENTE. 

III. - ALCANCES DEL PRINCIPIO DE SUPLENCIA DE LA QUEJA 

DEFICIENTE. 3.1. Suplencia de error. 3.2. Suplencia de la 

queja deficiente en sentido estricto. 3.3. Suplencia de los 

agravios formulados en los recursos. 

IV. -  LÍMITES AL PRINCIPIO DE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA 

DEFICIENTE. 

V. -  CONCLUSIÓN. 

VI.-  BIBLIOGRAFÍA. 

Suplencia de la queja deficiente. Suplencia de error. Suplencia de la queja deficiente en sentido estricto. 

Suplencia de los agravios formulados en los recursos. Suplencia de la deficiencia procesal. 

PALABRAS CLAVES

LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE: 
UN PRINCIPIO CONSTITUCIONAL MEXICANO
THE SUPPLY OF THE DEFICIENT COMPLAINT: 
A MEXICAN CONSTITUTIONAL PRINCIPLE Abg. Juan Manuel 

Corrales Ramos
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CIRCUNSTANTIAL EVIDENCE: INFERENCE AND REASONING CAN 
EXPERIENCE RULES AS SUPPORT OF JUDICIAL REASONING BE 
RATIONALLY CONTROLLED?

SUMARIO
1. El problema de la búsqueda de la verdad. 
2. El estado de la cuestión. 
3. Propuestas de solución al problema. 
4. Relevancia de la solución en el sistema de justicia penal. 
5. Conclusiones. 

INFERENCIA Y DEBIDA MOTIVACIÓN EN LA 
PRUEBA INDICIARIA ¿SE PUEDE CONTROLAR 
RACIONALMENTE EL USO DE LAS MÁXIMAS 
DE LA EXPERIENCIA EN LA ARGUMENTACIÓN 
JUDICIAL?

Doctor en Derecho de la 
Universidad Nacional de San 
Agustin; Maestro en ciencias: 
Derecho Penal de la Universidad 
Nacional de San Agustin; 
Presidente de la Sala Penal de 
Apelaciones Nacional

  Dr. Octavio César 
Sahuanay Calsín

RESUMEN
El artículo aborda el problema sempiterno de la búsqueda de la verdad 
en el proceso penal, desde aristas lógicas, filosóficas, epistemológicas, 
y de la ciencia procesal; para luego ir acortando el marco conceptual 
hasta llegar a la prueba indiciaria - actualmente la prueba reina del 
derecho probatorio- y aterriza en la inferencia que es el alma de la 
prueba por indicios, en la misma línea de aproximación, se enfatiza en 
describir las dificultades del proceso inferencial cuando se emplean las 
máximas de la experiencia: La falta de armonía y univocidad de las 
máximas deben abordarse con  rigor científico y se intenta finalmente, 
una aproximación para sistematizar su empleo en la argumentación de 
los jueces.

ABSTRACT
The article discusses the everlasting problem of the search for the truth in the criminal law, from edges 
philosophical, epistemological, logical, and procedural science; to go then shortening the framework up to the 
particular test - currently test reigns of evidentiary law - and lands in the inference which is the soul of the proof by 
evidence, in the same line of approach, emphasis is placed on describing the difficulties of the inferential process 
when using the experience rules: the ausence of harmony and uniqueness of the  experience rule should be 
approached with scientific rigor and finally attempted, an approximation to systematize its use in the judicial 
reasoning.

PALABRAS CLAVE: Prueba indiciaria – Inferencia - Máximas de la experiencia - Debida motivación - 
Argumentación judicial.

KEY WORDS: Circumstantial evidence - Inference - Experience rules – Justification - Judicial reasoning .

El razonamiento no es sino un instrumento, 
tan bueno para el error como para la verdad.
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ON THE ARBITRARITY IN THE DISCRETIONAL 
FACULTY OF THE PUBLIC MINISTRY OF GIVING 
OUT PREPARATORY RESEARCH BEFORE 120 DAYS.

Nuevo Proceso Penal, Investigación Preparatoria, y Plazo Razonable.

PALABRAS CLAVES

SOBRE LA ARBITRARIEDAD EN LA FACULTAD 
DISCRECIONAL DEL MINISTERIO PÚBLICO DE 
DAR POR CONCLUIDA LA INVESTIGACIÓN 
PREPARATORIA ANTES DE LOS 120 DÍAS. 
Aproximación a un replanteamiento del control de plazos

RESUMEN
El presente artículo, es una crítica procesal-garantista al art. 343, numeral 1 
del NCPP que señala es facultad discrecional del Ministerio Público dar por 
concluida la Investigación Preparatoria cuando considere ”se haya cumplido 
su objeto”, incluso antes de los 120 días de duración ordinaria. 
Consideramos que dicha decisión sin previa comunicación a las partes – en 
los pocos supuestos en los que se presenta- vulnera expresamente varios 
derechos inherentes a la defensa del investigado (como el derecho a un plazo 
razonable para estructurar la defensa, el Derecho de Defensa propiamente, el 
derecho a la igualdad procesal, al principio de contradicción, a la 
imparcialidad, al principio de objetividad, entre otros). Por ello, proponemos 
se modifique el art. 343, numeral 1 del NCPP a fin de que el fiscal esté 
obligado a comunicar a las partes con 5 días de anticipación, en los supuestos 
en que va a dar por concluida la investigación preparatoria, evitando así 
vulnerar  derechos del investigado.

ABSTRACT
The present article is a procedural-guarantee criticism to art. 343, numeral 1 of the NCPP that states that it is the discretion 
of the Public Prosecutor's Office to terminate the Preparatory Investigation when it considers that its object has been 
fulfilled, even before 120 days of ordinary duration. We consider that this decision without prior communication to the 
parties - in the few cases in which it is presented - expressly infringes several rights inherent in the defendant's defense 
(such as the right to a reasonable time to structure the defense, the Right to Defense itself, the right to procedural equality, 
to the principle of contradiction, to impartiality, to the principle of objectivity, among others). Therefore, we propose to 
modify the art. 343, numeral 1 of the NCPP so that the prosecutor is obliged to communicate to the parties five days in 
advance, in the cases in which it will terminate the preparatory investigation, thus avoiding violating the rights of the 
investigated.
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LOCATION AND APPLICABILITY OF THE 
REPROACH JUDGMENT IN THE SCHOOLS 
SCHOOLSCORPINARY SCHOOLS A LABELING IN 
CRIMINAL PROSECUTION

UBICACION Y APLICABILIDAD DEL JUICIO DE 
REPROCHE EN LAS  ESCUELAS DOGMATICA 
DOCTRINARIAS UN ETIQUETAMIENTO EN EL 
ENJUICIAMIENTO CRIMINAL

RESUMEN

En el constructo categorial del delito, el contenido nuclear se sitúa en el 
tercer elemento (reprochabilidad) y depende, obviamente, del 
contenido que se les haya dado previamente a los restantes elementos 
constitutivos que cumplen una función de entrelazamiento cuántico. Es 
obvio que el delito se estructura bajo un animus (acción) con una 
génesis subjetiva, dimanando de su materialización (objetiva), una 
calificación legal de esa acción (antijuridicidad) y una calificación 
legal de su autor (reprochabilidad) referida desde luego a un modelo 
legal (típico).

Prof. de la Escuela de Posgrado-
UNJBG-UJCM-(Coordinador de 
M a e s t r í a s  y  D o c t o r a d o s ) -
Postdoctor en Investigación por la 
Un iv.  Cató l i caPh.D. (c ) - ILA-
Academia de Ciencias Rusia

Prof . Dr. Postdoctor. Ph.D (c) 
. Chaparro Guerra Americo. 

En materia de reprochabilidad, como ya se ha indicado, el finalismo aspiraba a dotar el concepto de una estructura 
enteramente normativa y des-psicologizada, (como si el derecho girara solo normativamente sin entender que se está 
juzgando a personas, y sin este elemento capital (sujeto) el derecho no es absolutamente nada, no tendría sentido 
alguno) ese es el principio y el fin del derecho) en tanto que, correlativamente, la acción se mira como algo por 
completo real y desnormativizado. La correlación es verdadera: Una concepción completamente valorativa de la 
reprochabilidad, depende estrictamente de que todo lo "ontológico" se haya asignado previamente a la acción, en 
consecuencia ¿En qué quedamos señores operadores de justicia frente a esta descripción y aclaración? 
Preguntándoles: ¿Porque escuela dogmática-doctrinaria se decidieran en un caso criminal concreto y cuál sería su 
aplicación?
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RESUMEN

L¿ARE THE JURISDICTIONAL PLANS IN LABOR 
MATTERS SOURCE OF LAW?

La Corte Suprema de Justicia de la República ha emitido sendos 
Plenos Jurisdiccionales Supremos en materia laboral, procesal y 
previsional, pronunciándose sobre temas de gran trascendencia, 
algunas veces en sentido similar a la ley, pero en otros casos, 
extra o en contra de ella.

¿LOS PLENOS JURISDICCIONALES EN MATERIA 
LABORAL SON FUENTE DE DERECHO?

DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Publicas - UNJBG

145

En efecto, los Plenos Jurisdiccionales en materia laboral se han pronunciado, por ejemplo, sobre: 
I.  Procedencia de la pretensión de reposición por despido incausado y fraudulento en vía laboral ordinaria; 
II.  Plazo para impugnar el despido incausado y fraudulento en vía ordinaria; 
III. Prórroga automática del Contrato Administrativo de Servicios; 
IV. Prescripción de devengados previsionales; 
V.  Daños punitivos en materia laboral; 
VI. Entre otros.

No obstante, antes de analizar cada uno de los temas sobre los cuales los plenos se han pronunciado, 
correspondía estudiar si estos constituyen fuentes de creación de normativa o si sus conclusiones son meras 
sugerencias, exhortaciones o recopilaciones, que por sí mismas, no tienen exigibilidad.
En el presente artículo pretendemos abrir la discusión sobre la posibilidad de otorgar a los plenos 
jurisdiccionales la facultad de crear normas de derecho, partiendo de un análisis de fuente, norma y validez 
en sentido material y determinar si son vinculantes o no y cuáles deberían ser sus límites o restricciones.      

Abogado por la Pontificia Universidad 
Católica del Perú (en adelante, “PUCP”). 
Asociado al Estudio Gonzales Hunt 
Abogados Laboralistas, firma miembro de 
Littler Global. Adjunto de docencia del Curso 
de Seminario de Integración de Derecho del 
Trabajo en la PUCP. Especialista en Derecho 
del Trabajo y Seguridad Social por la PUCP y 
Candidato a la Maestría de Derecho del 
Trabajo y Seguridad Social por la misma casa 
de estudios

Abg. Luis Manuel 
Valdivia Romero
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RESUMEN
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Grohmann

Jefe de Gestión del Capital 
Humano en CMAC TACNA S.A

LABOR RIGHTS: RELEVANT JURISPRUDENTIAL 
PRONOUNCEMENTS

En el presente artículo, se efectúa un análisis de los nuevos 

criterios jurisprudenciales emitidos tanto por el Tribunal 

Constitucional así como por la Corte Suprema de Justicia, que a 

la fecha vienen otorgando un alcance de la forma y fondo en que 

deben sujetarse las relaciones jurídicas de carácter laboral. Para 

ello, resulta importante la función de predictibilidad que brindan 

tales pronunciamientos, como mecanismo de seguridad jurídica 

en nuestro Ordenamiento Jurídico Laboral.

Seguridad Jurídica / Derechos Laborales / Plenos Jurisdiccionales / Jurisprudencia 

PALABRAS CLAVES

153

DERECHOS LABORALES: RELEVANTES 
PRONUNCIAMIENTOS JURISPRUDENCIALES
Tendencias actuales para la Seguridad Jurídica 
en el Derecho del Trabajo

Abg. Carlos Eduardo 
Saco Chipana

L
A
B
O
R
A
L

D
E

R
E

C
H

O
 

DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Políticas - UNJBG



DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Publicas - UNJBG

154

L
A
B
O
R
A
L

D
E

R
E

C
H

O
 



155

L
A
B
O
R
A
L

D
E

R
E

C
H

O
 



DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Publicas - UNJBG

156

L
A
B
O
R
A
L

D
E

R
E

C
H

O
 

DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Políticas - UNJBG



157

L
A
B
O
R
A
L

D
E

R
E

C
H

O
 



DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Publicas - UNJBG

158

L
A
B
O
R
A
L

D
E

R
E

C
H

O
 

DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Políticas - UNJBG



159

L
A
B
O
R
A
L

D
E

R
E

C
H

O
 





DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Publicas - UNJBG

THE COMPLIANCE OF THE CONFORMATION OF 
THE COMMITTEE OF SAFETY AND HEALTH IN THE 
W O R K  I N  T H E  C O M PA N I E S  O F  T H E  
CONSTRUCTION REGIME.

161

Abogado por la Universidad 
N a c i o n a l  J o r g e  B a s a d r e  
Grohmann

“EL CUMPLIMIENTO DE LA CONFORMACION DEL 
COMITÉ DE SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO 
EN LAS EMPRESAS DEL REGIMEN DE 
CONSTRUCCION”

Abg. Jason Pérez Huanca

L
A
B
O
R
A
L

D
E

R
E

C
H

O
 

DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Políticas - UNJBG



DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Publicas - UNJBG

162

L
A
B
O
R
A
L

D
E

R
E

C
H

O
 

DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Políticas - UNJBG



163

L
A
B
O
R
A
L

D
E

R
E

C
H

O
 



DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Publicas - UNJBG

164

L
A
B
O
R
A
L

D
E

R
E

C
H

O
 

DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Políticas - UNJBG



165

L
A
B
O
R
A
L

D
E

R
E

C
H

O
 



DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Publicas - UNJBG

166

L
A
B
O
R
A
L

D
E

R
E

C
H

O
 

DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Políticas - UNJBG



167

L
A
B
O
R
A
L

D
E

R
E

C
H

O
 



DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Publicas - UNJBG

168

L
A
B
O
R
A
L

D
E

R
E

C
H

O
 

DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Políticas - UNJBG



DERECHO	
ADMINISTRATIVO





DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Publicas - UNJBG

ADMINISTRATIVE ACTS AND ARBITRAL 
PROCESSES IN PUBLIC ENTITIES

171

ACTOS ADMINISTRATIVOS Y LOS PROCESOS 
ARBITRALES EN ENTIDADES PÚBLICAS

Magister en Gestion y Politicas 
Publicas por la Universidad 
Privada de Tacna; Docente de la 
Universidad Nacional Jorge 
Basadre Grohmann

Mgr. Carlos Mariaca Mamani.

A
D
M
IN

IS
T
R
A
T
IV

O
D

E
R

E
C

H
O

 

DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Políticas - UNJBG



DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Publicas - UNJBG

172

A
D
M
IN

IS
T
R
A
T
IV

O
D

E
R

E
C

H
O

 

DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Políticas - UNJBG



173

A
D
M
IN

IS
T
R
A
T
IV

O
D

E
R

E
C

H
O

 



DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Publicas - UNJBG

174

A
D
M
IN

IS
T
R
A
T
IV

O
D

E
R

E
C

H
O

 

DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Políticas - UNJBG



175

A
D
M
IN

IS
T
R
A
T
IV

O
D

E
R

E
C

H
O

 



DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Publicas - UNJBG

176

A
D
M
IN

IS
T
R
A
T
IV

O
D

E
R

E
C

H
O

 

DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Políticas - UNJBG



ARTÍCULO
DE	ALUMNOS





179

DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Publicas - UNJBG

SUMARIO
I. INTRODUCCIÓN

II. ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO DE CHALLAPALCA 1998 – ACTUALIDAD.

III. PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD Y DERECHOS HUMANOS

IV. UNA REALIDAD IGNORADA POR MÁS DE UNA DÉCADA.

V. TEORÍA DE LAS TRES GENERACIONES DE DERECHOS Y EL DERECHO A LA SALUD

VI. CONCLUSIONES

VII. RECOMENDACIONES

VIII. REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS

DERECHO A LAS CONDICIONES DIGNAS DE 
RECLUSIÓN, DERECHO A LA SALUD Y LA 
CARENCIA DE UNA INFRAESTRUCTURA 
ADECUADA, MÁS DE UNA DÉCADA DESPUÉS: 
PENAL DE CHALLAPALCA

A
L
U
M
N
O
S

D
E

R
E

C
H

O
 D

E
 

RIGHT TO THE DIGNIFIED CONDITIONS OF 
RECLUSION, RIGHT TO HEALTH AND THE LACK OF 
ADEQUATE INFRASTRUCTURE, MORE THAN A 
DECADE LATER: CHALLAPALCA PRISON

Almendra Pamela 
Atencio Sante

RESUMEN
En el siguiente artículo se analiza las condiciones 
de reclusión de los internos del establecimiento 
penitenciario de Challapalca, la consecuente 
vulneración de sus derechos, ligado a una realidad 
ignorada por más de una década. Para esto se toman 
los informes de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, los pronunciamientos de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos en 
diferentes casos y las disposiciones de Derechos 
Humanos sobre la materia. Por último se analiza la 
responsabilidad del Estado ante la vulneración 
reiterada de los derechos de estos internos.

ABSTRACT
The following article analyzes the conditions of 
imprisonment of the inmates of the Challapalca 
prison, the consequent violation of the rights of 
these, linked to a reality ignored for more than a 
decade. For this, the reports of the Inter-American 
Commission on Human Rights and the provisions 
on Human Rights on the matter are taken. Lastly, 
the responsibility of the State in the face of the 
repeated violation of the rights of these inmates is 
analyzed.
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Establecimiento Penitenciario de Challapalca, 
Personas Privadas de Libertad, Derechos Humanos, 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
Derecho a la Salud, Condiciones dignas de 
reclusión, Obligaciones de los Estados, 
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MANIFESTACIONES DE INSTITUCIONES 
MAQUIAVELICAS DEL DERECHO PENAL A LA LUZ 
DEL DELITO DE CONSPIRACION EN EL TRAFICO 

MANIFESTATIONS OF MAQUIAVELIC INSTITUTIONS 
OF CRIMINAL LAW IN THE LIGHT OF THE CRIME OF 
CONSPIRACY IN ILLICIT DRUG TRAFFICKING

RESUMEN
En el presente artículo abordaremos una de las 
tantas figuras delictivas referidas al Tráfico Ilícito 
de Drogas, en concreto, lo referente a la 
Conspiración en el Tráfico Ilícito de Drogas; 
primeramente procederemos una aproximación al 
termino de Conspiración, para subsecuentemente 
hacer un contraste y estudio del presente tipo penal 
conforme al derecho comparado y derecho 
supranacional; asimismo, un breve recuento de 
diversas figuras jurídicas maquiavélicas del 
Derecho Penal moderno, que a nuestro criterio no 
son compatibles con un Estado Constitucional de 
Derecho, empero han ido legitimándose en nuestra 
normativa interna, para finalmente llevar a 
contrastar la Conspiración en el Tráfico Ilícito de 
Drogas como una clara expresión de instituciones 
que hoy por hoy en nuestra realidad jurídica se 
vienen legitimando, es decir, de una manifiesta 
expresión de un Derecho Penal del Enemigo, un 
Derecho Penal de Tercera Velocidad e instituciones 
símiles, análisis y critica dirigidas en torno a una 
regresión a un Derecho Penal de Autor, cuyos 
lineamientos son de tiempos anacrónicos, empero, 
el legislador opto por preverla como un hecho 
punible.

ABSTRACT
In this article we will deal with one of the many 
criminal figures related to Illicit Drug Trafficking, 
specifically, regarding the Conspiracy in Illicit 
Drug Trafficking; first we will proceed an 
approximation to the term of Conspiracy, to 
subsequently make a contrast and study of the 
present criminal type according to comparative law 
and supranational law; likewise, a brief account of 
various Machiavellian juridical figures of modern 
Criminal Law, which in our opinion are not 
compatible with a Constitutional State of Law, 
however they have been legitimized in our internal 
regulations, to finally lead to contrast the 
Conspiracy in the Illicit Trafficking of Drugs as a 
clear expression of institutions that today in our 
legal reality have been legitimized, that is to say, of 
a manifest expression of a Criminal Law of the 
Enemy, a Criminal Law of Third Speed and similar 
institutions, analysis and criticism directed around 
a regression to a Criminal Law of Author, whose 
guidelines are of anachronistic times, however, the 
legislator opted to anticipate it as a punishable fact.
Contenido:on of the rights of these inmates is 
analyzed.

PALABRAS CLAVES KEY WORDS
Conspiración / Tráfico Ilícito de Drogas / Derecho 
Penal de Autor / Derecho Penal de Acto / Derecho 
Penal del Enemigo / Derecho Penal de Tercera 
Velocidad / Nuevo Derecho Penal Autoritario 

Conspiracy / Illicit Trafficking in Drugs / Criminal 
Law of Author / Criminal Law of Act / Penal Law of 
the Enemy / Criminal Law of Third Speed / New 
Criminal Law Authoritarian

Carlos Augusto 
Bellodas Ticona

“Una conducta resulta 
razonable penar, empero un 

pensamiento no resulta ni 
razonable ni penable”
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EL PROBLEMA DE LA RESPONSABILIDAD 
RESTRINGIDA POR EDAD: 
¿REBAJA INCLUYENTE O EXCLUYENTE?
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MANIFESTATIONS OF MAQUIAVELIC INSTITUTIONS 
OF CRIMINAL LAW IN THE LIGHT OF THE CRIME OF 
CONSPIRACY IN ILLICIT DRUG TRAFFICKING

RESUMEN
Este trabajo versa sobre la responsabilidad 
restringida por edad, regulada en el artículo 22 del 
Código Penal peruano, la cual prohíbe la aplicación 
de su atenuación a ciertos delitos. Por ello, la autora 
acude a fundamentos doctrinales, así como 
jurisprudenciales de la Corte Suprema y el Tribunal 
Constitucional peruano para, por un lado, 
identificar y comprender su origen y, por otro, 
hacer un análisis jurisprudencial debido a los 
disímiles pronunciamientos de las Salas Penales y 
Constitucionales de la Corte Suprema de Justicia. 
Cabe precisar que, se desarrolla el principio - 
derecho de igualdad y el Control Difuso como 
fundamentos jurídicos para la inaplicación del 
referido artículo.

ABSTRACT
The following work relates about the restricted 
responsibility by age, wich is regulated on the 22nd 
article of the Peruvian Criminal Code, the one that 
prohibits the application of its mitigation to certain 
crimes. Therefore, the author based this work on 
doctrinal foundations and jurisprudence of the 
Peruvian Supreme Court and the Peruvian 
Constitutional Tribune so that, on the one hand, can 
identify and understand its origin and, on the other, 
make a jurisprudential analysis due to the 
dissimilar pronouncements of the Criminal and 
Constitutional Chambers of the Supreme Court of 
Justice. It's necessary to make a highlight on the 
fact that the principle-right to equality is 
developed, in adition with the Diffuse Control, as 
legal funds for the non-application of the 
aforementioned article.

PALABRAS CLAVES KEY WORDS
Responsabilidad Restringida por edad /  
Determinación de la pena / Responsabilidad 
disminuida / Derecho a la Igualdad / Control Difuso

Restricted responsibility by age / Determination of 
the punishment/ Diminished risponibility / Right to 
equality/ Diffuse Control.
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INSTRUMENTOS DE LA AUTORIA MEDIATA COMO 
AGRAVANTE E IMPUTACION OBJETIVA EN EL 
TRAFICO ILICITO DE DROGAS
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The objective of this article is to reflect on the 
instruments of mediate authorship in illicit drug 
trafficking, having as a standard that mediate 
authorship, as well as direct or own authorship and 
co-authorship, are ways of committing a crime, 
which can be be observed from different 
approaches, but always with the central idea that is 
the conduct of a behavior prohibited "through 
another" by the legal system designed to protect 
legal interests of relevance and necessary for a life 
of social peace in justice. But we will also analyze 
in depth what would be the instruments or means 
and the requirements that these must fulfill to fit the 
corresponding aggravating circumstance. Also, we 
will see how it is the trafficking of illicit drug 
trafficking in countries such as Spain, Chile and 
Peru. Finally, a critique and its respective form of 
solution to mediate authorship will be made as an 
incorrect form of objective imputation

DERECHO CRITICO - Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Publicas - UNJBG

SUMARIO

INSTRUMENTS OF THE MEDIATE AUTHORITY AS 
AGGRESSIVE AND OBJECTIVE IMPUTATION IN ILLICIT 
DRUG TRAFFICKING

RESUMEN
El objetivo del presente artículo es reflexionar 
sobre los instrumentos de la autoría mediata en el 
tráfico ilícito de drogas teniendo como estandarte 
que  la autoría mediata asi como la autoría directa o 
de propia mano y la coautoría, son formas de 
realizarse un delito, los cuales pueden ser 
observadas desde diferentes enfoques, pero 
siempre con la idea central que es la realización de 
una conducta prohibida “a través de otro” por el 
ordenamiento jurídico destinada a proteger bienes 
jurídicos de relevancia y necesarios para una vida 
de paz social en justicia. Pero también 
analizaremos a fondo cuales serían los 
instrumentos o medios y los requisitos que estos 
deben de cumplir para que encaje en la agravante 
correspondiente. Asimismo, veremos cómo es la 
tratativa del tráfico ilícito de drogas en países como 
España, Chile y Perú. Ya para finalizar se realizará 
una crítica y su respectiva forma de solución a la 
autoría mediata como incorrecta forma de 
imputación objetiva. 

ABSTRACT

Mediated authorship, instruments, indirect action, 
man behind, immediate executor, illicit drug 
trafficking, objective imputation.

PALABRAS CLAVES KEY WORDS
Autoría mediata, instrumentos, acción indirecta, 
hombre de atrás, ejecutor inmediato, tráfico ilícito 
de drogas, imputación objetiva.
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THE PERPETUAL DISAPPEARANCE IN PERUVIAN 
LEGISLATION

RESUMEN
El presente artículo comprende un análisis 
minucioso respecto a la incorporación de la figura 
de la inhabilitación perpetua. Es por ello, que 
primero comenzaremos con la ubicación del 
artículo en cuestión, donde se encuentra la 
problemática central y también su relación con 
otras normas de la misma índole, luego se analizará 
las correspondientes jurisprudencias nacionales 
que referencian a esta problemática, también se 
hará mención de las normas internacionales, así 
como también las concepciones de algunos autores 
con respecto a algunos temas importantes afín de 
poder comprender la finalidad de este artículo. Por 
último, se plantean algunas conclusiones y 

ABSTRACT
The present article includes a detailed analysis 
regarding the incorporation of the figure of 
perpetual disqualification. That is why, first we will 
start with the location of the article in question, 
where the central problem is and also its 
relationship with other norms of the same nature, 
then we will analyze the corresponding national 
jurisprudence that refer to this problem, we will 
also mention of international standards, as well as 
the views of some authors with respect to some 
important issues in order to understand the purpose 
of this article. Finally, some conclusions and 
recommendations that were reached in the article 
are presented.

PALABRAS CLAVES KEY WORDS
Inhabilitación perpetua, Revisión temporal, 
Derecho penal. CP, Derecho a libertad de trabajo, 
Derecho a la Rehabilitación.

Perpetual disability, temporary review, criminal 
law. CP, Right to freedom of work, Right to 
Rehabilitation.

Nilson Vladimir 
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